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RESUMEN 

Justificación 

 Actualmente, en Costa Rica, no existe una norma que obligue a un monto mínimo 

de capital social para la constitución de una sociedad anónima. Se puede decir que gran 

parte de las sociedades anónimas tienen un capital social inferior a los diez mil colones, lo 

cual incentiva la proliferación de sociedades con fines distintos de su esencia, que como se 

recuerda es la asociación de personas y capitales para una actividad comercial lucrativa. 

Aunado a esto, es evidente que un capital de diez mil colones, de ninguna manera podría 

responder, o por lo menos darle seguridad a los terceros con los cuales ha adquirido 

obligaciones. 

 El capital social, en la actualidad, no cumple con sus funciones básicas para el que 

realmente fue introducido en la normativa costarricense, y para llevar a cabo este objetivo, 

el primer paso que se debe tomar es la introducción de un monto mínimo de capital para la 

constitución de sociedades anónimas, así como lo han hecho países como España, 

Argentina y Francia, para que por lo menos los acreedores de la sociedad puedan tener 

cierta seguridad de que realmente existen los fondos para cubrir posibles deudas. 

Hipótesis 

La legislación costarricense se encuentra rezagada en cuanto a la regulación del 

capital social de las sociedades anónimas, por lo que actualmente, el capital social se trata 

de un mero formalismo para la constitución de una sociedad, en cuanto al principio de 

garantía, y no tiene ninguna función específica dentro de sus relaciones comerciales, siendo 

así, que la regulación comercial resulta insuficiente para dotarle de la importancia 

necesaria. 

Objetivo general 

Explicar por qué el capital social en las sociedades anónimas costarricenses se trata 

de un mero formalismo y no cumple con un verdadero fin, y cómo es necesaria la 
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modificación de la regulación comercial actual para brindarle verdaderas funciones al 

capital social. 

Metodología 

Se utilizó, entonces, el método de análisis de contenido de las distintas fuentes 

bibliográficas, principalmente, doctrinarias y legislativas.  Para realizar esta investigación, 

se analizó material bibliográfico respecto de las sociedades anónimas, el capital social, las 

funciones del capital social y sobre el distanciamiento a la naturaleza jurídica de éste, 

dentro de la sociedad anónima costarricense. Una vez realizado el análisis del material se 

concluyó sobre la insuficiencia de legislación actual, incluyendo el Código de Comercio y 

leyes conexas, así como leyes especiales que se ocupan de determinadas actividades 

reguladas (e.g., intermediación financiera, actividades del mercado de valores, seguros, 

pensiones, etc.), para regular el cumplimiento de las verdaderas funciones del capital social 

dentro de la sociedad anónima costarricense. 

Conclusiones más importantes  

La actividad comercial por su naturaleza versátil debe ser dotada de instrumentos 

jurídicos flexibles para poder continuar con su dinámica. 

El capital social tiene tres funciones, de las cuales, en la actualidad costarricense, 

únicamente, una de ellas puede decirse que se cumple.  

La función de garantía, así como la función empresarial del capital social en Costa 

Rica no se cumplen, ya que los montos del capital, la mayoría de las veces son muy 

menores a lo necesario para poder cumplir con estos requisitos. 

El capital social no es un mero formalismo para la constitución de una sociedad 

anónima, pero es necesaria la instauración de un mínimo de capital social ligado con el 

objeto de la compañía, para poder cumplir la totalidad de sus funciones. 
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INTRODUCCIÓN 

 

 Las sociedades comerciales o mercantiles se describen comúnmente como la simple 

asociación de capitales para una empresa o trabajo cualquiera, y más específicamente, la 

sociedad anónima como la asociación de personas y bienes o industria, para obtener lucro 

en una actividad comercial.
1
 Se puede extraer de las anteriores definiciones, el importante 

requisito de la presencia de una unión de personas y capitales, con un objetivo comercial y 

de lucro, para la constitución de una sociedad anónima. 

 El capital social que se requiere para la existencia de una sociedad mercantil, o bien, 

una especie de ésta, la sociedad anónima, se define como el conjunto de bienes con el cual 

se crea para llevar a cabo su actividad comercial, y responder en caso de obligaciones 

económicas.
2
    

 Como bien se entiende de las anteriores ilustraciones, el capital social es un 

requisito básico y fundamental en la constitución de una sociedad anónima, debido a que 

será el medio con el cual la compañía ejercerá su actividad, y cancelará sus obligaciones 

ante terceros. Esta enunciación en ningún momento debe confundirse con el patrimonio de 

la empresa, siendo este último el conjunto de bienes y derechos de la sociedad, con 

deducción de sus obligaciones, que se forma inicialmente con el conjunto de aportaciones 

de los socios.
3
 Todas las operaciones de la sociedad repercuten sobre el patrimonio social y 

                                                           
1
 Guillermo Cabanellas,  Diccionario Jurídico Elemental, Undécima Edición (Buenos Aires: Editorial 

Heliasta, 2006), 440. 
2
 Ibídem, 63 

3
 Ricardo Sandoval,  Derecho Comercial. Tomo I. Volumen II (Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 2010),  

100. 
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constituyen un valor real. El capital es una cifra ideal, asume en la sociedad anónima un 

carácter netamente jurídico.
4 

 

 La finalidad con la que nació la sociedad anónima en el siglo XVII para el comercio 

con las Indias Orientales, y manejar capitales divididos en acciones
5
 ha variado 

considerablemente hasta la actualidad. Ejemplo de ello es que en Costa Rica una 

considerable cantidad de sociedades anónimas son de tipo familiar o cerradas, lo que quiere 

decir son utilizadas para introducir en ellas el patrimonio familiar, y proteger 

económicamente a los miembros de la familia ante obligaciones adquiridas sobre los 

bienes.  

 En Costa Rica, no existe una norma que obligue a un monto mínimo de capital 

social para la constitución de una sociedad anónima. Se puede decir que gran parte de las 

sociedades anónimas tienen un capital social inferior a los diez mil colones, lo cual 

incentiva la proliferación de sociedades con fines distintos de su esencia, que como se 

recuerda es la asociación de personas y capitales para una actividad comercial lucrativa. 

Aunado a esto, es evidente que un capital de diez mil colones, de ninguna manera podría 

responder, o por lo menos darle seguridad a los terceros con los cuales ha adquirido 

obligaciones.
6
 

 Los cambios constantes en las estructuras económicas hacen que se genere la 

necesidad de cambiar las formas de regulación del comercio tradicional. En este sentido, las 

tendencias y usos actuales de las sociedades anónimas, hacen de altísima importancia la 

                                                           
4
 Joaquín Rodríguez, Derecho Mercantil (México D.F.: Editorial Porrúa S.A. 1976), 79.                                                                 

5
 Sandoval, 98. 

6
 Elodie Itsiembou,  L'utilité du capital social. Étude de droit français. (Paris: Éditions Universitaires 

Européenes, 2011), 29. 
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creación de nuevas normas que regulen el capital social de las agrupaciones comerciales de 

esencia lucrativa de gran capital. 

 El capital social, en la actualidad, no cumple con sus funciones básicas para el que 

realmente fue introducido en la normativa costarricense, y para llevar a cabo este objetivo, 

el primer paso que se debe tomar es la introducción de un monto mínimo de capital para la 

constitución de sociedades anónimas, así como lo han hecho países como España, 

Argentina y Francia, para que por lo menos los acreedores de la sociedad puedan tener 

cierta seguridad de que realmente existen los fondos para cubrir posibles deudas. 

 En este sentido, se cuestiona la simple obligación de incluir un monto aleatorio en el 

pacto constitutivo de una sociedad, para el simple cumplimiento de un requisito, sin 

objetivo alguno dentro de la función de ésta. La legislación actual no contempla la 

verdadera función del capital social, y se hace caso omiso al monto de capital aportado, 

indicado en el momento de su constitución. 

 El artículo 18 del Código de Comercio reza: “La escritura constitutiva de toda 

sociedad mercantil deberá contener: … 8) Monto del capital social y forma y plazo en que 

deba pagarse”
7
. Es claro que es necesario, y un requisito fundamental la designación de un 

capital social en la legislación comercial costarricense. Sin embargo, se puede observar 

cómo el artículo se limita a expresar la obligación de indicar el monto, sin tomar en cuenta 

el tipo de actividad por desarrollarse, y si realmente ese fondo será suficiente para 

establecerse, y en su caso, cumplir las respectivas obligaciones ante terceros.  

                                                           
7
 Código de Comercio, Sistema Costarricense de Información Jurídica, consultado el día 17 de octubre del 

2013,   http://www.pgr.go.cr/scij/busqueda/normativa/normas/nrm_repartidor.asp?param1= NRTC&nValor1 

=1&nValor2=6239&nValor3=6638&strTipM=TC, artículo 18, inciso 8. 
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 El presente tema se justifica en la necesidad de realizar una reforma a la normativa 

comercial vigente, respecto de los lineamientos básicos de la constitución de sociedades 

comerciales, esencialmente, las sociedades anónimas, a raíz de la proliferación de éstas, 

para usos diferentes a su naturaleza jurídica.  

 La importancia del desarrollo del tema es la necesidad de incorporar a nuestra 

legislación nuevos lineamientos que amparen los diferentes usos y objetivos de la sociedad 

anónima en Costa Rica, y un mínimo de capital social que se ajuste a su actividad 

mercantil. Lo anterior, porque la actual legislación es poco específica y muy permisiva con 

el manejo del capital social en las sociedades comerciales.  

Para la presente investigación, se tiene por objetivo general explicar por qué el 

capital social en las sociedades anónimas costarricenses se trata de un mero formalismo y 

no cumple con un verdadero fin, y cómo es necesaria la modificación de la regulación 

comercial actual para brindarle verdaderas funciones al capital social. 

Específicamente, se pretende A) Describir en qué consiste la sociedad anónima, su 

naturaleza jurídica, sus elementos y características distintivas, sus órganos, y la importancia 

del capital social dentro de ésta; B) Distinguir las nociones del capital social, su concepto, 

sus principios reguladores, así como la distinción con el patrimonio social; y C) Analizar la 

función actual que tiene el capital social de la sociedad anónima costarricense y explicar 

cómo la introducción de nuevas regulaciones comerciales podría dotarle de nuevas y 

necesarias funciones inexistentes en Costa Rica.  

Se plantea como hipótesis del presente trabajo, que la legislación costarricense se 

encuentra rezagada en cuanto a la regulación del capital social de las sociedades anónimas, 
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por lo que, actualmente, el capital social se trata de un mero formalismo para la 

constitución de una sociedad, en cuanto al principio de garantía, y no tiene ninguna función 

específica dentro de sus relaciones comerciales, siendo así, que la regulación comercial 

resulta insuficiente para dotarle de la importancia necesaria. 

Se buscó realizar una investigación cualitativa de por qué el capital social en las 

sociedades anónimas costarricenses se trata de un mero formalismo y no cumple con un 

verdadero fin, y cómo es necesaria la modificación de la regulación comercial actual, para 

brindarle verdaderas funciones al capital social. Se utilizó, entonces, el método de análisis 

de contenido de las distintas fuentes bibliográficas, principalmente, doctrinarias y 

legislativas.  Para realizar esta investigación, se analizará material bibliográfico respecto de 

las sociedades anónimas, el capital social, las funciones del capital social y sobre el 

distanciamiento a la naturaleza jurídica del capital social, dentro de la sociedad anónima 

costarricense. Una vez realizado el análisis del material de los temas anteriormente 

mencionados, se concluyó la insuficiencia de legislación actual, incluyendo el Código de 

Comercio y leyes conexas, así como leyes especiales que se ocupan de determinadas 

actividades reguladas (e.g., intermediación financiera, actividades del mercado de valores, 

seguros, pensiones, etc.), para regular el cumplimiento de las verdaderas funciones del 

capital social dentro de la sociedad anónima costarricense. 

La presente investigación estará estructurada en tres capítulos, iniciando con un 

capítulo introductorio sobre la historia de las sociedades anónimas, su crecimiento, su 

instauración en Costa Rica y la evolución que ha tenido a través del tiempo. El siguiente 

capítulo dentro del presente trabajo será sobre los conceptos fundamentales que se deben 
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conocer dentro de la estructura de las sociedades anónimas y del capital social, abarcando 

de manera muy general nociones contables, para finalizar, específicamente, con los 

términos y explicaciones desde el punto de vista del Derecho Comercial. Por último, el 

presente trabajo tendrá un tercer capítulo el cual contendrá la explicación de las funciones 

del capital social a nivel doctrinario, las funciones que éste cumple en Costa Rica, así como 

de la problemática existente sobre la falta de regulación en nuestro país. A manera de 

cierre, se concluirá con las conclusiones y propuestas sobre la situación actual del capital 

social en las sociedades anónimas costarricenses. 
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CAPÍTULO I 

La Sociedad Anónima 

 

SECCION I. Antecedentes Históricos de la Sociedad Anónima 

 

A. Los primeros vestigios de las Sociedades Anónimas 

 

i. Aparición del establecimiento mercantil y la Sociedad Anónima 

 A través de la historia, el ser humano primero debió ocuparse de abastecer sus 

necesidades y las de su grupo familiar, para posteriormente, cuando la producción excedía 

el abastecimiento del círculo doméstico, realizar labores con destino a una economía ajena. 

El mencionado salto provocó la especialización humana en las diversas comunidades, y 

permitió el desarrollo de aptitudes y ventajas comparativas, y de esta forma apareció la 

“moneda” o retribución por los diversos servicios o productos. 

 Al aparecer los primeros vestigios de actividad comercial, la necesidad del crédito y 

de la presencia de un comerciante especializado en cambio de moneda, recepción de 

depósitos y prestación de asistencia financiera fue aumentando paulatinamente hasta la 

aparición del banquero. 

 El último aspecto de alta importancia que permitió la expansión de la actividad 

económica y comercial al resto del mundo que se conocía en ese momento, fue la aparición 
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de la navegación marítima, que llevaría al abasto de mercaderías a zonas alejadas entre sí. 

Por lo tanto, los comerciantes formaron asociaciones llamadas "compañías reguladas". Las 

jefaturas otorgaron a estos grupos el monopolio sobre el comercio en un área establecida. 

Cada individuo ayudaba a hacer frente a los gastos comunes, pero llevaba a cabo la 

actividad comercial por su propia cuenta. Existían asociaciones de hombres, no de capital. 

Esto lo sostiene Felipe de Solá Cañizares, quien menciona: “En los países del 

continente europeo, estas compañías se forman al margen del contrato clásico de 

sociedades. No eran en realidad sociedades, sino entidades de derecho público que se 

creaban mediante una concesión especial, en cada caso, del rey. Y era esa concesión la 

que constituía la compañía y regía su funcionamiento, sin que existieran leyes generales 

aplicables al conjunto de tales asociaciones.”
8
 

Cuando este tipo de sociedad se hizo común, fue necesaria la creación de una 

asociación que permitiera obtener inversiones del exterior. Ante la situación anterior, surge 

la sociedad de accionistas, institución flexible que fue el origen de muchas otras 

asociaciones económicas y políticas. La sociedad de accionistas fue, en un inicio, una 

sociedad de inversionistas, y no de comerciantes, ya que los individuos tomaban parte de 

los beneficios proporcionalmente con el monto de capital aportado. Se dice que cuando 

dicha asociación se mantenía en un negocio particular se trataba de una sociedad de 

accionistas.  

 

                                                           
8
 Felip De Sola Cañizares, Tratado de Derecho Comercial Comparado. Tomo III (Barcelona: Editorial 

Montaner y Simón, 1963), 317 - 318. 
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A esto se refiere Carlos Gilberto Villegas al exponerlo de la siguiente manera:  

“Aquí el vínculo societario no esta fundado en la affectio societatis ni siquiera en 

las razones de interés personal que pueden llevar a una persona a unirse a otras para 

acometer una empresa económica, sino que la relación social se establece por la posesión 

de “acciones”, esto es, por porciones de capital. Es la posesión de acciones la que 

determina el vínculo, otorga derechos patrimoniales (al dividendo y al resultado de la 

liquidación final) y políticos (derecho de votar, de elegir y de ser elegido, de participar en 

asambleas, de formar la voluntad social, de impugnar esos acuerdos, de integrar diversos 

órganos societarios etc.)”
9
 

Como se mencionó anteriormente, las primeras sociedades de accionistas dependían 

de los Estados, en una especie de concesión, y no estaban relacionadas con la industria. 

Rápidamente, las sociedades de accionistas se multiplicaron, y su uso en el comercio fue 

cada vez mayor. La necesidad de comercio y distribución de costos de operación y riesgo 

llevó a la evolución de las diferentes formas de asociación a través de la historia. 

Sobre esto, Antonio Brunetti ha mencionado que: “Con la sed del oro surgieron las 

empresas más audaces, no hubo fuerza individual de iniciativa que fuera suficiente, nadie 

era capaz de jugarse el todo por el todo, pero todos estaban dispuestos a jugarse algo. Su 

gran desarrollo empezó después del descubrimiento de las tierras transoceánicas.”
10

 

A partir de la convergencia de los factores anteriormente mencionados, se establece, 

entonces, la diferencia entre entradas y salidas de la familia por una parte, y las del 

                                                           
9
 Carlos Villegas, Sociedades Comerciales. Tomo II. De las Sociedades en Particular (Buenos Aires: 

Editorial Rubinzal  - Culzoni, 1997), 158. 
10

 Antonio Brunetti, Tratado de Derecho de las Sociedades. Tomo VII (Buenos Aires: UTHEA, 1948), 8.  
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establecimiento mercantil por otra, partiéndose de la idea de fijar un determinado capital en 

dinero para la empresa.
11

  

Ahora bien, el presente estudio lleva a diferenciar dos tesis sobre la aparición de la 

sociedad anónima: la italiana, en la cual se observa una sociedad de relaciones entre el 

Estado y sus acreedores, y la holandesa, donde aflora una especie de asociación ligada al 

comercio con las Indias Orientales y Occidentales a principios del siglo XVII. 

Surge, entonces, la sociedad anónima cuando se perfeccionan grandes empresas de 

descubrimiento y migración a nuevas tierras, y para ello, se organizan la Compañía 

Holandesa de las Indias Orientales en 1602, la Compañía Holandesa de las Indias 

Occidentales en 1621, y la Compañía Sueca Meridional, en 1626, que además, de tener 

objetivos económicos, también tenía fines políticos.
12

 Para efectos de la presente 

investigación, es en estas sociedades en las que se motiva la actual sociedad anónima que 

en la economía contemporánea ha tenido gran auge e importancia.  

Diversos autores señalan a las Compañías de las Indias como la teoría imperante en 

cuanto al origen directo de la sociedad anónima se refiere. A comienzos del siglo XVII, 

existía en Holanda gran auge y proliferación de comerciantes y navegantes, razón por la 

cual se da el nacimiento de estas nuevas formas de comercio. Los aportes de dinero de los 

socios fue lo esencial en este nuevo negocio, y en este tipo de asociación, y así como lo 

expone Joaquín Garrigues: “...convirtieron al dinero en empresario, sustituyendo a base 

personal, propia de la empresa individual y de la compañía colectiva, por la base 

                                                           
11

 Carlos Villegas, Sociedades Comerciales. Tomo I. De las Sociedades en General (Buenos Aires: Editorial 

Rubinzal  - Culzoni, 1997), 14. 
12

 Roberto Mantilla, Derecho Mercantil: Introducción y Conceptos Fundamentales Sociedades, Sétima 

Edición (México: Editorial Porrúa, S.A., 1965),  329 - 330. 



 

 

11 

 

estrictamente capitalista propia de la S.A.”
13

 

La necesidad de obtener y reunir capitales para lograr el objetivo conjunto de 

realizar expediciones de descubrimiento y colonización, resultan ser el precedente más 

inmediato que puede encontrarse de esta figura. 

La importancia de las compañías orientales para el presente trabajo es que vinieron 

a crear los primeros vestigios y principios de la sociedad anónima moderna, de los cuales se 

pueden recalcar de suma importancia para la presente investigación los siguientes: a) la 

organización, que surge del grupo de personas dispuestas para gestionar los varios aspectos 

de la compañía y b) el aporte de capital, que nace con la necesidad de disponer de fondos 

suficientes para lograr su objeto social y sin el cual, de manera individual, no se podría 

llevar a cabo. 

Además, otras características de las sociedades de accionistas modernas que se 

podían encontrar en estas sociedades o asociaciones en la época colonial se encuentran: a) 

La responsabilidad limitada de sus partes o socios, lo que Carlos Villegas define como: “… 

el socio no adquiere ninguna suerte de responsabilidad subsidiaria por las operaciones 

sociales; su responsabilidad patrimonial comprometida esta vinculada directamente a la 

porción del capital que adquiere de la sociedad”; b) La transmisibilidad de los derechos de 

las partes o socios; c) La incorporación de derechos en las acciones, a lo que el señor 

Villegas agrega: “Acciones cuyos derechos se incorporaron en un principio a un papel 

(título valor), de modo de permitir la circulación de la riqueza representada.”; y d) La 
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existencia bajo una denominación social.
14

 

 Ahora bien, estas características principales, abarcadas en la presente sección son 

apenas los inicios de la figura moderna que se conoce y utiliza actualmente. Para conocer 

más en detalle, se estudiará la evolución histórica y jurídica de la sociedad anónima en las 

siguientes secciones. 

 

ii. Evolución Jurídica 

Para iniciar la presente sección, hay que remontarse a la Edad Media, donde por 

primera vez fue posible encontrar ciertas manifestaciones de sociedades anónimas 

modernas, y de esto fue ejemplo el Banco de San Giorgio en Génova, Italia
15

, figura en la 

cual se denotaban dos características específicas de las sociedades anónimas. Primero, la 

responsabilidad de los socios se limitaba a lo aportado por cada uno ellos, y segundo, el 

capital que surgía de dichos aportes era dividido en partes iguales que se podían transmitir 

por medio de documentos.  

Esta sociedad surge de operaciones financieras que realizaba el Estado para obtener 

grandes cantidades de dinero en préstamo, emitiendo “títulos de deuda”,  documentos en 

los cuales se comprometía a pagar intereses y devolver los recibidos. Ante las dificultades 

que surgieron en los gobiernos de las ciudades para pagar intereses tan elevados, los 

gobiernos le concedieron a sus acreedores el derecho de cobrar impuestos. Lo anterior, dio 

lugar a una agrupación de acreedores, que a su vez, dio origen a la creación de sociedades, 
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cuyo capital estaba constituido por el monto prestado, formándose de esta manera la, 

entonces, denominada Casa di San Giorgio. Esta empresa, posteriormente, se transformó en 

el mencionado Banco di San Giorgio, al haber asumido actividades bancarias lucrativas.
16

  

Durante la misma época, conforme fueron aumentando las expediciones a las Indias, 

también fue aumentando su complejidad, lo que llevó a la especialización de ciertas 

compañías para llevar a cabo los objetivos planteados en aquel entonces. Al lograrse el 

necesario nivel de especialización, los viajes fueron efectuados de manera más eficiente, y 

cada vez fueron surgiendo personas especializadas en este ámbito. De esta forma se logró 

separar los conceptos de inversionistas y administradores, y así obtener una característica 

más de la moderna sociedad anónima: la organización. 

Como bien lo expone Carlos Gilberto Villegas: “… en la sociedad moderna y en las 

grandes corporaciones, esa participación política no se da, ya que los accionistas no 

intervienen mayormente, y se limitan a otorgar poder a los grupos de administradores para 

que los representen en asambleas, y la integración de los órganos sociales de 

administración y fiscalización esta en manos de técnicos que no son titulares de acciones, 

existiendo ya una total separación entre los “dueños” del capital social y quienes 

gobiernan la sociedad.”
17

 

Estas sociedades utilizaban como medio de financiación el aporte de capital 

realizado por los socios privados, y así llevaban a cabo las expediciones, que para un solo 

comerciante era difícil o imposible lograr. Para completar la presente idea, se vuelve a 
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mencionar la Compañía Holandesa de las Indias Orientales, la cual como se dijo, fue creada 

en 1602. Como se indicó de manera breve en la sección anterior, en esta compañía se logró 

distinguir la estructura de una verdadera sociedad anónima, incluyendo la denominación 

social, así como la limitación de responsabilidades de los socios, ya que por primera vez se 

distinguió su riqueza personal del propio aporte en dicha compañía. Lo único en riesgo era 

el monto de la inversión inicial. Por último, ya se podía identificar la libre condición del 

socio, incluida la libertad de transmitir su condición por medio de acciones a terceras 

personas.
18

 

De la misma manera, es importante mencionar como ejemplos adicionales la 

Compañía inglesa de las Indias Orientales, la Compañía danesa de las Indias Orientales, la 

Compañía francesa de las Indias Occidentales y Orientales, y la Real Compañía 

Guipuzcoana de Caracas, entre otras. 

Estas compañías de la Edad Media que se han mencionado ya ostentaban 

personalidad jurídica, la cual estaba estrechamente relacionada con el Estado donde 

operaba la compañía. Tenían, además, la característica de emitir acciones, lo cual permitía 

la liquidación de ganancias, una vez cumplido el fin con el que habían sido suscritas. Como 

diferencia a la actual sociedad anónima, se puede destacar que las asambleas de socios no 

eran celebradas con especificación alguna y carecían de una Junta Directiva clara y 

definida, por lo que muchas veces los accionistas podían verse afectados.  

Para esta época, se puede terminar indicando que como puntos negativos, la 

carencia de una Junta Directiva, y al no existir órganos de control en las compañías, grupos 
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reducidos, pero poderosos se conglomeraban y mediante amenazas lograban obtener 

mayores ganancias. Un gran defecto de éstas era que en su mayoría se trataba de grupos 

oligárquicos, los cuales tenían la mayoría de beneficios de la sociedad. 

 Siguiendo con la evolución jurídica e histórica de las sociedades de accionistas, es 

procedente estudiar el periodo que se ha denominado en la doctrina como el de la 

“Privatización”, en el siglo XVIII.  

Como se ha venido mencionando, era muy común para la época que el Estado 

estaba estrechamente relacionado con las compañías a través de un intervencionismo 

gubernamental, que se basaba en otorgar beneficios a los accionistas que invirtieran 

conjuntamente con los grupos más poderosos de la economía. Por esta razón, cabe afirmar 

que el inicio de las sociedades anónimas fue gracias al Derecho Público, pero dicha 

intervención estatal fue disminuyendo a partir de siglo XVIII, cuando se da un cambio y el 

poder pasa de mayor manera a manos de individuos, y no tanto de parte del Estado. Este 

fenómeno sucedió porque el poder estaba, principalmente, en manos de un grupo reducido 

de personas del que formaban parte los grandes accionistas, lo que dejaba sin poder a los 

pequeños inversionistas.
19

  

Para esta época, la sociedad anónima se hacía cada vez más importante, ya que con 

ella se formaba un capital, y la tendencia liberal de la época estaba caracterizada por el afán 

de generar riqueza propia. La meta era cada vez más lograr la separación de las sociedades 

de accionistas del Estado, lo cual sufrió un gran adelanto con la promulgación del Código 
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de Comercio Francés en el año 1807.  

El desarrollo de la figura de la sociedad anónima hacia la moderna caracterización 

conocida actualmente, inició a partir de la Revolución Francesa bajo la presión de los 

postulados del capitalismo liberal. En el Código Napoleónico, se vislumbra un gran cambio 

en el nacimiento de la figura, ya que no surge por la autorización de la Corona, sino por la 

voluntad de los socios; sin embargo, el Estado se reservaba el derecho de la aprobación 

previa para su funcionamiento. En Europa Continental podía distinguirse una simetría en el 

desarrollo de la sociedad anónima como figura base del capitalismo liberal vivido en esa 

época. Ya no solo en Inglaterra y Francia se vivía el auge de las sociedad, sino que, en otros 

países como España, Italia y Alemania, se estaba dando el mismo fenómeno.
20

  

Con la entrada en vigencia del mencionado código, se permitió libremente a 

individuos la creación de sociedades anónimas, adhiriéndose a ciertas reglas y requisitos 

fijados en el cuerpo de la norma mencionada. Gracias a la Revolución Francesa ingresó el 

capitalismo liberal, en la cual no era función de los Estados la creación de sociedades de 

accionistas, sino que individuos podían libremente asociarse con fines de lucro, una vez 

cumplidas las exigencias de la ley, y que el Estado debía aprobar. 

Para esta época y en el contexto de la Revolución Industrial, la economía sufrió 

grandes modificaciones. Lo que anteriormente fuera el trabajo manual, fue cambiando ante 

la aparición de la industria y manufactura. Con estos cambio, se da un rápido crecimiento 

del comercio, viéndose todo en conjunto beneficiado por la mejora en el transporte, aunado 

                                                           
20

 Antonia Chayes , The Modern Corporation and Rule of Law in Manson: The Corporation of Modern 

Society (Cambridge: 1961), 52. 

  



 

 

17 

 

a la creación del ferrocarril.  

Gracias a la expansión del comercio, a pequeños pasos la sociedad anónima se fue 

liberando de su ligamen con el Estado. El desarrollo del capitalismo que tiene como base la 

empresa y el comercio privado, así como el principio de la libertad de contratación necesitó 

la actualización de las sociedades de carácter público en sociedades de accionistas privadas, 

creadas por la propia voluntad de los socios. 
21

 

El cambio más importante que sufrieron las sociedades anónimas para esta época lo 

expone de manera específica el señor Jesús Rubio Martínez, de la siguiente manera: 

“Frente a un Estado mercantilista matriz de las compañías de los siglos XVII y XVIII que 

busca internamente la unificación y compactación económica y de cara al exterior el 

empleo de las fuerzas financieras nacionales como instrumento de supremacía 

internacional, el nuevo estado liberal concibe a la riqueza no al servicio del Estado, sino 

en función del individuo y, en consecuencia, a la intervención pública en el campo 

societario, ya no tiene por objetivo utilizar las compañías como instrumento de poder 

estatal, sino tratar de velar por el interés general y la seguridad ciudadana, previniendo 

eventuales fraudes y engaños.”
22

 

 Siguiendo con el presente estudio, durante el siglo XIX, con el aumento del 

pensamiento liberal, y la opción de crear de manera privada sociedades de accionistas que 

cumplieran con lo establecido en la ley, se reforzó aún más esta figura en el ámbito privado. 

Para el año 1867, se creó en Francia una ley que autorizó la formación de sociedades 
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anónimas, sin necesidad de una aprobación estatal. Para este entonces, se determinó que 

solo era necesario poseer una serie de normas para el correcto funcionamiento de la 

sociedad, y que no era requisito obtener una autorización estatal. Esta etapa es comúnmente 

denominada en la doctrina como el Sistema de Reglamentación de la Disposiciones 

Normativas. 

 Lo anterior, lo define Felipe De Sola Cañizares de la siguiente manera: “La 

sociedad anónima continental definida con los caracteres actuales, en el Código de 

Comercio francés de 1807, y que tomó formas definitivas con la ley francesa de 1867, fue 

creada en otros países europeos y latinoamericanos bajo principios semejantes. Así, en 

Alemania en 1870, en Bélgica, 1873, en Brasil, 1882, en Italia, 1882, en México, 1888, etc. 

El capitalismo moderno pudo utilizar en esos países una nueva forma jurídica de empresas 

que fue el resultado de la yuxtaposición de elementos modernos: las antiguas compañías 

aportaron las dos ideas fundamentales, limitación de la responsabilidad de sus miembros a 

sus aportaciones y títulos negociables. A su vez, el Derecho Civil aportó el contenido de la 

nueva forma social, encuadrándola dentro de la noción contractual; las necesidades y las 

ideas de la época aportaron los conceptos de libertad y organización democrática.”
23

 

Debido al Sistema de Reglamentación de la Disposiciones Normativas, fueron 

apareciendo problemas y errores causados por el abuso de los accionistas en el momento de 

constitución de la sociedad. El abuso se generaba en el instante de determinar las políticas 

que se seguirían dentro de los estatutos. Para este entonces, lo que se había promovido con 

el fin de generar riqueza, estaba causando problemas debido al afán de algunas personas de 
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ocultar el patrimonio a sus acreedores; el sistema estaba fracasando.  

Con la libertad de regulaciones, el mayor problema que se dio fue la difusión de 

acciones al portador, para ocultar el capital y evadir el pago de impuestos. Aunado a esto, la 

libertad de los aportes propulsó que estos se alteraran o incluso inventaran, sin ningún 

control de verificación, llevando, en algunos casos, a la inexistencia de capital. Además, al 

existir la posibilidad de que la sociedad no fuera administrada por una Junta Directiva 

capacitada, la posibilidad de abusos por parte de socios mayoritarios siempre estaba 

latente.
24

 

Es, en ese entonces, que el Estado se vio nuevamente obligado a regular ciertos 

aspectos de las sociedades anónimas, especialmente, en temas de la organización. El primer 

paso que se tomó fue la eliminación de acciones al portador, para así evitar que se ocultara 

el capital y el fraude de acreedores. Como segundo paso, se estableció que la Junta 

Directiva debía brindar informes a los accionistas, fortaleciendo de esta manera el control 

sobre los administradores.  

La doctrina señala que a pesar de las nuevas regulaciones introducidas, el daño 

había sido producido para ese entonces. El hecho de no tener regulaciones estatales sobre 

las sociedades anónimas generó cierto ambiente de desconfianza en los sectores 

económicos, y en Europa Continental. Esta figura organizativa dejó de tener el auge y 

reputación que venía presentando.
25

  

Sin embargo, a diferencia de lo que ocurría en Europa, la sociedad anónima tuvo 
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cierto nivel de protagonismo en el nuevo continente, esencialmente en Estados Unidos de 

Norteamérica. Así, en Estados Unidos proliferaron las solicitudes de constitución de 

sociedades anónimas hasta tal punto que los Estados debieron simplificar e proceso de 

perfeccionamiento de éstas hasta lo que se conoce como la liberalización de las sociedades 

anónimas.  

El incremento y desarrollo de las sociedades anónimas que se vivió en Estados 

Unidos, constituidas bajo el modelo capitalista liberal catalogó a esta figura como la 

manera por excelencia de organizar un negocio. Debido al gran auge de la sociedad de 

accionistas, éstas se han convertido en un instrumento extraordinario para el desarrollo 

económico de los países, y hasta se ha podido afirmar que el desarrollo económico de 

Occidente está basado en dichas figuras organizativas. Para finales del siglo XIX e inicios 

del siglo XX, se pudo lograr el gran crecimiento de la sociedad anónima al ser una 

asociación con el objetivo de la acumulación de capitales, motivada por capitalismo 

moderno.
26

 

 En la etapa siguiente de la evolución, es que estas sociedades anónimas se 

transformarían en la figura que se conoce en la actualidad. 

 

B. Evolución hacia la figura jurídica moderna 

El último paso de la evolución hacia la figura moderna se encuentra en la ley 

alemana de 1937. Esta legislación alemana a principios de siglo XX introduce a la figura de 
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las sociedades anónimas un punto clave para su mejoramiento y adecuación a los 

constantes cambios en el modelo económico de la época. Por primera vez se incorpora a las 

compañías el concepto jurídico del órgano, noción que vino a cambiar de manera definitiva 

y trascendental la administración, el control, y la fiscalización de las sociedades anónimas.  

Carlos Villegas explica la idea anterior de la siguiente manera: “Esta ley tiende 

fundamentalmente a independizar y fortalecer los órganos de control y a proteger los 

intereses de las minorías. Crea un órgano de control independiente designado por la 

asamblea y que a su vez designa a los administradores. La administración, (Vorstand), 

elegida por el consejo de vigilancia (Aufsichstart), que es elegido por la asamblea 

(Hauptversammlung). El Vorstand dura cinco años como máximo en el cargo y viene a ser 

un empleado de la sociedad.”
27

 

Le mencionada ley alemana fue la base para la ley francesa de 1966, con la 

introducción de las figuras de administración y vigilancia en las sociedades de accionistas, 

la cual fue una obra importante de varios juristas franceses y que conllevó muchos años 

para su perfeccionamiento.  

Con los cambios que surgían en esta época, muchos países europeos fueron 

adoptando las regulaciones introducidas con las leyes mencionadas anteriormente. Estos 

países fueron implantando las teorías en las cuales el organismo de control era designado 

por la asamblea, y únicamente, podía estar compuesto por accionistas. Este cuerpo elegía, a 

su vez, el consejo de administración, separando totalmente las funciones de cada órgano. 

Los cambios introducidos por la legislación germánica revolucionaron los conceptos que se 
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tenían en la época, ya que el organismo de control pasó a ser la representación de la 

asamblea que no solo elige a los miembros de la Junta Directiva, sino que además, tienen 

funciones para proponer destitución.  Ello implica un cambio fundamental, ya que el 

organismo de control, pasa a ser el cuerpo que en representación de la asamblea no solo 

designa a los directores o miembros del consejo de administración, sino que también, 

propone la destitución de ellos, además del control que por sí mismos,  por peritos o 

expertos, realicen con toda amplitud. 
28

 

Actualmente, la sociedad anónima es la figura jurídica que adopta la gran empresa 

comercial; es una entidad económica y social que alcanza todas los aspectos de nuestra 

vida. En el último siglo, el comercio y la industria en forma de sociedades anónimas se ha 

desplazado de la periferia al mismo centro de nuestra existencia económica y social. Los 

hechos mencionados en la presente sección son los que han propiciado los avances y 

evolución de la sociedad anónima del siglo XIX, hasta convertirse en la figura que, 

actualmente, se puede ver en la mayoría de países. Además de los mencionados, otros 

ejemplos de evolución lo son el desarrollo de la suscripción de acciones preferentes y la 

creación de acciones de voto múltiple. 

Sobre la proliferación de las sociedades anónimas desarrolladas, Carlos Villegas 

agrega:  “El poder de las sociedades anónimas se debió fundamentalmente al proceso de 

concentración de sociedades ocurrido desde fines de siglo XIX y especialmente en el siglo 

XX. Esas grandes corporaciones acentúan su influencia en el mundo, con posterioridad a 

la Segunda Guerra Mundial. En los países denominados periféricos, la influencia de estos 

                                                           
28

 Ibídem, 153. 



 

 

23 

 

grupos económicos financieros internacionales es extraordinaria. Ellos penetran por 

medio de sucursales y filiales, que son sociedades jurídicamente autónomas presuntamente 

nacionales.”
29

 

La figura actual de la sociedad anónima se ha caracterizado como la base jurídica de 

la mayoría de empresas o negocios actuales. Al igual que otros tipos de sociedades 

comerciales, la presente pasó a formar parte de las posibles metodologías jurídicas para 

formar la empresa. 

La sociedad anónima, en la actualidad, no es el único instrumento jurídico que 

puede adaptarse a la empresa, sin embargo, es el modelo más adoptado por las grandes 

corporaciones, ya que desde su nacimiento hasta el día de hoy ha demostrado ser el mas 

favorable y práctico para los interés económico de los accionistas. Esta figura ha sido el 

mejor medio para llevar el manejo y dirección del negocio, y crear y organizar los derechos 

de cada individuo que haya aportado capital social. Además, la sociedad anónima es la 

única que cumple con el propósito o la necesidad, de incorporar gran cantidad de 

accionistas que aportan capital bajo los requisitos y funciones de este tipo de compañías. 

Esto para efectos de los mercados de grandes capitales que enfrentamos, en la actualidad, 

ha sido de vital importancia. 

Llegando a este punto, y habiendo estudiado a grandes rasgos la evolución paulatina 

de la figura aquí en cuestión, se debe destacar la naturaleza cambiante del derecho 

comercial, y como se ha visto, éste se adapta a las necesidades comerciales y exigencias de 

cada época. Al ser hoy en día la sociedad por acciones una figura del derecho privado o 
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comercial, se puede decir que al igual que el derecho ha tenido que acomodarse  y 

desarrollarse, según las necesidades de los individuos en el ámbito económico. Esta 

herramienta ha sido la clave para las necesidades comerciales de la actualidad. 

Gracias a cada una de las etapas y dificultades que han sido estudiadas en la 

presente sección, es que la sociedad anónima cumple la función que tiene, actualmente, en 

materia de comercio y producción. Las sociedades comerciales, incluyendo la sociedad de 

accionistas, es hoy quizá la figura más importante dentro de la economía global. 

 

C. Evolución de la Sociedad Anónima en Costa Rica 

La evolución histórica de la sociedad anónima ha sido extensa y difícil durante el 

transcurso de los siglos, tal como se indicó a grandes rasgos en las páginas anteriores, sin 

embargo, para los efectos de la presente investigación, es de suma importancia el análisis 

de su evolución, específicamente, en Costa Rica. 

Según la doctrina, los primeros vestigios de la sociedad anónima en Costa Rica se 

dieron con las Ordenanzas de Bilbao de 1737, las cuales regulaban el tema de las 

compañías en nuestro país. A esto, el profesor Jorge Sáenz agrega: “Durante los últimos 

años de la dominación española, el principal texto que reguló la materia mercantil en 

Costa Rica fue el de las ordenanzas de Bilbao de 1737, que se hicieron extensivas en 1773 

al Reino de Guatemala, donde se creó un Consulado de Comercio que ejercía la 

jurisdicción en materia mercantil. Esta legislación regulaba, entre otros temas el 

funcionamiento del Consulado, la actividad de los mercaderes y las compañías, los 



 

 

25 

 

contratos y documentos mercantiles, la quiebra y el comercio marítimo, y se inspiraba en 

diversas ordenanzas del Consulado de Bilbao y otros Consulados españoles, normas de 

Derecho regio y algunas leyes francesas. Respondía a la corriente subjetiva, ya que veía al 

Derecho mercantil como un ordenamiento exclusivo para los comerciantes.”
30

 Esta 

normativa contenía ciertos requisitos innovadores en su momento, como lo era que la 

constitución de las sociedades generales se hiciera ante un escribano, quien entregaba el 

testimonio al archivo del Consulado. 

Para el año 1841, la jurisdicción del Consulado de Guatemala había sido suprimida, 

y en material mercantil fue introducido el Código General de 1841, que en el ámbito 

mercantil dejó un vacío normativo.  

No fue hasta el año de 1853, que Costa Rica tendría nuevamente legislación 

mercantil, con la entrada en vigor del Código de Comercio, que fuera en su momento el 

primero en Costa Rica. Esta nueva legislación solidificó la materia comercial en el derecho 

costarricense. Sin embargo, su vida útil no fue la óptima, ya que rápidamente empezó a 

sufrir una serie de derogatorias importantes, debido a que los legisladores de la época 

decidieron optar por la emisión de normas especiales, en vez, de realizar una reforma 

sustancial para adaptarlo al estilo de vida del momento. Entre las normas especiales que se 

emitieron figuran las leyes de quiebras, registro mercantil, contabilidad mercantil, 

sociedades comerciales, cuenta corriente y cheque, sistema bancario nacional, venta de 

establecimientos mercantiles, código de trabajo y otras.
31
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Posteriormente, y de acuerdo con lo mencionado, fue promulgada el día 24 de 

noviembre de 1909, la Ley de Sociedades Mercantiles, que marcó un punto importante en 

la historia de las sociedades anónimas en Costa Rica, ya que con ésta se replanteó y 

reglamentó el funcionamiento y registro de sociedades en nuestro país. La entrada en 

vigencia de esta ley derogó lo correspondiente a sociedades comerciales que estaba 

contenido en el Código de Comercio de 1853.  

Años después, en la época de codificación costarricense se aprobó el día 4 de agosto 

de 1961 el Código de Comercio plagado de errores de numeración e imprenta. Como lo 

dice el profesor Sáenz, el código mayormente basado en diversas legislaciones mercantiles, 

principalmente, del Código de Comercio hondureño de 1950 y doctrina de numerosos 

especialistas, fue sometido a la Asamblea Legislativa en 1958, “(…) pero ésta le introdujo 

una serie de modificaciones poco felices e incluso cambió el orden numérico sin hacer una 

adecuada revisión, por lo que el texto resultante, aprobado en 1961 estuvo plagado de 

errores. Para peores, la publicación incurrió en un crecido número de errores de 

imprenta, debido a la deficiente corrección de pruebas.” 
32

 

A partir de ese momento, se comenzó la tarea de modificar el deficiente Código de 

Comercio de 1961, y a partir de éste, en el año 1964 se promulgó el actual Código de 

Comercio, en el cual las sociedades anónimas son reguladas por los artículos 102 – 225, los 

cuales incluyen normativa relacionada a los órganos de administración, vigilancia, 

asamblea de socios, requisitos y registro, todos temas de gran importancia en el extenso 

proceso de evolución. 
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A raíz de toda la situación mercantil vivida en Costa Rica, no fue hasta la segunda 

mitad del siglo XX que la sociedad anónima comenzó a ser utilizada ampliamente por las 

empresas costarricenses. Este último paso se debe a las nuevas tendencias comerciales que 

fueron surgiendo en la mencionada época. 

 

SECCION II. Generalidades y Órganos de la Sociedad Anónima 

 

A. Concepto doctrinal, naturaleza jurídica y caracterización 

 

i. Conceptualización 

 Para iniciar la presente sección, lo primordial es hacer la advertencia que en 

legislación costarricense no se define o conceptualiza a la sociedad anónima. A pesar de 

ello, el Código de Comercio brinda características suficientes para que se pueda elaborar un 

concepto a partir de éstas. Recopilando información contenida en los artículos números 

ciento dos, ciento tres y ciento ochenta y uno de nuestro Código de Comercio, se puede 

resumir la Sociedad Anónima como: “Aquella Sociedad Mercantil con denominación libre, 

administrada por un consejo de administración, cuyo capital social se divide en acciones 

suscritas y pagadas por sus socios, y cuya responsabilidad se limita al pago de sus 

aportes.”
33
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 Dentro de las  definiciones doctrinarias se puede mencionar las siguientes, hasta 

llegar a la definición que se considera adecuada. 

Brunetti define la sociedad anónima como: “una asociación de personas que 

teniendo personalidad propia, actúan en su propio nombre para un determinado fin 

económico, cuya estructura capitalista colectivista es proporcionada por un capital de 

base, estatutariamente determinado, y dividido en acciones, formado por las aportaciones 

de los suscriptores que después de haber desembolsado el importe suscrito, no están 

obligados a ulteriores suscripciones.”
34

 

Por la misma línea, El señor Joaquín Rodríguez la define como: “(...) es una 

sociedad mercantil con denominación, de capital fundacional dividido en acciones, cuyos 

socios limitan su responsabilidad al pago de las mismas”
35

 

En un sentido similar, Garrigues la define como: (...) aquella sociedad capitalista, 

que teniendo un capital social propio dividido en acciones, funciona bajo el principio de la 

responsabilidad de los socios por las deudas sociales.”
36

 

Para el autor Raúl Sandoval, la definición correcta es: “es un tipo de sociedad cuyo 

capital se encuentra dividido en acciones y en la cual únicamente su patrimonio responde 

del cumplimiento de las deudas sociales.”
37

 

Ahora bien, es de gran importancia analizar la conceptualización que le han 
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brindado varias legislaciones a las Sociedades Anónimas, para finalmente lograr formar un 

concepto que contenga todas las formalidades necesarias. 

 En la legislación chilena, el artículo número primero de la Ley Número 18.046, 

denominada Ley Sobre Sociedades Anónimas, la define como: “es una persona jurídica, 

formada por la reunión de un fondo común, suministrado por accionistas responsables sólo 

por sus respectivos aportes y administrada por un directorio integrado por miembros 

esencialmente revocables. La sociedad anónima es siempre mercantil, aún cuando se forme 

para la realización de negocios de carácter civil.”
38

 

El concepto que brinda la ley mencionada es completo al mencionar su personalidad 

jurídica, y que su voluntad se manifiesta a través del órganos de administración, quienes, a 

su vez, son revocables, y que no funcionan como apoderados de los accionistas. Se entiende 

de la definición que la función que cumple el órgano administrativo es una representación 

ex lege, en la cual las facultades que ostentan son otorgadas por la normativa vigente.  

Ahora bien, el lunar en la anterior definición podría ser que se omite hacer 

referencia a la división de los socios mediante acciones. Además, es muy general el indicar 

que los accionistas son únicamente responsables de sus propios aportes, en vez de detallar 

que no responden con su patrimonio personal por las cargas sociales que pueda tener la 

sociedad anónima. Más adelante esto es definido en la ley, sin embargo, parece importante 

su inclusión en la definición de la figura.  

Continuando con la búsqueda de la definición adecuada, se encuentra con la 
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brindada en la legislación española, específicamente, en el artículo primero de la Ley 

número 1/2010 de Sociedades de Capital, la cual muy brevemente define a la figura en 

cuestión como: “Son sociedades de capital la sociedad de responsabilidad limitada, la 

sociedad anónima y la sociedad comanditaria por acciones. (…) En la sociedad anónima 

el capital, que estará dividido en acciones, se integrará por las aportaciones de todos los 

socios, quienes no responderán personalmente de las deudas sociales.”
39

 A diferencia de la 

definición chilena, ésta es precisa en afirmar que el capital social está formado y dividido 

en acciones, y es específica en mencionar que los socios no deben responder con su 

patrimonio personal por las deudas de la sociedad.  

Para el autor Sandoval, estas legislaciones fundamentaron sus conceptos en una ley 

francesa de 1966, la cual comprendía la mayoría de términos comprendidos en estas 

definiciones. “Tanto la definición de la ley chilena como la de la española se inspiraron en 

el artículo setenta y ocho de la Ley Francesa número 66-537, del 24 de julio de 1966, 

sobre Sociedades Comerciales, que decía: En la sociedad anónima el capital está dividido 

en acciones y está constituida por asociados que no soportan las pérdidas sino hasta la 

concurrencia de sus aportes.”
40

 

 Una vez estudiados los principales conceptos doctrinales y legislativos sobre la 

sociedad anónima es acertado poder finalmente denominarla para efectos del presente 

como: 

Aquella herramienta jurídica de capital, cuya gestión se lleva a cabo bajo una 
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denominación social, y que su capital social se divide en acciones. El capital 

social resulta independiente del patrimonio económico y personal de los 

accionistas, por lo que los mismos solo son responsables por sus aportes, y no 

deben responder por las deudas de la sociedad.  

Se puede concluir agregando que, actualmente, las características 

trascendentales que deben mencionarse en la definición y conceptualización de la 

sociedad anónima lo son la i) independencia de capitales, y ii) la limitación de 

responsabilidades. 

 

ii. Naturaleza Jurídica y Caracterización 

Para efectos de determinar la naturaleza jurídica de la sociedad anónima, se debe 

entender la palabra sociedad, en su sentido estricto, como un sujeto de derecho, y no en su 

sentido amplio como una agrupación en la cual cada individuo tiene intereses mixtos. Para 

estos efectos, la agrupación debe entenderse como un conjunto de socios con un nexo y fin 

de lucro en común.  

Como se ha venido mencionando, la sociedad anónima tiene la característica 

esencial de realizar una actividad económica en común, diferente a los fines individuales de 

cada accionista, propia de su naturaleza jurídica, donde estos más bien participan 

conjuntamente con sus pérdidas y ganancias que pueda generar la actividad común, 

producida a través del patrimonio conformado por los varios aportes de capital realizado en 

la sociedad anónima. Más adelante se explicará de manera amplia la importante distinción 
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que se debe hacer entre el capital social y el patrimonio. Es claro además, que dentro de su 

naturaleza jurídica, la sociedad anónima tiene no solo un negocio entre las personas, sino 

que debe entenderse que existe un negocio en común, accesible a terceros, bajo un nombre 

colectivo. 

Ahora bien, entrando un poco más en detalle sobre los las características esenciales 

mencionadas anteriormente, se puede empezar por mencionar que este interés común de los 

accionistas se trata de un fin simultáneo, que es incentivado por cada uno de manera 

conjunta. Este objetivo de cada una de las partes se une y forma, para poder llevar a cabo el 

objetivo que todos pretenden. Este interés común de los socios es regido por lo estatutos, en 

el momento de la constitución de la sociedad anónima, y con el pasar del tiempo podrán 

sufrir modificaciones, pero su prevalencia siempre será guiada por la voluntad en común 

que existía en un inicio. 

Ahora bien, siguiendo con la idea, ha existido a través del tiempo doctrina que se 

contradice en cuanto al origen contractual o no de la sociedad, pero su origen de negocio 

hace prácticamente imposible negar que efectivamente la figura jurídica en cuestión tenga 

este carácter de contrato entre las partes. 

Si bien, se puede afirmar que se trata de un contrato, se debe hacer la aclaración de 

que el contrato de sociedad se trata de una figura especial dentro de la materia en cuestión, 

ya que presenta algunas características propias, y como se ha visto, necesarias para la 

constitución de ésta. Como diferencias se puede indicar las que denota Garrigues: 

a) Mientras que en el contrato bilateral el contenido de la prestación es lo que 
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caracteriza cada tipo de contrato, la clase y el contenido de la prestación es 

indiferente en el contrato de sociedad; 

b) En el contrato de sociedad no hay contraprestaciones porque el acreedor de la 

prestación no es el consocio, sino la sociedad y la ganancia es producto del 

negocio y no equivalente a la prestación;  

c) Por la misma razón, las prestaciones no ingresan en el patrimonio de los otros 

contratantes, sino en el fondo social;  

d) Las prestaciones no necesitan ser equivalentes, puesto que no están motivadas por 

una contraprestación, sino por la consecución del fin común.  

e) Los contratos bilaterales representan una oposición, mientras el contrato de 

sociedad representa una comunidad de intereses
41 

 

Si bien es cierto, la explicación de Garrigues es acertada, se considera que podría 

resumirse a dos diferencias o características esenciales que tiene el contrato de sociedad 

anónima, las cuales serían: a) el fin común de obtención de lucro y división de ganancias, y 

no una contraprestación; y b) la presencia de cláusulas o en este caso estatutos que permiten 

la organización contractual. 

Siguiendo con el tema contractual, es de suma importancia mencionar que para 

efectos actuales, en legislaciones como la de España se ha aceptado la creación de 

sociedades unipersonales, por lo que el carácter de contrato de la sociedad anónima 

perdería, en esos caso, la similitud o la equivalencia a un contrato social. A esto se ha 

referido De Solá Cañizares, quien menciona: “España admite la sociedad anónima de un 
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solo socio, y la sociedad de responsabilidad limitada unipersonal es receptada en 

Alemania, Suiza, Austria, Liechtenstein, siendo lícitas en el derecho inglés para las public 

y las private company.”
42

 El caso costarricense debe seguir estudiándose como un caso 

contractual al no existir la posibilidad de constitución de una sociedad anónima 

unipersonal. Sin embargo, es importante mencionar que el artículo doscientos dos del 

Código de Comercio hace mención sobre la posibilidad de quedarse la compañía con un 

único accionista, pero se debe interpretar que esto no opera en el momento de su 

constitución. 

Para finalizar, Garrigues aclara sobre la distinción entre los intereses comunes de los 

socios, y el fin común de los socios, ya que estos términos tienden a confundirse. En 

general, en materia contractual cada parte tiene un fin propuesto, que no coincide la de una 

con la otra. En cambio, en el contrato de sociedad tiene una finalidad unitaria, en la cual 

todos los contratantes tienen el mismo interés. La sociedad se caracteriza, por lo tanto, por 

el propósito común de lucrar, pero la separación de intereses de los socios comienza a partir 

de la repartición de dividendos. 

Al presente estudio, Garrigues añade que para que la sociedad anónima pueda surgir 

y de manera válida, debe cumplir con cuatro requisitos esenciales que se describen como: el 

consentimiento, el objeto, los aportes de los socios y el fin de lucro. 

Iniciando por el consentimiento, se ha dicho que éste debe ser entendido como cada 

una de las voluntades de los socios, expresado por las partes de manera individual, y que 
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sumadas forman un conglomerado de voluntad común. Las faltas de consentimiento que 

afecten la voluntad de una de las partes no repercute en la relación con los demás 

participantes, y únicamente, perjudica a la parte no acorde.  

En palabras de Guillermo Cabanellas, el consentimiento es la declaración o 

exteriorización de voluntad unilateral que realiza cada socio contratante, y que la unión de 

dichas voluntades crea la declaración de voluntad común. El carácter plurilateral del 

contrato no hace, sino aumentar el número de declaraciones de voluntad exigidas, en 

función del número de partes. No obstante, este carácter repercute sobre ciertos aspectos 

del consentimiento contractual. Primero, los vicios del consentimiento que afecten a uno de 

los contratantes solo inciden sobre el vínculo de tal contratante, manteniéndose el contrato 

entre las restantes partes en vigor, en tanto la participación o la prestación del excluido no 

sea considerada esencial.
43

  

Por lo mencionado anteriormente, se concluye que es esencial que conste, entonces, 

en el acto constitutivo la voluntad de cada una de las partes contratantes. Para ello, es 

primordial que los socios deban tener plena capacidad jurídica y de actuar en el momento 

de perfeccionarse la constitución. El perfeccionamiento mencionado se generará cuando 

cada una de las partes capaces exprese su consentimiento. Brevemente, se puede agregar 

que el profesor Víctor Pérez ha definido la capacidad como: “(…) el momento de la 

relevancia de la figura subjetiva, el momento en el cual viene reconocida al sujeto la 

posibilidad genérica y abstracta de ser destinatario de todos los efectos predispuestos por 

las normas del ordenamiento jurídico. La capacidad de actuar, en cambio, se refiere a un 
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momento diverso de la subjetividad: el momento de su eficacia.”
44

   

Siguiendo, es importante adicionar, que además del consentimiento, la constitución 

no puede darse sin aportaciones ni objeto, porque en tal caso no existiría obligación alguna 

de los socios, y no habría un límite y división en las transacciones y repartición de 

dividendos.  Tampoco es posible el perfeccionamiento en la ausencia de su objeto social, 

pues nunca se alcanzaría el propósito seguido, y se trataría de una figura vacía.  

Una vez comprobado el consentimiento de las partes, el siguiente requisito que se 

analizará es el objeto social que llevará la sociedad que se constituye ya que éste, a su vez, 

va a servir como límite de sus funciones. El fin de la entidad puede variar, según los 

intereses de la apartes contratantes, sin embargo, el cuidado que se debe tener en este punto 

es determinar si alguna prestación pueda caer en hecho ilícitos, o bien, imposible de llevar a 

cabo, ya sea jurídica o materialmente.  

Nuevamente, hay que remitirse a las palabras de Cabanellas para explicar el 

presente concepto, quien ha sido claro en establecer que: “El objeto de un contrato, son las 

prestaciones de dar, hacer, o no hacer que, constituyen a su vez, objeto de las obligaciones 

emergentes del correspondiente contrato. El objeto del contrato de sociedad, entendido 

como las prestaciones previstas en tal contrato, se centran en la sociedad como contrato. 

Por el contrario, el objeto en la sociedad como ente u organización está destinado a regir 

la actividad de la sociedad con posterioridad a tal contrato, en cuanto ente u 

organización”. 
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Por lo anterior, el objeto es la guía de la actividad comercial de la sociedad, así 

como los límites que ésta se compromete a cumplir. Esta característica realiza la finalidad 

de designarle una categoría a los actos que se dedicará la organización. Es el acuerdo de 

voluntades de los socios, o bien, el consentimiento que tiene como propósito la creación, 

transmisión, modificación y extinción de derechos y obligaciones en el contrato de 

sociedad. Este consentimiento debe ser dado por una persona capaz y no debe de estar 

viciado. 

Para llevar a cabo su objeto social, los contratantes tendrán que financiar al la 

sociedad, o bien, en otras palabras, aportar un capital social para el cumplimiento de sus 

fines sociales. Este necesario aporte puede ser una obligación de dar, o bien, una obligación 

de hacer. En el primer caso, las partes se podrían comprometer a entregar una prestación 

dineraria, o a la entrega de bienes muebles o inmuebles que tenga un especial valor para la 

sociedad; en el segundo caso, el socio se compromete a realizar algún tipo de aporte 

intelectual, de trabajo, de mano de obra u otra que no necesariamente deba ser entregando 

un bien en específico. 

Por último, se debe definir el fin de lucro que debe llevar implícita la sociedad, lo 

cual se puede referir como el objeto conjunto de obtener un beneficio económico con la 

persecución del objeto social de la sociedad.  

Con el cumplimiento de los aspectos mencionados en la presente sección, se puede 

decir que nace la figura jurídica de la sociedad anónima, la cual una vez constituida e 

inscrita en el registro nacional goza de personalidad jurídica, tema que será abordado a 

continuación. 
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iii. Personalidad Jurídica 

La personalidad jurídica de las sociedades anónimas es el elemento que le brinda a 

estas entidades la capacidad de contraer obligaciones y ser titulares de derechos. La 

doctrina no ha sido del todo uniforme para determinar los conceptos o formas de 

adquisición de personalidad jurídica en el derecho comparado, sin embargo, Carlos 

Villegas hace un buen aporte de los principales aspectos de estos. 

Primero, el Código Civil Italiano (Codice Civile) mediante reforma realizada en el 

año dos mil, determina que las sociedades comerciales tendrán personalidad jurídica, en el 

momento de su inscripción en el Registro Nacional de ese país. Anterior a la reforma 

mencionada, la personalidad jurídica no se obtenía si no hasta que el Presidente de la 

República lo determinara así mediante Decreto.
45

 

 Por su lado, el Código de Comercio Colombiano, en su artículo noventa y ocho, 

establece que una sociedad, una vez constituida legalmente, forma una persona jurídica 

distinta de los socios individualmente considerados.
46

 

En Perú, la Ley General de Sociedades de Perú, número veintiséis mil ochocientos 

ochenta y siete, establece que la sociedad adquiere personalidad jurídica desde su 

inscripción en el Registro y la mantiene hasta que se inscribe su extinción.
47

 

                                                           
45

 Codice Civile Italiano, consultado el día 4 de febrero del 2015, 

http://www.jus.unitn.it/cardozo/obiter_dictum/codciv/Lib1.htm, Titilo II, Capo I, Art. 12. Articolo abrogato 

dal D.P.R. 10 febbraio 2000, n. 361. 
46

 Código de Comercio de Colombia, consultado el día 4 de febrero del 2015, 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41102, Artículo 98. 
47

 Ley General de Sociedades de Perú. Ley 26887, consultada el día 4 de febrero del 2015, 

www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_per_leysociedades.doc, Artículo 6. 



 

 

39 

 

Finalmente, en España, la Ley de Sociedades de Capital del año dos mil diez, 

establece que con la inscripción la sociedad adquirirá la personalidad jurídica que 

corresponda al tipo social elegido.
48

 

Por nuestra parte, en Costa Rica, el Código de Comercio, en su artículo veinte, 

establece que las sociedades inscritas en el Registro Mercantil tendrán personalidad 

jurídica.  

Ahora bien, ampliando la definición, podría indicarse que la personalidad jurídica es 

la que le otorga la condición a la persona jurídica, de ser susceptible de adquirir derechos y 

contraer obligaciones, a través de su propia organización, es decir, es una entidad con 

derechos y obligaciones propios de la figura, sin que se vean afectados los derechos y 

obligaciones de los propios accionistas. Es una creación del derecho en la realidad social, 

para brindarle la condición de persona propia a la sociedad anónima, con capacidad 

suficiente para adquirir, como se mencionó, derechos y obligaciones. 

El autor Carlos Villegas indica que: “Tal atribución implica la posibilidad de que el 

ente sociedad pueda actuar con individualidad en las relaciones derivadas del tráfico 

mercantil y también en las relaciones internas; que tenga capacidad para contratar y 

desempeñarse como un comerciante, con autonomía patrimonial y separación de 

responsabilidad.”
49

 

En palabras de Hugo Richard y Manuel Muiño, esta personería jurídica, es medio 

técnico-legal, para la simplificación de las relaciones jurídicas entre estos sujetos de 
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derecho, permitido a través de la ley.
50

  

Por último, hay que mencionar que la personalidad jurídica se trata de una ficción, 

una noción artificial creada por el derecho, que representa un conjunto de obligaciones, 

responsabilidades y derechos subjetivos contenidos en la normas jurídicas. Una vez 

comprendido esto, se puede concluir que la capacidad de las personas jurídicas nace de la 

ley, igual que en el caso de las personas físicas, pero con la distinción entre ambas. La 

existencia de una sociedad comercial como sujeto de derecho trae consigo un grupo de 

accionistas que han decidido actuar conjuntamente, pero en unidad como figura de derecho. 

Debido a esta particularidad se produce la combinación de bienes, individuos y actividades 

comerciales, que componen la sociedad anónima. 

Para concluir con la presente sección, se puede resumir que la personalidad jurídica 

le otorga ciertas potestades, que ninguna otra figura posee, entre ellas: a) la condición de 

sujeto de derecho, con plena capacidad para adquirir, transmitir y obligarse; b) la 

separación de las responsabilidades de los socios y la sociedad; y c) autonomía patrimonial, 

titular de bienes propios, separado al de los accionistas, aunque fueran aportados por ellos 

mismos. A esto, la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia agrega los siguiente: 

“La persona jurídica es la personificación de ciertas organizaciones para 

acentuar y potenciar la independencia a las cuales se les reconoce u otorga 

respeto de sus representantes y socios. Se consideran con capacidad jurídica y 

de obrar más o menos limitada y con un patrimonio separado. Dentro de las 
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características fundamentales se encuentran las siguientes: 1) propia e 

independiente capacidad jurídica y de obrar. Las personas jurídicas pueden 

adquirir y poseer bienes de todas clases y ejercitar acciones; 2) la persona 

jurídica a diferencia de la física tiene una estructura artificial. Necesita 

valerse de personas físicas para desarrollar la actividad propia de la empresa 

la cual constituye su objeto y así poder alcanzar su finalidad; 3) debe tener 

una finalidad u objeto lícito; 4) posee autonomía patrimonial separada de 

cada uno de sus miembros y representantes. Aspecto manifestado 

fundamentalmente en la quiebra, o en el cobro de créditos. De este carácter 

surge como consecuencia la separación de responsabilidad entre sociedad y 

los socios. En materia de sociedades el artículo 20 del Código de Comercio 

regula la persona jurídica. Nace a partir del momento de la inscripción en el 

Registro Público. Concomitantemente al nacimiento de la persona jurídica 

adquiera capacidad de actuar.”
51

 

 

B. Tipos de Sociedad Anónima 

 Hasta el momento se han estudiado las nociones más importantes de la figura 

jurídica en cuestión, por lo que ahora es necesario abordar brevemente los tipos de sociedad 

anónima que existen en la actualidad, específicamente, delimitándose para este trabajo a las 

sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas cerradas. Ambas tienen fines 
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diferentes dentro de la misma figura, por lo que es de gran importancia hacer la distinción y 

no confundirla con otro tipo de sociedad mercantil.  

 

i. Cerradas  

La sociedad anónima cerrada es aquella que comúnmente se conoce, o bien, aquella 

sociedad conformada por un grupo cerrado de accionistas que muchas veces son amigos, 

familiares o conocidos empresarios con la idea de un negocio específico, y que 

comúnmente no prevé el ingreso de futuros inversionistas ni mucho menos abrir la 

posibilidad de compra de acciones al público en general. 

El presente tipo de sociedad anónima se ha criticado comúnmente por ser una figura 

estática, es decir, sin variación de accionistas y creada para un fin en específico, sin 

permitir variedad de comercio, custodiando los bienes comunes, totalmente independientes 

y diferenciados de los accionistas en su condición individual. Lo anterior, no quiere decir 

que no se utilice esta figura para grandes negocios ni mucho menos. Esta sociedad tiene un 

fin muy importante en la actualidad económica mundial, para el desarrollo de grandes 

proyectos, y grandes empresas. Es aquí, que el aporte de cada socio (cerrado) se convierte 

en la herramienta para cumplir con el objetivo comercial con el que fue constituida la 

sociedad. 

Con respecto de lo anterior, Ricardo Sandoval ha indicado lo siguiente: “Los socios 

en las sociedades anónimas cerradas participan en la Junta General de Accionistas, que 

elige al órgano de administración, manteniéndose una correlación entre la propiedad y la 
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gestión de la compañía, en el sentido que son los accionistas que poseen la mayoría del 

capital los que administran directamente, formando parte del Directorio o Consejo de 

Administración, o indirectamente, designando los miembros de dicho órgano social. 

Algunas sociedades anónimas cerradas revisten el carácter de sociedades familiares, por 

estar formadas por socios ligados por vínculos de parentesco. No obstante, esta especie de 

sociedad anónima se emplea para constituir filiales de grandes compañías que forman 

parte de un grupo de sociedades y en dicho grupo los órganos de la sociedad filial resultan 

deformados al perder la filial su propia autonomía, por estar sometida a una dirección 

única, que es la nota característica del grupo de sociedades.”
52

 

Ahora bien, es aquí el momento indicado cuando se debe introducir la problemática 

de la presente investigación, ya que, actualmente, se da un fenómeno a nivel costarricense 

con la proliferación de sociedades anónimas, el cual más adelante será tratado con mayor 

detalle. En la actualidad, la sociedad anónima se ha convertido en una especie de seguro o 

medio de protección, para amigos y familiares, quienes constituyen sociedades de capital, 

únicamente para salvaguardar el patrimonio, transmitiéndolo a un fondo común, con 

personalidad jurídica propia y diferente. Con ello los individuos buscan cada vez de mayor 

manera evitar perder su patrimonio y preservar sus intereses, registrándolo a nombre de la 

figura jurídica.  

Dejando por un momento de lado la anterior idea, se puede concluir mencionando 

que el hecho de que la sociedad anónima sea cerrada no significa que no persiga la creación 

y desarrollo de grandes proyectos o empresas, y que más bien en su gran mayoría se tratan 
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de éstas. La mayor diferencia que posee este tipo de sociedad, y como se verá a 

continuación, es el hecho de que no ponga sus acciones a disposición y oferta del público 

en general, es decir, la sociedad anónima cerrada no cotiza en bolsa, y es poco común que 

una vez constituida se dé el ingreso de accionistas adicionales, a menos de que se llegue a 

tomar ese acuerdo. Se puede finalizar indicando, lo que importa es que estos aportes, 

aunque pertenezcan a un grupo cerrado de accionistas, al final permitan llevar a cabo el fin 

con el que fue constituida la sociedad. 

 

ii. Abiertas 

Como se puede deducir de lo mencionado anteriormente, las sociedades anónimas 

de tipo abierto son aquellas en la que la suscripción de capital social se hace mediante 

oferta pública de valores. En otras palabras, esto significa abrir la posibilidad de que el 

público en general pueda invertir en la sociedad, ofreciendo, eventualmente, la posibilidad 

de una mayor rentabilidad que instituciones financieras privadas o estatales. Esta mayor 

rentabilidad, claro está, no se encuentra garantizada y debe considerarse un riesgo 

especulativo. Usualmente, grandes corporaciones que requieren gran capital para su 

funcionamiento y progreso optan por este tipo de sociedad anónima al establecer su 

actividad comercial.  

Como se dijo anteriormente, el objetivo de este tipo de sociedades es obtener 

grandes capitales, ofreciendo al público en general la opción de invertir su capital en la 

actividad económica específica, para tener la posibilidad de recibir mejores dividendos de 
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los que podría recibir, por ejemplo, comprando títulos de renta fija a un banco.  

La doctrina sostiene que en países donde el uso de este tipo de sociedades es más 

común, las sociedades anónimas perfeccionan su naturaleza jurídica y sus características, 

optimizando los medios de control, capacidades del órgano de administración, lo cual trae 

consigo mayor eficiencia y calidad en la estructura jurídica y legal de la compañía. En 

palabras de Ricardo Sandoval: “Las sociedades anónimas abiertas son las que mejor 

responden a la estructura teórica prevista por la ley, en la cual las condiciones personales 

de los socios tienen escasa importancia, pues lo relevante es el capital que aportan a la 

sociedad. La condición de socio es fungible, en el sentido de que es indiferente que el 

titular de la acción sea una persona u otra. La base de accionistas es generalmente muy 

amplia, lo que justifica que las convocatorias de juntas se hagan mediante publicaciones 

en diarios o boletines oficiales de anuncios. Asimismo, la dispersión de las acciones entre 

gran número de accionistas permite que una minoría organizada pueda hacerse del control 

de la sociedad, produciéndose una separación entre la propiedad y el control, y por 

consiguiente entre la propiedad accionaria y la administración de la compañía, lo que 

implica a la larga que el accionista se desinteresa de la vida de la sociedad y se preocupa 

fundamentalmente del valor de sus acciones en la bolsa, cuando éstas llegan a ser 

admitidas a cotización en ella.”
53

 

La doctrina costarricense enfatiza que en Costa Rica no se propicia un marco legal 

adecuado para desarrollar este tipo de sociedades anónimas. Gastón Certad ha mencionado 

que para este tipo de compañías, el Derecho debe propiciar un mercado de valores 
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transparente, para eliminar en el inversionista inquietudes ajenas al riesgo económico. Se 

debe garantizar un “juego limpio” a lo interno de la sociedad, ya que la idea de comprar 

acciones se ve distorsionada cuando el posible inversionista no tiene acceso a la 

información ni participación en el control de la gestión de la sociedad emisora. Por lo 

general, la rentabilidad de la inversión queda supeditada a decisiones de terceros, quienes 

no necesariamente actúan de buena fe, y que escapan al control del accionista minoritario. 

La protección de minorías societarias en Costa Rica aún no se encuentra en un nivel óptimo 

que pueda propiciar la explotación de este tipo de organizaciones económicas. Al sentirse el 

inversionista desprotegido, difícilmente invertirá, lo cual conducirá al subdesarrollo del 

mercado de valores de títulos de renta variable.
54

  

Aunque no sea muy común, en Costa Rica, algunas de las grandes empresas son 

sociedades de capital social abierto, y cotizan en la Bolsa de Valores. Para mencionar 

algunos ejemplos, se puede mencionar Ad Astra Rocket Company, Florida Ice and Farm 

S.A., Holcim de Costa Rica S.A., La Nación S.A., Banco Cathay de Costa Rica S.A., y 

Grupo Improsa.
55

 

Concluyendo, las sociedades anónimas abiertas se constituyen por medio de ahorro 

público, y sus acciones se cotizan en el mercado de valores, diferente a las sociedades 

anónimas cerradas, las cuales son constituidas con aportes de cada socio con un fin social 

económico en común, para llevar a cabo el desarrollo de proyectos, o bien, como una 

entidad con personalidad jurídica, desde la cual se pueden proteger los bienes comunes o 
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familiares.  

 

C. Órganos de la Sociedad Anónima y sus respectivas funciones 

Como se verá en la presente sección, la sociedad anónima, para su debido 

funcionamiento, requiere tres órganos, para de esta manera alcanzar su perfeccionamiento, 

personería jurídica y eficacia jurídica. 

Al tratarse la sociedad anónima de una figura jurídica, requiere persona físicas para 

actuar en sus órganos, quienes por la condición que ostenten, estarán debidamente 

facultados. Estas subordinaciones, o bien relaciones entre persona jurídica y física, han sido 

denominadas órganos, los cuales son necesarios para llevar a cabo los fines de la sociedad 

anónima.  

Antonio Brunetti define lo anterior de la siguiente manera: “Órgano de un ente 

dotado de propia personalidad, son aquellas personas o aquellos grupos de personas 

físicas que, por disposición de la ley, están autorizados a manifestar la voluntad del ente y 

a desarrollar la actividad jurídica necesaria para la consecución de sus fines.”
56

 

Como se adelantó, para el funcionamiento de la sociedad anónima se requieren tres 

órganos de vital importancia, los cuales a manera de introducción son los siguientes: 

1) Órgano Deliberativo: Este tiene la tarea de tomar las decisiones fundamentales de la 

sociedad y es comúnmente denominado asamblea de socios. A éste se le otorga una 
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competencia determinada, y se encuentra integrado por los accionistas de la 

sociedad. Por supuesto, uno de los accionistas podría nombrar un apoderado que lo 

represente en este órgano. 

2) Órgano de Administración: Por lo general, y en buena teoría, se encuentra a cargo 

de técnicos no socios, que realizan la conducción y ejecución del gobierno social 

designado por la asamblea de accionistas. 

3) Órgano de Fiscalización: Puede ser unipersonal o colegiado, a cargo de técnicos o 

especialistas, y no de accionistas, que tienen como objetivo fiscalizar la correcta 

administración, el respeto de los derechos de los accionistas, el no infringir normas 

sociales y/o legales, y la correcta contabilidad de operaciones sociales, también 

designado por la asamblea de accionistas.
57

 

A continuación, se entrará más en el detalle de cada una de estas figuras. 

 

i. Asamblea de Socios 

Como brevemente se adelantó, la función de la asamblea de socios es de reemplazar 

las voluntades individuales de los accionistas, e integrarlas en una voluntad colectiva, que 

toma el lugar de la decisión de la sociedad, para el debido funcionamiento interno y externo 

de la compañía. 

A la asamblea de socios le compete tomar las decisiones sobre todos los asuntos 

relacionados con el funcionamiento y operación de la sociedad, excepto aquellos aspectos 
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que por ley o estatutos acordados en el momento de constitución (o posteriores acuerdos) le 

hayan sido atribuidos al órgano de administración o fiscalización. En palabras de Joaquín 

Rodríguez: “Es el órgano central que persigue toda la vida de la sociedad anónima. Sus 

poderes terminan allí donde comienzan las normas de carácter imperativo o los derechos 

crediticios (de tercero) de los accionistas, deslindando los poderes de la corporación y allí 

donde termina la capacidad de obrar de la sociedad anónima, como sujeto creado para un 

determinado fin.”
58

 

La asamblea de socios se trata de un órgano corporativo, ya que las decisiones 

tomadas por los accionistas, reunidas, según la ley y los estatutos de la sociedad anónima, 

reflejan la voluntad de la entidad como tal. Por esta razón, no se trata de cualquier reunión 

que los socios decidan celebrar, sino aquella que reúne todas las especificaciones básicas de 

la ley y los estatutos. No es suficiente que los accionistas se reúnan de modo cualquiera y 

decidan. 

A diferencia de otros órganos, que se verán más adelante, la asamblea de socios no 

depende de los demás para funcionar, ya que se trata de la voluntad social inmediata. En 

cambio, el órgano administrativo depende prácticamente de la asamblea. Según Juan 

Farina, esto permite mantener el equilibrio entre el poder de los accionistas y la 

administración técnica y especializada de la sociedad, ya que “en la sociedad anónima todo 

emana de la asamblea general de accionistas, la cual constituye el órgano deliberante de 

la sociedad, y a ese título es un pequeño parlamento que designa los órganos de 

administración y que puede también revocarlos. Pero las atribuciones que posee están 
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limitadas por el orden del día (salvo en las unánimes), además de lo dispuesto por el 

estatuto y por la ley.”
59

 Como se extrae de lo anterior, se puede ver aquí que las asambleas 

de socios deben cumplir con ciertos requerimientos para cumplir con la correcta toma de 

decisiones. A continuación, se estudiarán las principales características de la asamblea de 

accionistas. 

La primera característica esencial que se debe mencionar es que se trata de un 

órgano que no es permanente, ya que solo puede reunirse en los casos que es convocada, o 

bien, como sostiene la doctrina y la mayoría de legislaciones, al estar presente la totalidad 

del capital social sin previa convocatoria. La asamblea siempre debe tener una 

convocatoria, la cual estará definida en los estatutos de la sociedad, o en su defecto, según 

la respectiva legislación. Por lo general, la asamblea es convocada por los administradores, 

y en ciertos casos por autoridades judiciales. 

Lo siguiente que caracteriza e identifica a la asamblea de socios es su inhabilidad de 

representar a la sociedad ante terceros. Este órgano no puede asumir representación de la 

compañía, ya que ésta solo se realiza a través del órgano de administración, el cual la 

representa ante terceros. 

La doctrina, también, ha dicho que el presente órgano tiene autonomía limitada, ya 

que salvo en el caso de las mencionadas asambleas totalitarias, éstas deben dedicarse a 

discutir exclusivamente los temas incluidos dentro del orden del día, e incluso dentro de 

estos temas, las decisiones deben limitarse, según la competencia determinada por la ley y 
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el acta constitutiva de la sociedad anónima. El orden del día de la asamblea fija la 

competencia de la respectiva asamblea, por lo que los accionistas solo pueden votar y 

deliberar válidamente sobre los temas indicados en la convocatoria, ya que toda decisión 

fuera de ésta estará viciada de nulidad. Además, este contenido debe ser bien definido, 

claro y conciso, evitando enunciaciones generales o que permitan la posibilidad de debatir 

por un tema no contemplado, o alteración de resoluciones específicas.
60

 

 En la siguiente sección, se tratará en detalle las especificaciones de la asamblea de 

socios, según la legislación costarricense. 

 

ii. Consejo de Administración 

 Es conveniente mencionar la dualidad de criterios existentes en relación con las 

funciones y deberes del directorio administrativo de la sociedad. Por un lado, existe la 

teoría del mandato, la cual sostiene que la gestión de los administradores es regulada como 

la de un mandatario. Por otro lado, la doctrina se ha referido a la teoría del órgano, la cual 

admite a los administradores como un órgano de la sociedad. Según lo mencionado 

anteriormente, para nuestros efectos, la teoría imperante se trata de la del órgano, ya que 

como se ha venido definiendo, la sociedad anónima, en la actualidad, tiene la característica 

de estar formada por órganos que la regulan y la dotan de personalidad jurídica para traer la 

entidad a la vida jurídica. 
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 Brevemente, se puede mencionar que la teoría del mandato sostiene que los socios 

de la sociedad eligen apoderados o mandatarios para la administración y gestión social. En 

este caso, se podría afirmar que los mandatarios son, entonces, apoderados del conjunto de 

socios, y no de la sociedad como tal, razón por la que esta tesis no es respaldada por cierto 

sector de la doctrina internacional. 

 Cabanellas mismo dice que la teoría del mandato tiene defectos graves. Entre los 

principales errores se menciona que el mandato busca una relación entre un poderdante y 

un apoderado, en la que el poderdante tiene la capacidad de otorgar dicho poder de 

representación. En las sociedades anónimas, quienes ostentan la representación jurídica no 

lo hacen porque la sociedad les haya otorgado cierto poder, sino que más bien, porque estos 

son la exteriorización de ésta.
61

 

 Por su lado, la teoría del órgano señala que los administradores de la sociedad 

componen un órgano de ésta, el cual tiene como función expresar su voluntad. Joaquín 

Rodríguez indica que el acto de los administradores es un acto de la sociedad misma, 

porque estos son parte de la sociedad, aquella en la que en su organización le corresponde 

el desarrollo en lo interno y externo, de la voluntad para actuar conforme con los intereses 

de la sociedad anónima. Los órganos de la sociedad no se limitan a representar a la 

sociedad en relación con ciertos actos, sino que absorben la totalidad de la vida de la 

sociedad, ya que ella no actúa por sí misma, sino que a través de sus órganos, o dicho de 
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otra manera, mediante representantes que encuentran el fundamento de sus atribuciones en 

actos de esos órganos.
62

 

 Ahora bien, siguiendo la línea se encuentra el Consejo de Administración o Junta 

Directiva de la sociedad anónima, que como se ha mencionado es el que tiene como 

función la representación, ejecución de acuerdos y administración de la empresa. Se ha 

dicho que se trata del órgano ejecutivo de la sociedad, encargado de establecer la voluntad  

externa de la asamblea de socios. El órgano es un órgano esencial, pues no puede 

prescindirse de él, ni sustituirse por otro. Además, desempeña la función más determinante 

de la sociedad, ya que como se mencionó, ejecuta las resoluciones de las asamblea y adopta 

todas las decisiones de su propia competencia, requeridas para el progreso de los negocios 

sociales. Sus decisiones son las que hacen prosperar a la sociedad, o bien, la llevan a la 

ruina. 

Como se ha dicho, cada sociedad anónima posee un órgano administrativo de 

carácter permanente, que tiene como función la administración y gestión de los negocios de 

la compañía. La composición de la Junta Directiva se determina en el momento de la 

constitución de la figura, o bien, mediante acuerdo de la asamblea de socios, lo que lleva a 

reforma de estatutos. El caso específico de Costa Rica será estudiado en la siguiente 

sección.  

Según la doctrina internacional, la administración está a cargo de uno o más 

especialistas, técnicos o directores designados por asamblea de socios. Entre las distintas 

formas organizativas se encuentra el órgano unipersonal, el órgano pluripersonal y el 
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órgano colegiado. En el primer caso, la representación recae únicamente en una de las 

personas que integran la junta directiva, en el segundo, dos o más directores tienen 

facultades para representar y actuar en nombre individual de la compañía, y en el último 

caso, los administradores deben actuar de manera conjunta para ostentar la debida 

representación de la sociedad anónima.  

Para concluir, es importante mencionar las principales funciones del directorio, las 

cuales se pueden definir y englobar en cinco diferentes categorías: 

1. Actos de Administración: Desde este concepto se debe entender como aquellos 

actos que se dirigen a la fijación y organización de las políticas generales de la 

empresa, contratación de empleados y servicios esenciales. Todo esto mediante 

resoluciones adoptadas por el presente órgano 

2. Actos de Decisión: Aquí se encuentra la facultad de otorgar todo tipo de poderes a 

miembros de la junta directiva o a terceros, convocar a asambleas ordinarias y 

extraordinarias, y en resumen, ejecutar todos los actos que llevan al cumplimiento 

del objeto social de la sociedad. 

3. Actos de Gestión: Estos actos son todos aquellos denominados actos operativos, y 

son los que se efectúan determinando la política comercial en el cumplimiento del 

objeto social.  

4. Actos de disposición: Estas son las decisiones que la Junta Directiva toma con el fin 

la enajenación de bienes, que se refieran a la venta de activos de la compañía, las 

máquinas, equipos, instalaciones y los inmuebles utilizados dentro de la gestión 

empresaria, mientras los estatutos lo permita o no lo prohíba. Además, dentro de 
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esta categoría se puede incluir la celebración de contratos que obliguen a la empresa 

con otras sociedades, para negocios o empresas comunes. 

5. Actos de Representación: Como bien se ha dejado claro en la presente sección, ésta 

se trata de la función de mayor trascendencia del consejo de administración, pues es 

quien trae a la vida la entidad ficticia que realmente es la sociedad anónima. La 

junta directiva representa para todos sus efectos a la sociedad ante terceros.
63

  

 

iii. Vigilancia 

Este órgano, generalmente, se encuentra conformado por una o varias persona que 

ostentan el cargado denominado Fiscal, por tratarse del ente fiscalizador de la sociedad 

anónima. Según la doctrina, se ha dicho que a nivel internacional en la mayoría de los casos 

se trata de un ente potestativo, ya que en muchas legislaciones, incluyendo la de Costa Rica 

(salvo en casos de sociedades de capital de suscripción pública), en el momento de la 

constitución de la sociedad, no es obligatorio el nombramiento de un Fiscal.   

El órgano de Vigilancia es el que tiene la potestad de fiscalizar y controlar la gestión 

social con independencia de la actuación del la junta directiva en el único interés de la 

compañía y no de sus intereses personales. De esta manera, la vigilancia busca erradicar 

cualquier irregularidad, revisando y fiscalizando los requerimiento, intereses y peticiones 

de los accionistas a la junta directiva, y revisando que las decisiones tomadas por la 

asamblea de socios sean cumplidas.  

El deber del presente órgano se limita a ser un garante de las situaciones que 
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ocurran a lo interno de las sesiones de junta directiva, y se trata del portavoz de la voluntad 

y derechos de los socios. Por ello, se dice que esta función la debe cumplir sin la 

participación directa en las decisiones del consejo de administración o de los accionistas, ya 

que no tiene voto en dichas sesiones. 

En palabras de Carlos Villegas: “El Consejo de Vigilancia e un instituto que 

proviene de las legislaciones alemana de 1965 y francesa de 1966. Es un órgano de control 

de la gestión de la empresa que llevan a cabo los administradores y gerentes. No es un 

órgano de administración ni representación. (…) Se trata de un órgano previsto para 

grandes sociedades anónimas, no para las anónimas de carácter familiar.”
64

 

Sus funciones, generalmente, se pueden resumir a: comprobar que en la sociedad se 

hace un balance mensual de situación, comprobar que se llevan actas de las reuniones del 

consejo de administración y de las asambleas de accionistas, vigilar el cumplimiento de las 

resoluciones tomadas en las asambleas de accionistas, revisar el balance anual y examinar 

las cuentas y estados de liquidación de operaciones al cierre de cada ejercicio fiscal, 

convocar a asambleas ordinarias y extraordinarias de accionistas en caso de omisión de los 

administradores, someter al consejo de administración sus observaciones y 

recomendaciones en relación con los resultados obtenidos en el cumplimiento de sus 

atribuciones, por lo menos dos veces al año, asistir a las sesiones del consejo de 

administración con motivo de la presentación y discusión de sus informes, con voz, pero 

sin voto, asistir a las asambleas de accionistas, para informar verbalmente o por escrito de 

sus gestiones y actividades, recibir e investigar las quejas formuladas por cualquier 
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accionista e informar al consejo sobre ellas, y en general, vigilar ilimitadamente y en 

cualquier tiempo, las operaciones de la sociedad, para lo cual tendrán libre acceso a libros y 

papeles de la sociedad, así como a las existencias en caja. Estas funciones quedanm además 

abiertas a cualquier otra que, específicamente, se le quiera brindar en los estatutos de la 

sociedad, esto sin salirse de la naturaleza propia del órgano de vigilancia. 

A nivel internacional, lo cual es específico para el caso de Costa Rica también, por 

lo general, la persona o personas que conformen este órgano serán individualmente 

responsables por el cumplimiento de las obligaciones inherentes a su cargo, y 

consecuentemente, la omisión de su deber de vigilancia podría traerle responsabilidad civil 

e incluso enfrentar cargos penales por las pérdidas que la falta de debida diligencia 

pudieran ocasionar.  

Por último, en algunas legislaciones se establece el deber de remuneración que 

existe para los individuos que conforman este órgano. En Costa Rica, la ley no es 

específica, pero por lo consignado en doctrina, y partiendo del principio de libre 

contratación que rige todas las relaciones de derecho privado, se debe asumir que el cargo 

debe ser remunerado por las funciones que ejerce, las cuales indudablemente le exigirán la 

realización de algún servicio personal. 
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SECCION III. La Sociedad Anónima en Costa Rica 

 

A. Generalidades de la Sociedad Anónima en Costa Rica 

En Costa Rica, las generalidades de la sociedad anónima se regulan desde al artículo 

ciento dos, hasta el artículo ciento diecinueve del Código de Comercio. En la presente 

sección, se hará un estudio de los principales requisitos que posee la ley en torno a las 

sociedades anónimas, así como su respectiva regulación en nuestro país. 

Para empezar, la primera disposición que emite el Código de Comercio, se 

encuentra en el artículo ciento dos, el cual reza: 

“Artículo 102: En la sociedad anónima, el capital social estará dividido en 

acciones y los socios sólo se obligan al pago de sus aportaciones.” 

 

Como se ha visto, la condición de accionista se materializa a partir del momento 

cuando hace efectivo su aporte al capital social de la empresa, por lo que previo a la 

constitución de la sociedad, cada accionista se compromete a aportar una parte del capital. 

Esta fracción será la que, eventualmente, medirá la extensión de sus derechos y 

participación dentro de ésta.  

Además, como se puede extraer del artículo, el capital social de una sociedad 

anónima deberá estar representado por acciones. La acción en palabras de Cabanellas puede 

definirse de la siguiente manera: “En el comercio se denomina acción una de las partes o 

porciones en que se divide el fondo o capital de una compañía o sociedad. Surge así, la 
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existencia de sociedades por acciones, como en el caso de la sociedad anónima. Las 

acciones se reputan en general, como bienes muebles; pues se traduce en una cantidad de 

dinero el valor que ellas representan. Acción es también el título en que consta esa 

participación en el capital social.”
65

 

En cuanto al presente artículo se podría concluir indicando que junto con el capital 

social, la acción es el concepto y elemento esencial de las sociedad anónima. Es el 

certificado en el cual se incorpora la condición de accionista, representando de tal forma su 

participación en el capital social. 

Ahora bien, el artículo ciento tres indica lo siguiente: 

“Artículo 103: La denominación se formará libremente, pero deberá ser 

distinta de la de cualquier sociedad preexistente, de manera que no se preste a 

confusión; es propiedad exclusiva de la sociedad e irá precedida o seguida de 

las palabras "Sociedad Anónima" o de su abreviatura "S.A.", y podrá 

expresarse en cualquier idioma, siempre que en el pacto social se haga constar 

su traducción al castellano. Para que goce de la protección que da la Oficina 

de Marcas de Comercio, deberá inscribirse conforme lo indica el artículo 

245.” 

Según lo anterior, se ve entre de los requisitos esenciales está que la sociedad 

anónima tenga una denominación que la distinga de las demás. Se puede extraer del texto 

que el nombre queda a entera discreción de los socios, siempre y cuando no coincida con 
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uno previamente registrado, y podrá establecerse en cualquier idioma, siempre y cuando se 

indique su traducción en la escritura de constitución. Por último, para identificar a la 

sociedad anónima, dicha frase debe estar incluida seguido a su nombre registrado, el cual 

puede siempre ser abreviado como “S. A.”.  

En palabras del autor costarricense Ignacio Monge, como cualquier otro empresario 

individual o colectivo, la sociedad anónima requiere poseer una denominación social que la 

distinga de las que con ella compiten, y que le sirva como firma para las transacciones y 

negocios económicos en los que participe. Además, la legislación costarricense otorga 

amplia libertad para escoger el nombre, ya que puede tratarse de un nombre de fantasía, 

nombre de sus fundadores, o bien, que se haga referencia la objeto, siempre y cuando dicha 

denominación sea similar a la de otra sociedad preexistente y produzca confusión.
66

 

Continuando, es importante mencionar el artículo ciento cuatro del Código de 

Comercio, que indica lo siguiente: 

“Artículo 104: La formación de una sociedad anónima requerirá: 

a) Que haya dos socios como mínimo y que cada uno de ellos suscriba por lo 

menos una acción; 

b) Que del valor de cada una de las acciones suscritas a cubrir en efectivo, 

quede pagado cuando menos el veinticinco por ciento en el acto de la 

constitución;  
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c) Que en acto de la constitución quede pagado íntegramente el valor de cada 

acción suscrita que haya de satisfacerse, en todo o en parte, con bienes 

distintos del numerario.” 

Como se puede observar, el artículo anterior introduce las primeras formalidades 

constitutivas de la sociedad anónima. Primero, y debido a su naturaleza jurídica, en Costa 

Rica es necesaria la presencia de al menos dos socios. A diferencia de otras legislaciones, 

en Costa Rica no existe la figura de la sociedad anónima unipersonal, por lo que se hace 

necesario que al menos dos individuos con la intención de emprender un negocio conjunto, 

suscriban al menos una acción cada uno dentro del capital social. A partir de esta idea se ve 

el segundo requisito que se trata de la obligación de que el valor de cada una de las 

acciones suscritas por cubrir en efectivo quede pagado al menos en un veinticinco por 

ciento en el momento de la constitución, y que por último, si se trata de bienes  no 

dinerarios, estos queden debidamente pagados de acuerdo en el valor de cada acción 

suscrita. 

Seguidamente y para complementar la idea, el artículo ciento cinco de la 

mencionada ley indica: 

“Artículo 105: La sociedad anónima se constituirá en escritura pública, por 

fundación simultánea, o por suscripción pública.” 

 De lo anterior es importante mencionar que en la constitución simultánea, la 

sociedad se constituye por la comparecencia ante Notario Público de las personas que 

otorguen la escritura social, y dicha escritura debe contener los requisitos generales de las 
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sociedades, así como su posterior publicidad en el diario oficial La Gaceta y su inscripción 

registral.  

Por otro lado, cuando la sociedad anónima se constituya por suscripción pública, los 

socios deberá preparar un programa que contenga un modelo de escritura social, 

conservarán en su poder un ejemplar de la suscripción y entregarán el duplicado al 

suscriptor.
67

 Específicamente, sobre este tema señalan los artículos ciento ocho, ciento 

nueve, ciento diez, ciento trece, ciento catorce, ciento quince, ciento dieciséis, ciento 

diecisiete, ciento dieciocho y ciento diecinueve del Código de Comercio. 

 Siguiendo con el tema de la suscripción de acciones, se halla el artículo ciento seis, 

el cual lleva a lo siguiente: 

“Artículo 106: La escritura social deberá expresar, además de los requisitos 

necesarios según el artículo 18, el número, el valor nominal, la naturaleza y la 

clase de acciones en que se divide el capital social. Sólo la sociedad anónima 

podrá emitir obligaciones. 

En la escritura podrá autorizarse a la Junta Directiva para que, por una o más 

veces, aumente el capital hasta el límite que se establezca, y para que 

determine las características de las acciones correspondientes. 

Asimismo, podrá autorizarse a la Junta Directiva para que disminuya el 

capital social, cuando la disminución fuere por cancelación de acciones 

rescatadas.” 
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 Por lo tanto, de lo anterior se extrae que además, de los requisitos generales, la 

escritura de constitución de la sociedad anónima deberá contener el número, valor nominal, 

naturaleza y la clase de acciones en que se divide el capital social, y es entendido que solo 

la sociedad anónima podrá emitir obligaciones. Se abre la posibilidad además, de que se 

autorice en la escritura social a la Junta Directiva para que una o varias veces se aumente el 

capital social hasta el límite que se establezca, y que para que ellos mismos determinen las 

características de las acciones correspondientes. Por último, se deja abierta la opción de 

autorizar a la Junta Directiva para que pueda disminuir el capital social, cuando la 

disminución se diera por cancelación de acciones rescatadas. 

Según lo analizado anteriormente, la legislación costarricense declara la existencia 

de la sociedad anónima en el momento cuando el pacto constitutivo, sea formalizado por 

los respectivos accionistas. Además de las formalidades específicas que se estudiaron 

precedentemente, la constitución, también, debe ser acorde con los requisitos generales 

establecidos en el artículo dieciocho del Código de Comercio, el cual indica lo siguiente:  

“Artículo 18: La escritura constitutiva de toda sociedad mercantil deberá 

contener: 

1) Lugar y fecha en que se celebra el contrato; 

2) Nombre y apellidos, nacionalidad, profesión, estado civil y domicilio de las 

personas físicas que la constituyan; 

3) Nombre o razón social de las personas jurídicas que intervengan en la 

fundación; 

4) Clase de sociedad que se constituye; 
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5) Objeto que persigue; 

6) Razón social o denominación; 

7) Duración y posibles prórrogas; 

8) Monto del capital social y forma y plazo en que deba pagarse; 

9) Expresión del aporte de cada socio en dinero, en bienes o en otros valores. 

Cuando se aporten valores que no sean dinero, deberá dárseles y consignarse 

la estimación correspondiente. Si por culpa o dolo se fijare un avalúo superior 

al verdadero, los socios responderán solidariamente en favor de terceros por 

el exceso de valor asignado y por los daños y perjuicios que resultaren. Igual 

responsabilidad cabrá a los socios por cuya culpa o dolo no se hicieren reales 

las aportaciones consignadas como hechas en efectivo; 

10) Domicilio de la sociedad: deberá ser una dirección actual y cierta dentro 

del territorio costarricense, en la que podrán entregarse válidamente 

notificaciones; 

11) Forma de administración y facultades de los administradores; 

12) Nombramiento de los administradores, con indicación de los que hayan de 

tener la representación de la sociedad con su aceptación, si fuere del caso; 

13) Nombramiento de un agente residente que cumpla con los siguientes 

requisitos: ser abogado, tener oficina abierta en el territorio nacional, poseer 

facultades suficientes para atender notificaciones judiciales y administrativas 

en nombre de la sociedad, cuando ninguno de sus representantes tenga su 

domicilio en el país. El Registro no inscribirá ningún documento relativo a la 
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sociedad, si en los casos en que sea necesario, el nombramiento no se 

encuentre vigente. 

14) Modo de elaborar los balances y de distribuir las utilidades o pérdidas 

entre los socios; 

15) Estipulaciones sobre la reserva legal, cuando proceda; 

16) Casos en que la sociedad haya de disolverse anticipadamente; 

17) Bases para practicar la liquidación de la sociedad; 

18) Modo de proceder a la elección de los liquidadores, cuando no hayan sido 

designados anticipadamente y facultades que se les confieren; y 

19) Cualquier otra convención en que hubieren consentido los fundadores.” 

 

Como parte de su constitución, será además, necesario que la sociedad quede 

inscrita en Registro Nacional, pues su pacto y resoluciones no producirán efectos ante 

terceros hasta tanto no se haya cumplido este requisito. Como se ha mencionado, las 

sociedades inscritas en el Registro Mercantil tendrán personería jurídica.  

Según lo mencionado en el artículo dieciocho antes transcrito, la escritura de 

constitución de la sociedad debe indicar el fin de la sociedad que se está creando, es decir, 

su objeto; la duración de la entidad; monto del capital social y forma y plazo en que deba 

pagarse; el domicilio de la sociedad, que deberá ser una dirección actual y cierta dentro del 

territorio costarricense, en la que legal y válidamente pueda ser notificada; forma de 

administración y facultades de los administradores; nombramiento de los administradores, 

con indicación de los que hayan de tener la representación de la sociedad, así como su 

respectiva aceptación o medio mediante el cual consigna que se encuentra conforme con su 
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nuevo cargo; nombramiento de un agente residente que cumpla con los siguientes 

requisitos: ser abogado, tener oficina abierta en el territorio nacional, poseer facultades 

suficientes para atender notificaciones judiciales y administrativas en nombre de la 

sociedad, cuando ninguno de sus representantes tenga su domicilio en el país; modo de 

elaborar los balances y de distribuir las utilidades o pérdidas entre los socios; estipulaciones 

sobre la reserva legal; casos de disolución anticipada; bases e especificaciones para el caso 

de liquidación de la sociedad y modo de elección de liquidadores; así como cualquier otra 

convención legal que los fundadores deseen agregarle.  

Para concluir, puede afirmarse que los requisitos para la constitución y formación de 

una sociedad anónima en Costa rica son extensos. Además, es de suma importancia que se 

cumpla a cabalidad el total de estas formalidades para su debida inscripción en el Registro 

de Personas Jurídicas del Registro Nacional. De no cumplirse con alguno de los aspectos 

señalados en la presente sección, la sociedad anónima no puede se registrada, y por lo tanto, 

no podrá nacer a la vida jurídica.  

 

B. La Asamblea de Accionistas y la Junta Directiva en Costa Rica 

 Anteriormente fueron estudiados los respectivos órganos de las sociedades 

anónimas, según la doctrina. En la presente sección, se hará un repaso de las principales 

características, funciones y facultades de la Asamblea de Socios y el Consejo de 

Administración de la sociedad anónima según la legislación costarricense. 
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i. Regulación de la Asamblea de Socios 

Como se ha mencionado, la asamblea de accionistas es un órgano típico y necesario 

que es definitivo o permanente, e impuesto por el artículo ciento cincuenta y dos, y 

siguientes del Código de Comercio. La asamblea de socios es el órgano supremo de la 

sociedad, ya que expresa la voluntad colectiva de los socios en la materia de su 

competencia, para el debido y acertado funcionamiento interno y externo de la compañía. 

La asamblea se lleva a cabo como una reunión de accionistas, pero con una serie de 

formalidades y requisitos que describe la legislación costarricense. La ley establece que 

esta asamblea debe organizarse obligatoriamente una vez al año, a fin de tratar sobre los 

asuntos que verá en el futuro la compañía, o bien, para revisar y discutir sobre acciones y 

decisiones pasadas. Las asambleas se realizan para conocer de los asuntos incluidos en el 

orden del día, con efectos obligatorios para los socios, para la sociedad y para los 

accionistas. 

En resumen, las asambleas de socios se llevan a cabo a través de la reunión de los 

accionistas, legalmente convocados, para expresar su voluntad colectiva en materias 

previamente acordadas y definidas. Como se recuerda, éste es el órgano supremo de la 

sociedad, cuya existencia es vital en el esqueleto de la sociedad anónima.  

Ahora bien, el resumen de lo mencionado hasta el momento se encuentra 

consagrado en el artículo ciento cincuenta y dos del Código de Comercio, el cual indica: 

“Artículo 152: Las asambleas de accionistas legalmente convocadas son el 

órgano supremo de la sociedad y expresan la voluntad colectiva en las 
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materias de su competencia. Las facultades que la ley o la escritura social no 

atribuyan a otro órgano de la sociedad, serán de la competencia de la 

asamblea.” 

El Código es claro en establecer requisitos y formalidades en cuanto a la celebración 

de estas asambleas. Particularmente, en cuanto al fundamento legal de la convocatoria a a 

éstas, se puede mencionar los artículos ciento cincuenta y ocho, ciento sesenta y cuatro y 

ciento sesenta y cinco, los cuales indican: 

“Artículo 158: La asamblea deberá ser convocada en la forma y por el 

funcionario u organismo que indica en la escritura social, y a falta de 

disposición expresa, por aviso publicado en "La Gaceta". Se prescindirá de la 

convocatoria cuando, estando reunida la totalidad de los socios, acuerden 

celebrar asamblea y se conformen expresamente con que se prescinda de dicho 

trámite, lo que se hará constar en el acta que habrán de firmar todos.” 

“Artículo 164: La convocatoria para asamblea se hará con la anticipación que 

fije la escritura social, o en su defecto quince días antes de la fecha señalada 

para la reunión, salvo lo dicho en los artículos 159 y 161. En este plazo no se 

computará el día de publicación de la convocatoria, ni el de la celebración de 

la asamblea. Durante este tiempo, los libros y documentos relacionados con 

los fines de la asamblea estarán en las oficinas de la sociedad, a disposición 

de los accionistas. Si en la escritura social se hubiere subordinado el ejercicio 

de los derechos de participación, al depósito de los títulos de las acciones con 

cierta anticipación, la convocatoria se hará con un plazo que permita a los 
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accionistas disponer por lo menos de una semana para practicar el depósito en 

cuestión.” 

“Artículo 165: La primera y segunda convocatoria pueden hacerse 

simultáneamente, para oportunidades que estarán separadas, cuando menos, 

por el lapso de una hora.” 

Estos requisitos y formalidades mencionados pretenden garantizar que todos los 

accionistas tengan el chance de conocer y asistir a la asamblea. Lo importante es la 

publicidad obligatoria que se le brinda al tema, ya que es la única forma de hacer valer los 

derechos de la totalidad de los socios. 

En palabras de Ignacio Monge: “Las asambleas deberán ser convocadas en la 

forma y por el funcionario u organismo que se indica en la escritura social, y a falta de 

disposición expresa, por aviso publicado en el diario oficial La Gaceta. El accionista o 

accionistas que representen menos de el veinticinco por ciento del capital social podrán 

pedir por escrito a los administradores en cualquier tiempo, la convocatoria de asamblea 

de accionistas, para tratar de los asuntos que se indique en su petición”
68

 

Siguiendo con las principales formalidades, el artículo ciento sesenta y dos nos 

instruye que las asambleas pueden celebrarse dentro o fuera del país, en el lugar que 

especifique la escritura social:  

“Artículo 162: Las asambleas podrán celebrarse dentro o fuera del país, en el 

lugar que determine la escritura social y en su defecto en el domicilio de la sociedad.” 
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 Ibídem, 367 - 368. 
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 En caso de omitirse en la escritura social el lugar de celebración de las asambleas, 

éstas podrán celebrarse en el domicilio social de la compañía. Además, de no estarlo 

establecido en los estatutos, las asambleas serán presididas por el presidente de la Junta 

Directiva, y en caso de no estar presente, los socios presentes designarán la persona 

encargada de dirigir la asamblea. Por último, debe estar, también, presente el secretario del 

consejo de administración, y en caso de faltar, de igual manera se nombrará un secretario 

encargado para la asamblea específica, también, denominado “ad-hoc”. Esto último, según 

lo que determina el artículo ciento sesenta y ocho del Código de Comercio, el cual se 

transcribe:  

 

“Artículo 168: Salvo estipulación contraria de la escritura social, las 

asambleas ordinarias o extraordinarias serán presididas por el presidente del 

consejo de administración; y a falta de éste, por quien designen los accionistas 

presentes; actuará como secretario el del consejo de administración, y en su 

defecto, los accionistas presentes elegirán uno ad-hoc.” 

 

 En la caracterización general, es también importante referirse al orden del día, lo 

que la doctrina ha definido como los temas o agenda, sea el programa de los asuntos que 

deben tratarse en la sesión. En el Código de Comercio se halla lo referente a este asunto en 

el artículo ciento sesenta y tres. 

“Artículo 163: El orden del día deberá contener la relación de los asuntos que 

serán sometidos a la discusión y aprobación de la asamblea, y será redactado 
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por quien haga la convocatoria. Quienes tengan derecho a pedir la 

convocatoria de la asamblea, lo tienen también para pedir que figuren 

determinados puntos en el orden del día.” 

 En dicha invitación o programa, deben mencionarse los asuntos que serán tratados, 

ya que los socios necesitan estar informados de ellos a efectos de decidir sobre su 

asistencia, informarse para su discusión y emisión del voto, lo cual lleva a que dicha 

convocatoria y orden del día sea clara, concreta y precisa. Esto impide que se puedan 

aceptar vagas referencias como sería indicar “aspectos generales” u “otros asuntos”, ya que 

no brindan a los socios la información necesaria sobre las cuestiones puntuales que serán 

conocidas en la asamblea, y autorizaría la inclusión ilegal en la agenda de cualquier cambio 

relevante a los estatutos, impidiéndoles informarse sobre aquellos asuntos que realmente 

sean de su interés únicamente, perdiendo el sentido del orden del día y de la convocatoria.
69

 

 

 Continuando, es un requisito legal que todo aquello que se discuta en las respectivas 

asambleas sea debidamente consignado en el respectivo libro y que esto sea firmado por 

quien presidió la asamblea, así como por el secretario. Como se mencionó anteriormente, 

en caso de no estar presentes el presidente y/o el secretario, los accionistas presentes 

procederán a nombrar personas en dichos cargos de manera “ad-hoc”, y serán quienes 

firmen el acta respectiva. Además, según el numeral ciento setenta y cuatro del Código de 

Comercio, de cada acta se hará un expediente en el cual se archivará el respectivo 

documento que acredite la convocatoria, el orden del día, así como las respectivas 

representaciones por mandato, en caso de haberlas.  
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 Ibídem, 34. 



 

 

72 

 

El artículo menciona lo siguiente: 

 

“Artículo 174: Las actas de las asambleas de accionistas se asentarán en el 

libro respectivo y deberán ser firmadas por el presidente y el secretario de la 

asamblea. De cada asamblea se formará un expediente con copia del acta, con 

los documentos que justifiquen la legalidad de las convocatorias y aquéllos en 

que se hubieren hecho constar las representaciones acreditadas.” 

 

Por último, se debe hablar de la nulidad de acuerdos, lo cual está regulado desde el 

artículo ciento setenta y seis hasta el artículo ciento ochenta del Código de Comercio. 

 

Las asambleas realizadas conforme a la ley, los estatutos, las formalidades y 

requisitos aquí detallados se vuelven de acatamiento obligatorio para los accionistas, y de 

cumplimiento forzoso para el órgano administrador. Por esta razón, solamente si existió una 

violación a ley, podría darse una futura impugnación de dichas resoluciones, ofreciendo 

esto un instrumento ideal para limitar a las asambleas en cuanto a su actuación y los límites 

de sus facultades legales.  

De acuerdo en estos parámetros, se debe aclarar que solo es impugnable la decisión 

que por omisión o acción voluntaria implique que se actúe fuera del objeto social, cree 

imposibilidad de cumplirlo, o bien, que le faltara alguno de los requisitos establecidos por 

el pacto social y le ley. Este es un tema muy sensible, ya que, en muchas ocasiones, se trata 

de anular acuerdos tomados por socios mayoritarios, pero para lo cual existen las 

delimitaciones del consentimiento o forma de otorgar el acuerdo. 
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Los artículos en cuestión indican lo siguiente: 

 

“Artículo 176: Serán nulos los acuerdos de las asambleas: 

a) Cuando la sociedad no tuviere capacidad legal para adoptarlos; 

b) Cuando se tomaren con infracción de lo dispuesto en este capítulo; y 

c) Cuando fueren incompatibles con la naturaleza de la sociedad anónima, o 

violaren disposiciones dictadas para la protección de los acreedores de la 

sociedad o en atención al interés público.” 

“Artículo 177: La acción de nulidad a que da derecho el artículo anterior se 

regirá por las disposiciones del derecho común, y prescribirá en un año, 

contado desde la fecha en que se adoptó el acuerdo o de su inscripción en el 

Registro Mercantil, si esta inscripción fuere necesaria.” 

“Artículo 178: Los socios podrán también pedir la nulidad de los acuerdos no 

comprendidos en el artículo 176, llenando los siguientes requisitos: 

a) Que la demanda señale la cláusula de la escritura social o el precepto legal 

infringido y en qué consiste la violación; 

b) Que el socio o los socios demandantes no hayan concurrido a la asamblea o 

hayan dado su voto en contra de la resolución; y 
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c) Que la demanda se presente dentro del mes siguiente a la fecha de clausura 

de la asamblea.” 

“Artículo 179: Para resolver sobre las acciones de nulidad de los acuerdos, 

será competente el Juez del domicilio de la sociedad.” 

“Artículo 180: Los accionistas, de cualquier clase que sean, tendrán los 

mismos derechos para los efectos del ejercicio de las acciones de nulidad.” 

De los anteriores artículos se puede extraer cuáles son las situaciones y requisitos 

que deben de estar presentes para que exista la posibilidad de impugnar los acuerdos 

tomados en asamblea de socios. Para poder solicitar la nulidad, se tienen que prestar las 

circunstancias y requerimientos expuestos anteriormente, para que legalmente exista la 

posibilidad de anular una asamblea, o bien, un acuerdo tomado en una de éstas. Además, es 

importante mencionar que la normativa y la jurisprudencia
70

 indican que los socios tienen 

un plazo de prescripción de un año desde la fecha cuando se adoptó el acuerdo, o fecha de 

inscripción en el Registro Nacional (en los caso que fuera necesario), para solicitar la 

respectiva impugnación. Esta norma se encuentra en el artículo novecientos ochenta y 

cuatro del Código de Comercio, la cual establece: 

“Artículo 984: Salvo lo expresamente dispuesto en otros capítulos de este Código,  
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 Tribunal Segundo Civil, Sección Segunda. Resolución número 59 del 8 de febrero del 2001, consultada el 

día 9 de febrero del 2015, 

http://jurisprudencia.poderjudicial.go.cr/SCIJ_PJ/busqueda/jurisprudencia/jur_Documento.aspx?param1=Fich

a_Sentencia&nValor1=1&cmbDespacho=0011&txtAnno=2001&strNomDespacho=Tribunal%20Segundo%2

0Civil,%20Secci%C3%B3n%20II&nValor2=147296&lResultado=1&lVolverIndice=IndiceDespSent&param
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todo derecho y su correspondiente acción prescriben en cuatro años, con las 

siguientes salvedades que prescribirán en un año: 

a) Las acciones de nulidad de los acuerdos tomados por las asambleas de 

accionistas o consejos de administración de sociedades comerciales; las de 

reclamaciones por vicios de las cosas vendidas con garantía de buen 

funcionamiento; y las de responsabilidad de los administradores, gerentes, 

directores y demás miembros de la administración de sociedades; 

b) Las acciones para cobrar intereses, alquileres, arrendamientos o rentas; 

c) Las acciones de los empresarios, para cobrar el valor de las obras que 

ejecutaren por destajo; 

d) Las acciones para cobrar el uso de cualquier otro derecho sobre bienes 

muebles; y 

e) Las acciones derivadas de ventas al por mayor y al detalle a otros 

comerciantes o al consumidor directamente.” 

 

ii. Tipos de Asamblea 

Ahora bien, después de analizadas las características generales de las asambleas de 

accionistas, se debe definir y analizar las diferentes variantes de asamblea que existen, y las 

formalidades específicas que éstas contienen.  Las asambleas de socios son clasificadas, 
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según la materia que se discuta, en otras palabras, los diferentes motivos que existan para 

celebrar las asambleas determinarán la clase.  

 

Para iniciar, se debe remontarse al artículo ciento cincuenta y tres del Código de 

Comercio, el cual las engloba en dos grandes categorías, las Especiales y las Generales. 

 

“Artículo 153: Las asambleas de accionistas son generales y especiales. Las 

generales podrán estar integradas por la totalidad de los socios; las 

especiales, sólo por socios que tengan derechos particulares; las generales son 

ordinarias o extraordinarias.” 

Como se ve, entonces, las asambleas especiales son aquellas que reúnen únicamente a 

los accionistas con acciones de una sola clase, o bien, acciones preferentes, y por otro lado, 

lasa asambleas generales son las que incluyen a todos los socios. 

 

A.  Asamblea Especial 

Se conforman las asambleas especiales cuando los socios poseedores de acciones 

preferentes se reúnen para discutir temas que versen únicamente en torno al grupo de 

accionistas preferentes. Estas asambleas no constituyen un órgano societario, sino que más 

bien, se trata de una manifestación de voluntad de parte de un grupo de accionistas, 

debiendo ser convocadas cada vez que una decisión podría afectarles, pero la ley no 

establece una lista taxativa que enumere las situaciones específicas en la que pueden 
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reunirse estos socios preferentes. 

Los asuntos que se discuten en este tipo de asambleas son bastante limitados, ya que 

como se dijo, solo pueden referirse a temas relacionados con los privilegios, afectaciones o 

restricciones que ostentan los accionistas preferentes en particular, y el Código de 

Comercio únicamente se refiere a éstas en su artículo ciento cuarenta y siete, el cual le 

brinda legitimación a estos accionistas para celebrar asamblea especial. A continuación, el 

texto del artículo mencionado: 

“Artículo 147: Cuando existan diversas clases o categorías de acciones, 

cualquier proposición que tienda a eliminar o modificar los privilegios de una 

de ellas, deberá ser aprobada por los accionistas de la categoría afectada, 

reunida en asamblea especial.” 

 

De lo anterior se entiende, entonces, que estas asambleas tienen lugar cuando una 

asamblea general adopta resoluciones que afectan los derechos de cierta clase de acciones, 

que los poseedores pueden rechazar o aprobar dicha resolución tomada. Estas resoluciones 

que afectan a cierto grupo de accionistas se tratan de un derecho reconocido por la sociedad 

para esa clase de accionistas, por lo que para que puedan verse afectados, deben de haber 

sido tomadas por la asamblea general.  

 

La ley costarricense es omisa en las formalidades específicas que rigen a las 

asambleas especiales, por lo que debe remitirse a las disposiciones consagradas para 
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asambleas ordinarias de accionistas, según lo indicado en el artículo ciento cincuenta y 

cuatro del Código de Comercio: 

“Artículo 154: Son asambleas ordinarias las que se reúnan para tratar de 

cualquier asunto que no sea de los enumerados en el artículo156. Las 

asambleas constitutivas, las extraordinarias y las especiales se regirán, en lo 

aplicable, por las normas de las ordinarias, salvo que la ley disponga otra 

cosa.” 

A continuación, se verá la regulación de las asambleas generales, las cuales la ley 

categoriza en Ordinarias y Extraordinarias, dependiendo de los asuntos en la que ésta se 

discutirán. 

 

B.  Asamblea General Ordinaria 

La asamblea general ordinaria tiene su fundamentación jurídica en el artículo ciento 

cincuenta y cinco del Código de Comercio, el cual manifiesta: 

“Artículo 155: Se celebrará una asamblea ordinaria por lo menos una vez al 

año, dentro de los tres meses siguientes a la clausura del ejercicio económico, 

la cual deberá ocuparse, además de los asuntos incluidos en el orden del día, 

de los siguientes: 

a) Discutir y aprobar o improbar el informe sobre los resultados del ejercicio 

anual que presenten los administradores, y tomar sobre él las medidas que 
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juzgue oportunas; 

b) Acordar en su caso la distribución de las utilidades conforme lo disponga la 

escritura social; 

c) En su caso, nombrar o revocar el nombramiento de los administradores y de 

los funcionarios que ejerzan vigilancia; y 

d) Los demás de carácter ordinario que determine la escritura social.” 

Se extrae, entonces, a partir del artículo anterior, que la celebración de la asamblea 

ordinaria debe darse una vez al año, dentro de los tres meses siguientes al cierre fiscal 

correspondiente a la compañía. Según el artículo ciento sesenta del Código de Comercio, el 

no cumplir con la presente disposición le permite al titular de una sola acción pedir al 

órgano de administración una convocatoria de asamblea para tratar sobre los temas que éste 

incluya en su petición. Se debe recordar que normalmente, según el artículo ciento 

cincuenta y nueve del Código de Comercio, serán los accionistas que representen por lo 

menos el veinticinco por ciento del capital social, quienes podrán pedir en cualquier tiempo 

a los administradores la convocatoria a una asamblea.  

En las asambleas anuales, según lo que indica el artículo ciento cincuenta y cinco 

del Código de Comercio, se discutirá acerca del informe de resultados del ejercicio anual, 

distribución de utilidades, nombramiento o revocación de administradores y el órgano de 

vigilancia y los demás que la escritura social determine como asuntos de carácter ordinario, 

o bien, que estén claramente establecidos en los estatutos de la sociedad. 
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Ahora bien, el artículo ciento sesenta y nueve es claro en indicar el quórum 

necesario para que una asamblea se válida. El mencionado numeral expone lo siguiente: 

“Artículo 169: Para que una asamblea ordinaria se considere legalmente 

reunida en primera convocatoria, deberá estar representada en ella, por lo 

menos la mitad de las acciones con derecho a voto; y las resoluciones sólo 

serán válidas cuando se tomen por más de la mitad de los votos presentes.” 

 

 Como se puede ver, para que exista quórum, en primera convocatoria deben estar 

presentes por lo menos la mitad de las acciones con derecho a voto, y las decisiones, 

únicamente, serán válidas si se toman mayoría simple de los votos presentes. A este artículo 

lo complementa el numeral ciento setenta y uno de la misma ley, el cual indica que en caso 

de que no se alcanzase, dicho número se formara en segunda convocatoria con cualquier 

número de acciones representadas, y las votaciones serán de igual manera, por mayoría 

simple de los votos presentes. Este artículo se transcribe a continuación: 

“Artículo 171: Si la asamblea ordinaria o extraordinaria se reuniere en 

segunda convocatoria, se constituirá válidamente cualquiera que sea el 

número de acciones representadas, y las resoluciones habrán de tomarse por 

más de la mitad de los votos presentes.” 

 

Por último, y antes de proceder con la siguiente clase de asamblea, es importante 

mencionar que, según el artículo ciento sesenta y seis del Código de Comercio, es posible 

tratar en una misma asamblea, asuntos de carácter ordinario, así como las de carácter 
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extraordinario, que serán las que se analizarán a continuación. El mencionado artículo  

indica: 

 

“Artículo 166: En una misma asamblea se podrán tratar asuntos de carácter 

ordinario y extraordinario, si la convocatoria así lo expresare.” 

 

C. Asamblea General Extraordinaria 

 La fundamentación legal de las asambleas extraordinarias se encuentra en el artículo 

número ciento cincuenta y seis del Código de Comercio, el cual indica: 

“Artículo 156: Son asambleas extraordinarias las que se reúnan para: 

a) Modificar el pacto social; 

b) Autorizar acciones y títulos de clases no previstos en la escritura social; y 

c) Los demás asuntos que según la ley o la escritura social sean de su 

conocimiento. 

Estas asambleas podrán reunirse en cualquier tiempo.” 

Como se puede apreciar en el artículo anterior, las asambleas extraordinarias 

no tienen legalmente momento alguno asignado para celebrarse, y éstas versarán 

sobre reforma o modificación de los estatutos de la compañía, autorización de 
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acciones y otros títulos de clases no previstos en el pacto constitutivo, así como todos 

aquellos asuntos que se determinen como extraordinarios. 

Por último y según el artículo ciento setenta del Código de Comercio, se dice 

que para que una asamblea extraordinaria sea legalmente celebrada, debe estar 

representado al menos tres cuartas partes del capital social. Al igual que en las 

asambleas ordinarias, si no se alcanza el quórum en primera convocatoria, ésta se 

establecerá con cualquier número de acciones representadas, y sus acuerdos serán 

legales si son tomados por mayoría simple de las acciones con derecho a voto. 

 

iii. Regulación de la Junta Directiva 

 En Costa Rica, la Junta Directiva, o bien, el consejo de administración de la 

sociedad anónima se regula desde el artículo ciento ochenta y uno, hasta el artículo ciento 

noventa y dos del Código de Comercio. 

 En primera instancia, el numeral ciento ochenta y uno brinda la información general 

y básica sobre la administración: 

Artículo 181: Los negocios sociales serán administrados y dirigidos por un 

consejo de administración o una junta directiva, que deberá estar formada por 

un mínimo de tres miembros, quienes podrán ser o no socios y ostentar las 

calidades de presidente, secretario y tesorero. Salvo norma contraria en los 
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estatutos, en la elección de consejeros, los accionistas ejercerán su voto por el 

sistema de voto acumulativo, así: 

a) Cada accionista tendrá un mínimo de votos igual al que resulte de 

multiplicar los votos que normalmente le hubiesen correspondido, por el 

número de consejeros por elegirse. 

 

b) Cada accionista podrá distribuir o acumular sus votos en un número de 

candidatos igual o inferior al número de vacantes por cubrir, en la forma que 

juzgue conveniente. 

 

c) El resultado de la votación se computará por persona. 

 

El Consejo no podrá renovarse parcial ni escaladamente, si de esta manera se 

impide el ejercicio del voto acumulativo. 

 Como se puede observar, en nuestro país, la administración de la sociedad recae en 

un órgano colegiado, formado por un presidente, un secretario y un tesorero como mínimo. 

Los negocios sociales de la sociedad anónima serán administrados y dirigidos por este 

consejo, cuyos miembros tienen la posibilidad de ser o no socios. La representación judicial 

y extrajudicial de la sociedad le corresponderá al presidente del consejo de administración, 

así como a los distintos personeros que se les asigne dicha competencia, según lo estipulado 

en el artículo ciento ochenta y dos del Código de Comercio. 
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 El consejo de administración podrá reunirse y celebrar sesiones de junta directiva. 

Para su respectivo funcionamiento, el numeral ciento ochenta y cuatro del Código de 

Comercio indica que será necesaria la presencia de por lo menos la mitad de sus miembros, 

y los acuerdos para adquirir validez deben ser votados por la mayoría de los presentes. En 

caso de empates, el presidente del consejo será quien decidirá con doble voto.  

 La ley costarricense indica que la forma de convocatoria del consejo, el lugar de 

reunión, la manera como se llevarán las actas y demás detalles sobre el funcionamiento de 

la junta directiva debe ser establecido en el pacto social de la sociedad anónima. Según el 

artículo ciento ochenta y cinco, será además el pacto social el que determine la forma como 

se llenarán vacantes temporales o definitivas de los consejeros, y en su defecto deberá 

convocarse de manera inmediata a una asamblea general de accionistas. El texto indica 

estipula: 

“Artículo 185: La escritura social señalará la forma en que se llenarán las 

vacantes temporales o definitivas de los consejeros. En su defecto deberá 

convocarse inmediatamente a asamblea general. Los consejeros será 

nombrados por un plazo fijo que señalará la escritura, la cual podrá además 

disponer el nombramiento de consejeros suplentes.” 

 Se puede extraer, además del anterior artículo, que los cargos del consejo de 

administración serán por un plazo determinado que debe ser establecido en la escritura 

social de la compañía.  

Como siguiente punto importante, cabe mencionar que dentro de sus funciones, los 
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administradores que ejerzan la representación de la sociedad podrán, dentro de sus 

respectivas facultades, nombrar funcionarios, tales como gerentes, apoderados, agentes o 

representantes, con las denominaciones que estimen adecuadas, para atender los negocios 

de la sociedad o aspectos especiales de estos, todo esto acorde en el artículo ciento ochenta 

y siete del Código de Comercio 

Ahora bien, y para concluir con el presente capítulo, es importante referirse al 

régimen de responsabilidad que le otorga el artículo ciento ochenta y nueve del Código de 

Comercio, al consejo de administración. Según esta ley, los administradores de la sociedad 

deben cumplir los deberes impuestos por los estatutos y la ley con la debida diligencia del 

mandatario, y serán solidariamente responsables frente a la sociedad, en caso de producirse 

daños derivados de la inobservancia de sus deberes. Sin embargo, se hace la aclaración de 

que no serán responsables los administradores, si estos hubieren procedido en ejecución de 

acuerdo de la asamblea de accionistas, siempre y cuando no fueran notoriamente ilegales o 

contarios a los estatutos o reglamentos de la sociedad. Por último, se dice que serán además 

responsables aquellos directores, conjuntamente con sus inmediatos antecesores, por las 

deficiencias en que estos hubieren incurrido en una gestión, si en el momento de conocerlas 

no las denuncia por escrito al fiscal.  
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CAPÍTULO II. 

El Capital Social 

 

SECCION I. Generalidades del Capital Social 

 

 Para iniciar el presente capítulo, es trascendental acercarse a la conceptualización, 

definición y estudio en general del capital social y su importancia dentro de la sociedad 

anónima. En el presente capítulo, se estudiará la importancia y las funciones doctrinales del 

capital social, dentro de la moderna figura de la sociedad anónima. 

 Además de ser tratado en materia jurídica, el capital social trasciende a diversos 

ámbitos como la economía y la contabilidad, debido a la gran importancia que tiene en la 

formación de las sociedades de capital, utilizado en las más importantes corporaciones y 

desarrollos económicos a nivel mundial. Debido a esto, es importante que antes de abarcar 

el tema desde la perspectiva jurídica, se haga una breve referencia a las diferentes nociones 

que tiene el capital social en la actualidad.  

Por supuesto, se debe aclarar que estas referencias económicas y contables serán a 

manera de aclaración y facilidad de comprensión, para diferenciar conceptos con el tema 

principal del presente trabajo. La noción jurídica será la que al final será estudiada para 

efectos de esta investigación. 
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A. Nociones Básicas del Capital Social 

 

i. Noción Contable 

La contabilidad es la organización y representación de las operaciones económicas 

de una persona física o jurídica, que permite la obtención de diferentes informaciones sobre 

los bienes y la gestión económica del titular. Por su medio se establece lo que tiene el 

comerciante en un momento determinado y qué es lo que va adquiriendo con el pasar del 

tiempo, así como lo que se ha invertido y gastado. Entonces, se tiene que el activo sería los 

bienes en los que esta invertido el capital; y el pasivo la fuente de donde salieron las 

inversiones, o en otras palabras, la deuda de la sociedad con los socios. 

Para efectos contables, el capital social comúnmente se obtiene de la fórmula: 

Activo – Pasivo = Patrimonio. Por ello, la contabilidad ve el capital como una cuenta que 

constituye parte del patrimonio neto, este último definido como la diferencia entre activos y 

pasivos sociales, así como la cuenta de capitales, reservas y resultados acumulados.  

Antonio Pérez de la Cruz ha definido el capital social desde el punto de vista 

contable de la siguiente manera: “El capital social en la contabilidad es la cantidad 

resultante de detraer del total valor reconocido al patrimonio de un empresario, el importe 

conjunto de las deudas y obligaciones pendientes.”
71

 

Se dice que la inclusión del capital social en el patrimonio neto responde a dos 
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principales razones. Primero, se dice que su ubicación corresponde con la consideración de 

su importe como una deuda de la sociedad hacia sus socios, y que dicha deuda se 

efectivizará con la liquidación de la entidad. Por esta razón, se le considera parte del 

patrimonio neto y no del pasivo, ya que este último involucra deudas con terceros. Por esto, 

los socios, en dicho carácter, son acreedores de la cuota de liquidación de la sociedad, razón 

por la que sus acreencias no son actuales, sino que se hallan postergadas hasta que se llegue 

al estado de liquidación. Ahora bien, como segunda razón, se tiene la teoría que la inclusión 

del capital en el patrimonio neto responde a una cuestión técnica, derivada de la 

contabilidad, con el objeto de retener en el haber social una porción de elementos 

patrimoniales que sirvan de garantía a los terceros.
72

 Como se analizará más adelante, esto 

es clave para el presente trabajo.  

Es importante mencionar que una segunda parte de la doctrina ubica, en términos de 

contabilidad, el capital social en el pasivo de los balances de las sociedades anónimas, 

como una cifra que no varía (mientras no sea legalmente aumentado o disminuido), 

independiente de las incidencias de la hacienda; las acciones pueden aumentar o disminuir 

de valor, el patrimonio puede crecer o reducirse, pero siempre habrá de quedar sin variación 

en el pasivo la partida del capital social. Farina justifica esta situación indicando que “el 

capital social figura como pasivo, no porque represente un débito de la sociedad a los 

accionistas, sino porque el capital social constituye la garantía ofrecida por la sociedad 

anónima a los terceros, y figurando como pasivo actúa como cifra de retención, a efectos 
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de mantener la integridad de esa parte del patrimonio.”
73

 

Para la contabilidad, y para la obtención de ganancias, debe existir “capital 

invertido” o “capital a mantener”. Para estos cálculos, existe capital físico, el cual se refiere 

al mantenimiento de una capacidad de operación medida en términos de unidades a 

producir y distribuir por cierto periodo; y el capital financiero, referido como aquella suma 

de las valuaciones en moneda de los aportes y reducciones de capital. A diferencia de la 

primera, la segunda se refiera más a la obtención de determinados fines, que al mantener 

cierta capacidad operativa.  

Por último, se ha dicho comúnmente en ámbitos contables, que está prohibido 

efectuar repartos entre los socios, en tanto el patrimonio neto social no rebase la cuantía del 

capital. Hubert Steinvorth sostiene que “son reglas propias de la mecánica contable, 

encaminadas a evitar que por la sola voluntad de los órganos sociales, el patrimonio social 

fluctúe a niveles inferiores de los señalados por el capital.”
74

 

 

ii. Noción Económica 

 El término económico para el capital social es probablemente, en la actualidad, el de 

menos desarrollo y prácticamente inexistente en la doctrina. Los economistas, en general, 

no se han preocupado por determinar un concepto unitario sobre esta materia. Sin embargo, 

varios autores coinciden de manera general al clasificarlo como un factor de producción. 
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 Según Verly, los economistas, tradicionalmente, clasifican el capital en tres 

categorías: la tierra, expresión genérica que comprende a los recursos naturales que se 

incorporan al proceso productivo; el trabajo como actividad humana; y el capital como tal. 

Los primeros dos elementos se agrupan dentro de los factores primarios de producción, ya 

que su concurrencia y cantidad es determinada fuera de la economía. A diferencia de esto, 

el capital es un factor secundario, producto mismo de la economía. Por esto, para 

simplificar la terminología, en sentido económico se dice que el capital es la riqueza 

producida que se aplica a ulteriores producciones más bien que al consumo inmediato. 

Otros autores han mencionado que capital, en sentido económico, comprende todo cuanto 

coopera en la producción, exceptuando a las fuerzas naturales tal y como nos presentan, y 

al trabajo humano.
75

 

 Los economistas incorporan dentro del término bienes con características que nos 

son fáciles de apreciar, como suma de valores, o medios de cambio, en otras palabras 

dinero. Los elementos que, usualmente, incorporan dentro del concepto de capital, 

comúnmente, se tratan de maquinaria, herramientas, útiles, edificios y cualquier activo 

duradero que se utilice en el funcionamiento de una empresa. 

 Siguiendo la misma tesis, Vito señala que el capital es “Toda riqueza que permite 

llevar a cabo la producción”
76

, descripción que comprende el capital físico como lo 

acabamos de conceptualizar, así como el resto de factores de producción empresarial.  
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 Por su lado, Hayek pretende superar la clásica división de factores, y define el 

capital como un conjunto de bienes reproducibles. Lo importante para Hayek no es que el 

capital haya sido producido, sino que el factor determinante es que deba ser reproducido. 

La reproductividad define para este autor, en consecuencia, la naturaleza intrínseca del 

capital.
77

 

 Resumiendo lo anterior, se nota cómo la economía ha descrito el capital, como su 

definición corriente que se refiere al conjunto de activos de una compañía, que se dedica a 

la explotación de una actividad comercial. Se refiere, entonces, al poder económico de la 

unidad de empresa, cuyo capital se hace mayor, si la actividad desarrollada prospera, o 

bien, disminuye si ésta falla.  

 Menciona Verly que lo más importante es que este término económico incluye, 

tanto el aporte de los socios, como los préstamos otorgados a la sociedad por terceros. “La 

noción económica del capital resulta así comprensiva de la financiación interna y externa 

de la empresa”.
78

 

 Para concluir, es importante mencionar que para los economistas el capital tiene un 

carácter operativo, de giro o de trabajo, cuya noción es comúnmente utilizada y aceptada en 

el ámbito empresarial y que se refiere a las ganancias necesarias para el desarrollo de los 

negocios de la sociedad, hasta recibir las ganancias producto de las ventas. Además, 

importante concluir que en término económico, al capital le es indiferente de dónde 

provienen los aportes. 
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iii. Noción Jurídica 

 Es prudente iniciar el presente apartado haciendo referencia al artículo veintinueve 

del Código de Comercio, según el cual, el capital social nace de las aportaciones que cada 

uno de los socios hace a la sociedad que constituyen, que puede consistir en dinero en 

efectivo, bienes muebles o inmuebles, títulos valores, créditos, trabajo personal o 

conocimientos. 

“Artículo 29: Cada socio deberá aportar alguna parte de capital, sea en 

dinero, bienes muebles o inmuebles, títulos valores, créditos, trabajo personal 

o conocimientos. No podrá obligarse a los socios a aumentar el aporte 

convenido, ni a reponerlo en caso de pérdida, salvo pacto en contrario. Al 

socio industrial se le asignará, por su trabajo, una suma que guarde relación 

con la cooperación que preste, pero nunca será menor del salario acordado 

para trabajos de esa índole, tomando en cuenta el lugar donde se preste esa 

cooperación personal. En todo caso, el socio industrial gozará de los derechos 

estipulados en el Código de Trabajo.” 

Se dice además, que si el aporte de los socios no corresponde a dinero en 

efectivo, sino bienes muebles o inmuebles, deben ser valorados, para asignarles un 

valor en dinero. Además, quien aporte este tipo de bienes, debe entregarlo a la 

sociedad, y ofrecer garantía de evicción. Adelante se verá las distintas 
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aproximaciones que se han indicado sobre el concepto jurídico del capital social, 

para tratar de ubicar el concepto que brinda el Código de Comercio costarricense. 

La doctrina ofrece tres grandes categorías dentro de la noción jurídica del 

capital social, las cuales se identifican como: 

1. Identificación del Capital con Aportes: Para esta noción, se toma como punto 

de referencia, como lo dice su nombre, los aportes de los socios. Se afirma, 

entonces, que el capital no es más que la suma de los aportes de los 

accionistas. Este concepto tiene fuertes críticas, ya que muchas veces se 

rompe la relación entre capital y aportes, como es el caso de las acciones con 

prima, aumento de capital con reservas y utilidades y/o la reducción del 

mismo por motivo de pérdidas. Además, Pérez de la Cruz sostiene que la 

prioridad no corresponde a los aportes, sino a la fijación de la cifra del 

capital, de manera que los aportes se realizan hasta cumplir con la cifra 

determinada. Por esta razón, agrega que carece de sentido decir que el capital 

social se determina por el valor de los aportes de los socios, cuando las 

prestaciones patrimoniales que estos efectúan adquieren consideración 

jurídica de un verdadero aporte, sólo cuando van destinados a servir de 

cobertura al valor de capital.
79
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2. Concepción Abstracta o Nominalista del Capital a Partir de la Distinción Entre 

Capital Social y Patrimonio: Esta es la noción adoptada por la mayoría de autores. 

Para esta categoría, se concluye que mientras el patrimonio es la expresión de la 

realidad palpable que se presente como un conjunto de bienes, en constante cambio 

en cuanto a su composición y cuantía con la evolución de la empresa, el capital 

social es, en sentido contrario, una noción abstracta y formal, expresado en números 

contables, que no coincide con un patrimonio efectivo. Los seguidores de esta 

categorización del capital social expresan que es común que en el momento de la 

constitución de la sociedad coincida el capital social con el patrimonio. Esta 

coincidencia desaparece cuando la compañía inicia con el desarrollo de su actividad 

comercial, ya que los aspectos propios del negocio afectan el patrimonio de la 

empresa, aumentándolo o reduciéndolo, mientras que el capital permanece 

indiferente a estas situaciones, y solo puede ser modificado con el previo acuerdo de 

accionistas, con las formalidades exigidas por la ley. Se dice, entonces, que el 

capital es la cifra que revela en cada sociedad el monto que va a quedar impuesta la 

obligación por la ley para la concesión del beneficio de limitación de la 

responsabilidad. Así, la sociedad hace público el compromiso de mantener la cifra 

del activo sobre la del pasivo, por cantidad al menos igual a la determinada por el 

capital social. 

 

3. Concepción Dualista del Capital Social: Esta categorización jurídica tiene como 

objetivo superar todas las contradicciones en torno a la mencionada noción 

nominalista. Su principal aporte es la separación entre capital real y nominal. Se 
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indica que ambos son parte esencial en la construcción de un concepto jurídico 

indisoluble. La definición nominal corresponde a aquella que se refiera a la cifra 

mencionada en los estatutos de la sociedad e incluida en los balances contables, para 

indicar el valor mínimo al que debe ascender la diferencia entre los activos y los 

pasivos de la empresa. Por otro lado, en su parte real o tangible, el capital social es 

la fracción del patrimonio neto, determinado cuantitativamente, del que la sociedad 

no puede disponer libremente, ya que está destinada a cubrir el valor nominal del 

capital. Cuando se habla del carácter del capital social como garantía que cumple 

ante terceros, se acude a la presente noción.  

 Según lo expuesto en el anterior punto tercero, ésta será la noción que se desarrollará 

en lo que resta de la presente, por adecuarse a lo que defiende esta tesis. 

Para concluir, es necesario hacer la observación de que aunque estos conceptos 

jurídicos se encuentran estrechamente relacionados, estos responden a diversos fenómenos, 

razón por la cual, en la actualidad, se acepta gran variedad de conceptos para definir el 

capital social en las sociedades de capital, y sobre todo en las sociedades por acciones o 

anónimas.
80

 

 

B. La Acción dentro del Capital Social 

 Es importante en este punto referirse a las acciones debido a su esencial relación e 

importancia que tienen dentro del capital social de las sociedades anónimas. Sería 
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imposible seguir con la presente investigación, sin detenerse y comprender el concepto, 

características generales, así como la legislación actual relacionada con las acciones que 

conforman el capital social de una sociedad anónima. 

 Primero, nuestro Código de Comercio, en su artículo número ciento veinte brinda una 

breve definición del concepto de la acción: 

“Artículo 120: La acción es el título mediante el cual se acredita y transmite la 

calidad de socio. Las acciones comunes –también llamadas ordinarias- 

otorgan idénticos derechos y representan partes iguales del capital social y 

deberán ser nominativas. Esta prohibida la emisión de acciones sin valor. 

Tanto las acciones comunes como las preferentes u otros títulos patrimoniales, 

podrán ser emitidos en moneda nacional o extranjera” 

 Ahora bien, si se analiza el mencionado artículo, se puede obtener los primeros 

puntos de importancia en la definición de la acción que ofrece la legislación 

nacional. 

 Como primer punto clave, se debe entender que la acción es aquello que le 

brinda a cierto individuo la calidad de socio en una sociedad anónima. Segundo, las 

acciones se dividen en varios tipos, ya que se hacen menciones a las acciones 

comunes u ordinarias, así como las acciones preferentes. Como tercer aspecto de la 

acción, se puede notar que la misma otorga derechos a quien la ostenta y representa 

parte del capital social de la sociedad anónima. En cuarto lugar se tiene que la acción 

debe ser nominativa, es decir, debe pertenecerle a una persona; en otras palabras, la 

emisión de acciones al portador, según la legislación nacional no es válida. Por 



 

 

97 

 

último, el artículo ciento veinte, también, nos indica que la acción podrá ser en 

colones o en moneda extranjera. 

 Por su parte, el autor costarricense Ignacio Dobles ha incluido las mismas 

características mencionadas dentro de la definición que expone de la acción. Dobles 

indica que: “La acción es, junto con el capital, el concepto y el elemento esencial de 

la sociedad anónima. Inicialmente se puede decir que la acción es un documento en 

el cual se incorpora la condición de accionista, representando de tal forma su 

participación en el capital que una y otra se transmiten mediante la simple 

transmisión del documento mediante el endoso. Es precisamente la incorporación al 

título de una participación económica en la sociedad y de la condición de socio, 

unida a la simple transmisión, lo que atrae a inversionistas de todo tipo ai suscribir 

acciones.”
81

 

 Además de los aspectos mencionados inicialmente, cabe destacar que el señor 

Monge le agrega una característica muy importante al señalar que la acción se 

transmite mediante el endoso, lo cual encuentra su fundamentación en el artículo 

seiscientos ochenta y ocho del Código de Comercio: 

 

“Artículo 688: Los títulos nominativos son transmisibles por endoso 

nominativo e inscripción en el registro del emisor.” 

 

 Para concluir con la conceptualización básica, cabe mencionar que Cabanellas ha 
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definido la acción en su diccionario jurídico como: “(…) una de las partes o porciones en 

que se divide el fondo o capital de una compañía o sociedad. Surge así la existencia de 

sociedades por acciones, como en el caso de la sociedad anónima. Las acciones se 

reputan, en general, como bienes muebles; pues se traduce en una cantidad de dinero el 

valor que ellas representan. Acción es también el título en que consta esa participación en 

el capital social.
82

 

 No es coincidencia que ambas definiciones contengan las principales características 

que denota el artículo ciento veinte de nuestro Código de Comercio, ya que la doctrina ha 

sido constante en sostener que el significado de acción denota una triple perspectiva desde 

el punto de vista jurídico. Estas se pueden denominar: la acción como parte alícuota del 

capital social, la acción como título valor nominativo de participación que incorpora la 

condición de accionista, y la acción como conjunto de derechos y obligaciones que integran 

la condición de socio. 

 Desde lo más básico, y como se ha estudiado, la acción es ante todo, una parte del 

capital social de la sociedad anónima. Por esta razón, se ha dicho que el capital social de las 

compañías debe siempre dividirse y ser representado por acciones que tengan el mismo 

valor. Para Carlos Villegas, la acción se le entrega al accionista como contraprestación a la 

entrega de su aporte a la sociedad. Agrega además, que esto se trata de la puesta en marcha 

del principio de realidad del capital, el cual se verá más adelante, indica que las acciones 

son representación de lo aportado por cada socio, de manera que cuanto mayor será el 

                                                           
82

 Cabanellas,  Diccionario Jurídico Elemental, 13. 



 

 

99 

 

aporte, mayor participación accionaria tendrá.
83

 

 Dentro de la misma perspectiva se debe decir que lo anterior no significa que el 

accionista sea dueño de los bienes que integran el patrimonio de la sociedad, ni siquiera de 

su parte alícuota, ya que no tiene derecho a exigir que se le entreguen bienes en proporción 

a su aporte, sino que tiene exclusivamente derecho a que le sean entregadas sus respectivas 

acciones. 

 Desde la perspectiva de la acción como título que otorga la calidad de socio, 

Villegas menciona que anteriormente el profesor Garrigues había definido que la posesión 

de una acción atribuye a su titular el derecho de socio de la sociedad anónima, y que la ley 

debe recoger el significado de la acción como conjunto de derechos y obligaciones 

corporativos integrantes de la condición de socio. Básicamente, se mencionan tres derechos 

esenciales que otorga la condición de socio a través de la posesión accionaria: el derecho de 

participar en el reparto de las ganancias sociales; el derecho de participar en el reparto de 

patrimonio resultado de la liquidación, y el derecho de votación en las asambleas 

generales.
84

 

 Según lo anterior, este aspecto se fundamenta en la incorporación material de la 

acción como parte del capital, a un documento, o título apto para su libre circulación y 

transmisión de derechos. 

 Como último aspecto, y como se puede extraer de lo recién mencionado, la acción 

como expresión de la participación social del socio, a su vez, resume los derechos y 
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obligaciones que le competen al socio titular del título accionario. Gastón Certad lo ha 

expresado de la siguiente manera: “El título circulativo que incorpora y certifica la 

participación efectiva en la vida del ente social con todos los derechos y deberes que de 

ella descienden.”
85

 

En esta misma línea, Villegas expone que el significado primordial de la palabra 

acción es el de acción contra la sociedad, esencialmente el derecho a participar en los 

beneficios. Agrega, también, que el capital social es desde el inicio subdividido en partes 

que constituyen un complejo unitario de derechos y poderes, y que las acciones conforman 

unidades autónomas y distintas, por lo que quien posee varias acciones tiene una suma de 

otros y complejos facultades y derechos, así conforme vaya aumentando la cantidad.
86

 

 Ahora bien, en Costa Rica, las acciones se encuentran reguladas en el Código de 

Comercio, entre los artículos ciento veinte y ciento treinta y nueve. Esta clasificación inicia, 

como se vió, por una conceptualización general, hasta expresar cada requisito que debe 

contener el título accionario. 

 Es importante mencionar, que según el artículo ciento veintiuno, se deja abierta la 

posibilidad de emitir gran variedad de tipos de acciones y otros tipos de títulos valores, que 

será lo primero que se abordará en cuanto a la legislación nacional. 

“Artículo 121: Además de las acciones comunes, la sociedad tendrá amplia 

facultad para autorizar y para emitir una o más clases de acciones y títulos-

valores, con las designaciones, preferencias, privilegios, restricciones, 
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limitaciones y otras modalidades que se estipulen en la escritura social y que 

podrán referirse a los beneficios, al activo social, a determinados negocios de 

la sociedad, a las utilidades, al voto, o a cualquier otro aspecto de la actividad 

social.” 

 

 Se extrae, entonces, del artículo anterior, que la sociedad podrá emitir toda clase de 

acciones, con las preferencias, privilegios o restricciones que así los determinen los socios 

en la escritura constitutiva, o bien, mediante reforma. Entre otras cosas, se menciona que 

las acciones especiales mencionadas en dicho artículo podrán otorgar beneficios al activo 

social, negocios, utilidades, en el derecho al voto, o bien cualquiera que se incluya en los 

estatutos. 

 Continuando con lo más relevante, se encuentra con los artículos ciento veintitrés, 

ciento treinta y nueve, y ciento treinta y nueve bis, que expresan el carácter de 

indivisibilidad que ostentan los títulos accionarios. 

“Artículo 123: Las acciones son indivisibles. Cuando haya varios propietarios 

de una misma acción, nombrarán un representante común y si no se pusieren 

de acuerdo, el nombramiento será hecho por el juez competente, por los 

trámites de jurisdicción voluntaria. El representante común no podrá enajenar 

o gravar la acción, sino de acuerdo con las disposiciones del Código Civil en 

materia de copropiedad. Los copropietarios responderán solidariamente a la 

sociedad, de las obligaciones inherentes a las acciones.” 
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“Artículo 139: Cada acción común tendrá derecho a un voto. En el acto 

constitutivo no podrán establecerse restricciones totales o parciales a ese 

derecho, sino respecto de acciones que tengan privilegios en cuanto a la 

repartición de utilidades o reembolso de la cuota de liquidación, pero no 

podrá limitárseles a éstas el derecho de voto en asambleas extraordinarias, ni 

en lo referido en el artículo 147. Se prohíbe la emisión de acciones de voto 

plural.” 

“Artículo 139 bis: En caso de pignoración de acciones, el derecho de voto 

corresponde al socio, tanto en asambleas ordinarias como extraordinarias, 

salvo pacto en contrario, al acreedor pignoraticio en asambleas ordinarias y 

al socio de las extraordinarias. 

En caso de usufructo de las acciones, el derecho de voto corresponde, salvo 

pacto en contrario, al usufructuario en asambleas ordinarias y al nudo 

propietario en las extraordinarias. 

En los dos casos anteriores, el derecho de suscripción preferente corresponde 

siempre al socio. Si tres días antes del vencimiento del plazo, el socio no 

consignare las sumas necesarias para el ejercicio del derecho de opción, éste 

deberá ser enajenado por cuenta del socio por medio de un agente de bolsa, o 

de un agente libre.” 

 

 Se extrae de los artículos anteriores, que en Costa Rica no es posible la 

división de una acción entre dos sujetos. Es claro que las normas prevén la 
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copropiedad, sin embargo, para todas aquellas situaciones en las que se requiera 

unidad, los sujetos copropietarios deben designar un representante común que se 

encargue de la decisión. 

 

 A esto, Ignacio Dobles agrega que esta norma, “a partir de la indivisibilidad 

de las acciones, establece la copropiedad entre sus dueños, y prevé que, en ese 

supuesto debe designarse una persona para que los represente. No distingue 

respecto a derechos que sean indivisibles como el voto y otros que puedan ser 

ejercidos con independencia por cada uno de ellos.”
87

 

 

 En cuanto a esta última frase, como se puede notar en los mencionados 

artículos, no existe una lista taxativa de cuándo deban nombrar un representante 

común, sin embargo, se debe hacer el respectivo análisis de derechos en juego, para 

determinar si es posible dividirlo, o bien, debe tomarse una decisión mutua. 

 

 Siguiendo con el análisis de la más importante legislación relacionada, se 

debe mencionar el artículo ciento treinta y cuatro del Código de Comercio, el cual 

expone los requisitos que deben contener las acciones y los certificados. 

“Artículo 134: Las acciones y los certificados deberán contener: 

a) La denominación, domicilio y duración de la sociedad; 
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b) La fecha de la escritura, el nombre del notario que la autorizó y los datos de 

la inscripción en el Registro Público; 

 

c) El nombre del socio.  

 

d) El importe del capital autorizado o pagado y el número total y el valor 

nominal de las acciones; 

 

e) La serie, número y clase de la acción o del certificado, con indicación del 

número total de acciones que ampara; y 

 

f) La firma de los administradores que conforme a la escritura social deban 

suscribir el documento.” 

 

Por lo anterior,  se debe hacer énfasis que la ley exige, entonces, que cada acción sea 

específica sobre las sociedad respectiva, indicando de manera clara su denominación, 

identificación y domicilio social, así como los detalles de la respectiva escritura de 

constitución de ésta, incluyendo número de escritura, protocolo y nombre del Notario 

Público. Como se ve, se exige además, que se indique el nombre, serie y clase de acción, 

así como su respectivo valor y cantidad de títulos que ampara. Por último es requisito que 

la acción indique el nombre del socio a quien le pertenece, y que éste se encuentre firmado 

por el órgano de administración, según lo establecido por la escritura social, o en su defecto 

por el presidente y secretario de la junta directiva. 
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Para concluir, se debe mencionar el principio de doble intestación que rige en la 

presente materia a nivel nacional. Lo anterior, significa, en pocas palabras, que para que el 

accionista sea válidamente propietario de la acción, además de poseer el respectivo título, 

éste debe estar anotado y registrado en el respectivo libro de registro de accionistas que 

lleva la sociedad. Ignacio Dobles ha definido que “el accionista no es dueño de los bienes 

sociales, como suele confundirse usualmente por los mismos socios, sino que jurídicamente 

es tenedor de un título que junto con su debida inscripción en el libro de Registro de Socios 

lo acredita o legitima para el ejercicio pleno die los derechos sociales y será también 

sujeto de obligaciones.”
88

 

Además de lo anterior, la ley costarricense especifica en su artículo ciento treinta y 

siete que los mencionados registros deberán contener el nombre, nacionalidad y domicilio 

del dueño de cada acción, así como la respectiva clase, expresando su número y su serie. 

También tendrá que llevarse un estricto control sobre los pagos y traspasos que se efectúen, 

la conversión de acciones nominativas en acciones al portador, los canjes y cancelaciones, 

y los gravámenes que afecten las acciones; todo esto como lo vemos a continuación: 

“Artículo 137: Las sociedades anónimas llevarán los registros necesarios en 

que anotarán: 

a) El nombre, la nacionalidad y el domicilio del accionista; la cantidad de 

acciones que le pertenezcan, expresando los números, series, clases y demás 

particularidades; 
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b) Los pagos que se efectúen; 

 

c) Los traspasos que se realicen; 

d) (Derogado por el artículo 16 aparte b) de la ley N° 9068 del 10 de 

setiembre del 2012, "Ley para el cumplimiento del estándar de Transparencia 

Fiscal") 

e) Los canjes y las cancelaciones; y 

 

f) Los gravámenes que afecten las acciones.” 

 

SECCION II. Concepción doctrinal y principio rectores 

 

 Al haber estudiado sus principales nociones, en la presente sección se procederá con 

la definición y conceptualización unificada de capital social. Además, se verán los 

principios que rigen el capital social, con el fin de cada vez acercarse más a la problemática 

existente en Costa Rica en relación con el capital social de las sociedades anónimas.  
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A. Diferencia entre Capital Social y Patrimonio 

 En este punto, es necesario hacer la diferenciación terminológica de capital social y 

el patrimonio social de una sociedad anónima, términos que para cualquiera podrían ser 

muy fáciles de confundir.  

 Como se puede extraer de lo mencionado y estudiado hasta el momento, por lo 

general, el capital social suele ser una cifra estática, mientras que el patrimonio es 

dinámico, acorde en las actividades comerciales de la empresa. Estas cifras no 

necesariamente deben coincidir, y de manera muy común, estos datos únicamente 

coinciden en el momento de la constitución de la sociedad, cuando el único patrimonio que 

ésta tiene son los aportes realizados por los socios, para que la entidad comience a producir, 

por lo cual a lo largo de la vida comercial de la sociedad, el patrimonio estará en constantes 

variaciones. Esta tesis es respaldada por Carolina Leonhart, quien además, agrega: “La 

cifra del capital refleja el valor de los bienes que los socios han aportado, o se han 

comprometido a aportar al constituir la sociedad o al ser aumentado el capital, y se 

contabiliza como pasivo no exigible. El capital es una cifra ideal, mientras que el 

patrimonio constituye un valor real.”
89

 

 Se ve, entonces, a partir de lo que dice Leonhart, que el capital ha sido comúnmente 

diferenciado del patrimonio, al ser éste una ficción jurídica, un término legal que se refiere 

al aporte inicial de los socios, que en caso de no ser en dinero, debe ser calculado en ese 

sentido, para ser expresado de tal forma, a manera de capital social. Farina ha dicho al 

respecto, que “El capital social es una cifra abstracta, intangible e invariable que 
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representa el valor de los bienes que los socios han aportado o comprometido aportar en 

propiedad. El capital es un concepto jurídico; es una cifra invariable (lo cual no implica 

inmodificable), pues se mantiene pese alas variaciones que pueda sufrir el patrimonio y 

solo puede modificarse mediante resolución adoptada por la mayoría requerida, según el 

tipo social que decida aumentarlo o disminuirlo.”
90

 

 A partir de lo anterior, es prudente decir que la diferencia más importante entre 

ambos conceptos se puede determinar indicando que el capital social es un número 

contable, que representa la valoración de los aportes, así como las promesas realizadas por 

los socios y coincide con el valor nominal de las acciones que emita la sociedad anónima; 

mientras que el patrimonio es el conjunto de bienes y derechos que realmente tiene la 

sociedad en un momento determinado y en constante alteración, debido a las distintas 

variantes de acuerdo con las operaciones diarias que realice la sociedad. El capital social, 

como se mencionó, es invariable, al menos que se haga el respectivo procedimiento, de 

acuerdo con la legislación. 

 La relación entre el capital social de la sociedad y el patrimonio es la que brinda la 

solvencia económica de ésta, así como su progreso, o bien, sus pérdidas. A medida que el 

valor del patrimonio rebase la cifra del capital, esto indicará que la situación es favorable 

desde el punto de vista económico y contable de la compañía, mientras que, en caso 

contrario, significará que las pérdidas han llevado al capital a no tener respaldo, lo que se 

puede llamar pérdida de capital. 
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 Por su parte, Steinvorth expone una clara diferenciación conceptual, y define el 

patrimonio como el conjunto efectivo de bienes de la sociedad en un momento 

determinado, el cual aumenta en caso de prosperidad de la compañía y disminuye en caso 

contrario; mientras que el capital social es, por lo contario, solamente una cifra permanente 

de la contabilidad, que no necesita corresponder a un equivalente patrimonial efectivo. Para 

el presente autor, la cifra del capital social es esencial, ya que indica el patrimonio que debe 

existir, y no el que efectivamente existe. Se trata de un requisito esencial para la formación 

de la sociedad.
91

 

 En conclusión y en palabras concisas de Mauricio París, “El capital esta vinculado 

a una cifra fija y convencional que se inserta en los estatutos, cifra que proviene de la 

suma de los valores nominales de las acciones o participaciones sociales en que se divide. 

Por su parte, el patrimonio se refiere al conjunto de bienes, derechos y obligaciones de 

contenido económico que pertenecen a la sociedad en cada momento. Así, el capital social 

es un concepto jurídico mientras el patrimonio es mas bien uno económico.”
92

 

 

B. Definición doctrinal de Capital Social 

 Para iniciar con la presente conceptualización, se puede mencionar la definición de 

Cabanellas al respecto, definición que no hace una distinción particular con el patrimonio, 

por lo que no es compartida para efectos de la presente. Cabanellas define el capital social 

como: “la totalidad de los bienes pertenecientes a una sociedad civil, industrial o 
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mercantil. De modo más particular, la masa de bienes con la cual se constituye, y la que 

ulteriormente se amplíe, para desenvolver sus actividades y responder en su caso de las 

obligaciones.”
93

 

 Como se indicó, la anterior definición no se comparte debido a que incluye la frase 

“la totalidad de los bienes pertenecientes a una sociedad”, lo cual parece reflejar de manera 

general que los bienes que se produzcan a partir de la actividad económica, realizada con 

los aportes iniciales son parte del capital social, lo cual, como se vio en el apartado anterior, 

se trata más bien del patrimonio (no neto). La definición no es incorrecta, pero puede llevar 

a la confusión al no especificar sobre los bienes que se producen a partir del capital social. 

 Por su lado, Leonhart ha definido de manera más acertada el capital social como 

una noción contable, de especial interés jurídico, que representa los aportes realizados por 

los socios, cuyo monto figura en el acto constitutivo de la sociedad y sólo puede variar si se 

cumplen los requisitos que establece la ley.
94

 

 Esta definición, a diferencia de la brindada por Cabanellas, sí hace la diferencia y el 

énfasis necesario en el hecho de que el capital social se encuentra conformado por los 

aportes realizados por los socios en el acto constitutivo de la sociedad, a los cuales se les 

asigna un valor monetario para expresarlo de tal manera. Aunque esta definición se 

comparte, no se considera que sea la adecuada, por faltarle ciertas características 

adicionales de gran importancia conceptual. 
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 Por su parte, Carlos Villegas define el capital social como un capital nominal, fijado 

de forma estable por una cifra en el momento de constitución, que tiene funciones contables 

y jurídicas, y una existencia de derecho y no de hecho.
95

 Sin embargo, esta definición 

aunque acertada, es incompleta, ya que no incluye el punto esencial de que se trata de los 

aportes debidamente pagados por los socios. 

 Aproximándose a una definición más acertada, se puede mencionar la que brinda 

Ricardo Sandoval, el cual establece que el capital social de la sociedad anónima es “el 

fondo común suministrado por los socios, dividido en acciones, todos de igual valor.”
96

 

 Por último, y con lo cual se comparte la opinión del señor Mauricio París, la 

definición más acertada de las estudiadas es la que ofrece Vincent Chulia, quien lo define 

como un fondo de explotación empresarial integrado por las aportaciones de los socios. 

Aportaciones que se realizan con la finalidad de que la sociedad desarrolle inicialmente las 

actividades económicas que son propias de su objeto social.
97

 

 Ahora bien, ninguna de las anteriores satisface de manera completa las 

características que para efectos de la presente investigación debe contener la definición de 

capital social. Tomando los principales aspectos de cada una, se puede concluir con una 

enunciación que se forma a partir del análisis de nociones contables, económicas y 

jurídicas; diferenciación de término con el patrimonio social, conceptos que la doctrina le 

ha asignado al capital. Esta fusión definiría el capital social como: El fondo común de 
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explotación empresarial integrado por las aportaciones de los socios, determinado en 

acciones de igual valor, el cual es fijado en el acto constitutivo de la sociedad anónima, con 

funciones contables y jurídicas, para la realización de las actividades económicas propias 

de su objeto social. 

 A continuación, se estudiarán los principios que rigen el capital social de las 

sociedades anónimas, tomando en cuenta definición que se le ha asignado al mismo en el 

presente apartado. 

 

C. Principio de Determinación y Unidad 

 Para varios autores estos se tratan de principios independientes, sin embargo, para 

los efectos de la presente investigación, se considera que deben considerarse, siempre, 

como una unidad, debido a la complementación que cada uno requiere para su validez. 

 Este principio se refiere a la determinación que debe tener el capital social en la 

sociedad anónima. En otras palabras, para que exista la sociedad anónima debe tener un 

capital social determinado y expresado. Esto se encuentra en la legislación costarricense en 

los artículos dieciocho, ciento veinte, ciento treinta y cuatro, y ciento treinta y siete del 

Código de Comercio. Según esto, la cuantía del capital social debe indicarse 

obligatoriamente en los estatutos de la sociedad. Sin importar el número de sucursales o 

subsidiarias, debe tener un solo capital que constituye una unidad jurídica y económica. 
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Sandoval ha indicado que “La determinación del capital es una mención esencial de la 

escritura social y del extracto que de ella se forma para inscribirlo y publicarlo.”
98

 

 Hernán Verly ha descrito que este principio consagra la necesidad de fijación 

numérica exacta de la cifra de capital en moneda de curso legal. Además, debido a este 

principio, es que es necesaria la valuación de los aportes no dinerarios de los socios, así 

como las reglas a las que debe ajustarse.
99

  

 Se puede agregar que gracias a este principio se entiende que el capital social de la 

sociedad anónima es único. Es un fondo común de aportes realizados por los socios, 

debidamente determinado y expresado de manera detallada en cuanto a cuantía y situación. 

En palabras de Carolina Leonhart, el capital es uno solo, y consecuentemente, está 

representado por una cifra que representa los aportes de los socios. Es necesario que el 

capital social esté determinado en el estatuto, que se indique la cantidad y clase de acciones 

en que se encuentre representado, el valor nominal y los votos que otorga cada una de 

ellas.
100

 

 La permanencia de un capital fijo y determinado sirve de garantía a los acreedores y 

socios. Verly lo llama “el valor global del patrimonio de garantía” y expresa que por el 

presente principio la sociedad tiene un único capital con el que responde por todas las 

deudas sociales.
101

 Esta determinación no debe ser únicamente en su cuantía, sino que debe 

estar especificada su situación de pago, explicando si fue pagado en su totalidad, o bien, el 

respectivo plazo para cancelarse. 
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D. Principio de Capital Mínimo 

 Este principio, como se puede entender por lo descrito hasta el momento, no es 

aplicable de manera general en la legislación costarricense, ya que, en la actualidad, no 

existe una norma que exija a la totalidad de sociedades anónimas un capital social mínimo. 

Países como Argentina y España son ejemplos de países en los que la ley exige un capital 

social mínimo para la legal constitución de una sociedad anónima, y en los cuales es 

evidente la presencia del presente principio. 

 Lo anterior, no significa que en Costa Rica no se pueda presenciar la esencia de este 

principio en algunos sectores. Algunas entidades nacionales, especialmente las que son 

supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financiera (SUGEF), 

Superintendencia General de Seguros (SUGESE) y la Superintendencia General de Valores 

(SUGEVAL), tienen como requisito el aporte de un capital social mínimo para su 

constitución. Estos casos son regulados, específicamente, por leyes que más adelante se 

abarcarán en detalle.   

 Ahora bien, Leonhart ha expresado que este principio tiene por objeto que la figura 

de la sociedad anónima sea utilizada para empresas de gran envergadura.
102

 A pesar de ello, 

gran parte de la doctrina sostiene que esto sigue siendo insuficiente, puesto que la 

utilización de sociedades anónimas de carácter familiar sigue dándose, o incluso para 

pequeñas empresas que no calzan con la función específica de la sociedad anónima. 
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E. Principio de Efectividad o Correspondencia 

 Para gran parte la doctrina, el presente principio se refiere a la necesidad de 

equivalencia o correspondencia entre el capital social y el patrimonio de la sociedad, y así 

lo menciona Verly, al indicar que “Impone este principio la necesidad de correspondencia 

entre la cifra de capital y los bienes efectivos que constituyen el patrimonio. (…) En el 

mismo sentido, los sucesivos aumentos deben responder este principio, preservando esta 

idea de equivalencia entre capital y patrimonio.”
103

 

 Se dice que este principio tiene como objeto resguardar los intereses de los 

acreedores sociales, creando normas para asegurar la correspondencia entre ambos montos. 

Sin embargo, como se explicará, debe entenderse que este principio no busca la exacta 

igualdad entre capital social y patrimonio social, sino que una conveniente relación entre 

ambos para el correcto funcionamiento de la sociedad anónima. 

 Ahora bien, parece que lo que menciona la doctrina sería más bien lo ideal, por no 

decir utópico. Se considera que la definición del principio no es del todo acertada y acorde 

con la realidad, ya que como se ha visto, es necesaria la distinción entre capital social y el 

patrimonio, lo cual no tiene porqué ser equivalente, para cumplir con los demás principios, 

nociones y funciones del capital social. 

 Se comparte la idea de que el capital social debe ser un fondo de garantía y 

retención para acreedores y socios de la empresa, pero por ello no debe ser éste un monto 

igual a su patrimonio. El principio de efectividad busca que el patrimonio social alcance 

por lo menos a cubrir el monto del capital social, ya que este último funciona como una 
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cifra de retención. Se busca con esto instaurar normas para que el patrimonio no ronde 

cifras inferiores al capital social, provocando pérdidas para los socios, así como posibles 

deudas a terceros. Leonhart agrega que lo que se busca es asegurar la correspondencia entre 

el capital y los bienes que efectivamente componen el patrimonio, y se requiere que el 

patrimonio neto alcance a cubrir el valor del capital social.
104

 

 Por último, otra parte de la doctrina se refiere a este principio como una realidad del 

capital social inicial de la sociedad. Esto, en otras palabras, significa que los aportes de los 

socios sean realmente valuados en un monto dinerario real y que efectivamente corresponda 

con el patrimonio inicial de la sociedad que responde por las deudas sociales a sus 

acreedores. Esta tesis es sostenida por Sandoval, quien menciona que “atendida la 

circunstancia que en la sociedad anónima el accionista sólo responde del pago de sus 

acciones y no por las deudas sociales, el principio de efectividad persigue que el capital 

sea real, porque constituye el derecho de prenda general para los acreedores de la 

compañía.”
105

 

 

F. Principio de Variabilidad Condicionada  

 Este principio ha sido denominado, también, el Principio de Invariabilidad, de 

Estabilidad, de Permanencia o de Fijeza del Capital Social.  Sin embargo, la denominación 

que se ha considerado la más acertada es la de variabilidad condicionada, ya que no se 

limita como lo hace con sus otras denominaciones. 
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 Este principio propone que la cifra del capital social no puede ser libremente 

alterada, es decir, que cada vez que el capital sufra alguna modificación debe ser acorde en 

lo exigido en la ley y cumpliendo con los requisitos establecidos. Como lo menciona Verly, 

“atento que el cumplimiento de determinados requisitos legalmente previstos habilita la 

modificación de la cifra”.
106

 

 En términos muy sencillos y acertados, Mauricio París describe este principio como 

aquel que sostiene que el capital social no varía salvo que se modifiquen los estatutos 

sociales. Hace además, énfasis en la diferenciación que existe entre el capital social y el 

capital propio de la sociedad, siendo el último un término más amplio que abarca además 

reservas, dividendos no distribuidos y cualquier otra aportación de patrimonio similar.
107

 

 Se ha dicho que cada aumento de capital debe ir acompañado de un aumento en el 

patrimonio social, condicionando así nuevamente la variabilidad del capital social. Como se 

ha mencionado, siempre que se vea modificado, sea en un aumento o en una disminución, 

debe ser mediante los trámites legales establecidos al efecto y modificando, en ese sentido 

los estatutos sociales. Esto lo respalda el autor Raúl Sandoval, quien agrega que “el capital 

social debe ser fijado de una manera precisa en los estatutos y debe permanecer así 

mientras no sea aumentado o disminuido por reforma de los mismo.”
108

 

 Por último, se ha dicho en la doctrina, que el presente principio busca por un lado, y 

de manera interna de la sociedad, proteger la proporcionalidad de participación de los 

socios, y por otro lado, y de forma externa, la fijeza de la garantía a terceros que en teoría 
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brinda el capital social. En cuanto a esto último, Carlos Villegas ha mencionado que la libre 

alteración del capital social, sin el correlativo aumento en el patrimonio social significaría 

un engaño para los acreedores.
109

 

 

G. Otros Principios 

 Para concluir con la presente sección, no está de más mencionar algunos principios 

adicionales que la doctrina ha expresado, pero que a nivel práctico carecen de la misma 

importancia que caracterizan a los principios tratados aquí anteriormente. 

 Dentro de estos principios, se puede mencionar primeramente el de Suscripción 

Total, el cual se refiere a que el capital debe ser cubierto totalmente en el momento del acto 

constitutivo, esto para que éste sea real, y para así evitar capitales ficticios.  

 Otro principio que se encuentra presente para algunos autores es el Principio de 

Desembolso Mínimo, éste se refiere a que dependiendo de la legislación, sea exigido que 

un cierto porcentaje de los aportes sea realizado en dinero. En Costa Rica, el porcentaje 

exigido es del veinticinco por ciento, así establecido en el artículo ciento cuatro del Código 

de Comercio. 

Artículo 104: La formación de una sociedad anónima requerirá: 

a) Que haya dos socios como mínimo y que cada uno de ellos suscriba por lo 

menos una acción; 

                                                           
109

 Villegas, Sociedades Comerciales. Tomo II, 200. 



 

 

119 

 

 

b) Que del valor de cada una de las acciones suscritas a cubrir en efectivo, 

quede pagado cuando menos el veinticinco por ciento en el acto de la 

constitución; y 

 

c) Que en acto de la constitución quede pagado íntegramente el valor de cada 

acción suscrita que haya de satisfacerse, en todo o en parte, con bienes 

distintos del numerario. 

 

 Posteriormente se encuentra el Principio de Seriedad, el cual expone que el capital 

social, desde el momento de la constitución de la sociedad, debe ser acorde con su objeto 

social. Este, aunque no sea uno de los principios esenciales, es de suma importancia tenerlo 

presente en el modelo actual de la sociedad anónima, como se mencionará más adelante. 

 Por último, y aunque muy similar con el Principio de Desembolso Mínimo, se halla 

el Principio de Realidad, que como bien lo dice su nombre, trata de evitar que se 

constituyan sociedades con capitales ficticios. En otras palabras, busca que el capital social 

de las sociedades anónimas sea realmente representado y documentado a nivel contable, 

incorporando realmente el fondo económico necesario para el desarrollo de la actividad 

comercial. Este es otro principio cuya importancia se mencionará más adelante. 
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SECCION III. El Capital Social en la legislación costarricense 

 

 En la presente sección, se abarcará la presencia del capital social en la legislación 

costarricense. Se iniciará estudiando el caso especial de las entidades reguladas por la 

Superintendencia General de Entidades Financieras (en adelante “SUGEF”), la 

Superintendencia General de Seguros (en adelante “SUGESE”) y la Superintendencia 

General de Valores (en adelante “SUGEVAL”), las cuales son las que más presentan 

regulación relacionada. Se abarcará además, los mecanismos de suscripción del capital 

social, así como los medios para su comprobación. 

 

A. Regulación en cuanto a la materia 

 Como ha sido tratado hasta el momento, la legislación costarricense es muy 

lacónica en cuanto al tema del capital social, y prácticamente, no son implementados de 

forma total la mayoría de los principios que fueron analizados en la sección anterior. De 

manera general se encuentra en el Código de Comercio los artículos dieciocho, ciento dos, 

ciento cuatro, de ciento seis a ciento quince, ciento veinte a ciento cincuenta y uno, la 

legislación existente y aplicable al capital social de las sociedades anónimas. Todos estos 

artículos ya fueron analizados en las secciones anteriores por lo que no se abarcará mayor 

detalle de estos en la presente sección. 
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 Ahora bien, para el caso de Entidades Bancarias Privadas, Empresas Financieras no 

Bancarias, Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras, Entidades Administradoras de 

Fondos de Inversión, Bolsa de Valores y Puestos de Bolsa, existe su propia regulación en 

cuanto a capital social. Para efectos de la presente, se estudiarán los casos que se 

consideran más relevantes, al ser las más utilizadas en Costa Rica. Este es el caso de 

entidades bancarias privadas y entidades aseguradoras. 

 Se abarcarán estos casos porque se considera que es necesario estudiar las razones 

de fondo por las cuales se ha introducido, en cierta parte de las sociedades comerciales en 

Costa Rica, la necesidad de suscribir un capital social mínimo para la constitución para la 

legalidad y constitución de éstas, así como lo han hecho otros países, pero de manera 

general en sus sociedades anónimas. 

 

i. El caso especial de las entidades bancarias privadas 

 Para introducir el presente tema, es necesario referirse al Reglamento sobre 

autorizaciones de entidades supervisadas por la SUGEF, y sobre autorizaciones y 

Funcionamiento de Grupos y Conglomerados Financieros. Este reglamento brinda las bases 

en nuestro país, para la regulación de entidades financieras como lo son Bancos Privados 

que pretendan establecerse dentro del territorio costarricense.  

 Para lo que interesa resaltar dentro del presente trabajo, cabe hacer mención a la 

referencia que hace el reglamento a las recomendaciones emitidas por el Comité de Basilea 

sobre Supervisión Bancaria, las cuales señalaban que las entidades financieras que 



 

 

122 

 

pretendían establecerse dentro de un determinado país, debían estar sujetas al cumplimento 

de requisitos que como mínimo debían incluir la evaluación de su estructura de propiedad, 

idoneidad de los accionistas, directores y gerente general, auditor interno y oficial de 

cumplimiento, plan de negocio, controles internos y de la condición financiera proyectada, 

incluyendo la base de capital.
110

 Este último aspecto es el de mayor relevancia en temas de 

capital social de las sociedades anónimas en Costa Rica. 

 Este reglamento, en su artículo número cuarenta y seis, inciso “d”, introduce en la 

legislación costarricense, el análisis de un capital mínimo de funcionamiento, para 

entidades financieras supervisadas por la SUGEF. 

Artículo 46. Áreas de análisis: La valoración de la solicitud de autorización de 

entidades financieras supervisadas por la SUGEF, y de los grupos financieros 

supervisados por la SUGEF, SUGEVAL y SUPEN, se realiza considerando las 

siguientes áreas de análisis según corresponda: 

a)         idoneidad de los socios; 

b)         proyecto de negocio; 

c)         idoneidad de la dirección, administración, auditor interno y oficial de 

cumplimiento; 

d)         capital mínimo de funcionamiento; 

e)         proceso de fusión; 
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f)          cambio de nombre; 

g)         compromisos sucesorios. 

 

 Se ve, entonces, como para estas entidades, sí les es exigido el Principio de Capital 

Social Mínimo que fue analizado en la sección anterior. Como se mencionó, esto basado en 

las recomendaciones que se hicieron a nivel internacional en el Comité de Basilea, por el 

riesgo existente en el funcionamiento de este tipo de sociedades comerciales. Esto, a 

grandes rasgos, para mantener un fondo que pueda suplir eventuales deudas, y que sirva 

como una garantía para sus acreedores. 

 Más adelante, en su artículo cincuenta, el Reglamento es claro al indicar que estas 

entidades no podrán iniciar sus actividades financieras hasta el momento que el capital 

social mínimo haya sido totalmente suscrito y pagado en efectivo. Además, para esto 

establece métodos de comprobación de la suscripción del capital, que en un apartado 

posterior serán mencionados. 

Artículo 50.-Criterios para valorar el capital. Los criterios para valorar el 

capital de un intermediario financiero y de una sociedad controladora son los 

siguientes: 

a) Autorización de la emisión: En el caso de una colocación de acciones en un 

mercado organizado, la emisión cuenta con la autorización de la respectiva 

autoridad reguladora del mercado. 

 

b) Calidad del capital: Los instrumentos representativos del capital cumplen 
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con las condiciones para ser considerados como parte del capital social. No se 

acepta como capital social las acciones adquiridas por una empresa del mismo 

grupo o conglomerado financiero en virtud de operaciones de suscripción y 

colocación de valores, hasta que las acciones hayan sido colocadas en 

terceros. 

 

Ninguna entidad financiera podrá iniciar actividades de intermediación 

financiera mientras no tenga su capital mínimo totalmente suscrito y pagado 

en efectivo en colones o su equivalente en moneda extranjera. Para su 

comprobación, el capital deberá ser depositado en el Banco Central de Costa 

Rica y estará disponible para ser retirado conforme la entidad financiera de 

que se trate efectúe sus colocaciones e inversiones, o haga los pagos 

correspondientes a los gastos de organización e instalación.  En caso de que 

un intermediario financiero requiera incrementar el capital mínimo de 

funcionamiento como requisito para la autorización de una modificación de su 

objeto social, el capital social formará parte del capital mínimo. De existir un 

faltante para alcanzar dicho capital mínimo, éste deberá ser pagado en dinero 

efectivo y depositado en el Banco Central de Costa Rica. 

 

En el caso de aportes de capital efectuados en moneda extranjera, la 

equivalencia en colones costarricenses debe hacerse utilizando el tipo de 

cambio de compra de referencia calculado por el Banco Central de Costa 

Rica, vigente a la fecha en que se realiza el depósito. 
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 Se puede extraer del artículo precedente que se establece, además un control estricto 

al pago de su capital social, prohibiendo incluso, que parte del mismo conglomerado 

financiero adquiera parte de su capital social, sino hasta que el mismo haya sido adquirido 

por terceros. 

 Ahora bien, en materia de banca privada, el Reglamento sobre autorizaciones de 

entidades supervisadas por la SUGEF, y sobre autorizaciones y Funcionamiento de Grupos 

y Conglomerados Financieros, en su Anexo I, remite a la Ley Orgánica del Sistema 

Bancario Nacional para la materia de capital mínimo, esencialmente, a su artículo ciento 

cincuenta y uno. 

 Como se verá en su redacción, el mencionado artículo establece un capital mínimo 

no menor de cien millones de colones, para sociedades anónimas que vayan a realizar la 

actividad comercial de banco privado. Incluso, se deja abierta la posibilidad de que el 

Banco Central de Costa Rica, a su mejor criterio, y de acuerdo con las condiciones de la 

mencionada entidad, pueda elevar este mínimo de capital social. 

Artículo 151: El capital de un banco privado no podrá ser menor de cien 

millones de colones (¢ 100.000.000). Sin embargo, cuando la Junta Directiva 

del Banco Central de Costa Rica lo estime conveniente, ese monto podrá ser 

elevado, según su mejor criterio. La reserva legal suscrita por los bancos 

formará parte del capital. El capital social mínimo de cada banco cooperativo 

será igual al cincuenta por ciento (50%) del capital establecido por el Banco 
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Central para los bancos privados. Las sociedades financieras de inversión y de 

crédito especial de carácter no bancario deberán mantener un capital suscrito 

y pagado no inferior a una quinta parte del capital mínimo establecido para 

los bancos privados. Ante cualquier modificación en el capital mínimo de las 

entidades financieras mencionadas, la junta directiva procurará establecer 

plazos razonables de cumplimiento. Ninguna entidad financiera privada podrá 

iniciar sus operaciones mientras no tenga totalmente suscrito y pagado en 

efectivo su capital que, como comprobación, deberá depositar inicialmente en 

el Banco Central de Costa Rica, en una cuenta corriente, para que sea 

retirado conforme efectúe sus colocaciones e inversiones, o haga los pagos 

correspondientes a los gastos de organización e instalación. En ningún caso 

estos gastos podrán exceder del diez por ciento (10%) de su capital inicial, y 

deberán quedar amortizados totalmente dentro de un período máximo de cinco 

años. Provisionalmente, las entidades podrán hacer figurar en sus libros y 

balances, como activo, la parte que se hallare pendiente de amortización 

durante el lapso referido. 

 Es importante mencionar que en virtud de sus facultades, según el Acuerdo de Junta 

Directiva del Banco Central de Costa Rica, Artículo 4 del acta de la sesión Nº 5651-2014, 

celebrada el 25 de junio del 2014, publicado en La Gaceta Nº 134 del 04/07/2014, el capital 

mínimo requerido actual es de once mil novecientos diecisiete millones de colones (¢ 

11.917.000.000). 
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 Si bien es cierto, que en Costa Rica no existe el requisito de un capital social 

mínimo para sociedades anónimas, es importante hacer notar la presente excepción que 

presenta la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional. Además, se debe analizar la razón 

por la cual para este tipo de entidades se establece un mínimo de capital social. 

 Además de las recomendaciones del Comité de Basilea, cabe resaltar la 

trascendencia que tienen estas entidades en el ámbito económico del país, así como la 

importancia de que exista un respaldo y garantía para sus acreedores. El manejo de fondos 

públicos es un tema delicado, por lo que con el establecimiento de un mínimo, se crea una 

especie de garantía para estos acreedores. Como se verá más adelante, la doctrina ha 

resaltado, en muchas ocasiones, la función de garantía ante terceros que posee el capital 

social, el cual parece tener su resultado, en este tipo de actividades comerciales en Costa 

Rica.  

 Cabe agregar que esta ley en su artículo ciento cincuenta y dos determina, también, 

el procedimiento especial para la modificación del capital social, lo cual debe ser 

supervisado y previamente autorizado por la Superintendencia General de Entidades 

Financieras, para regular que se cumpla con las normas de suficiencia patrimonial 

establecidas. 

Artículo 152: Las entidades financieras, fiscalizadas por la Superintendencia 

General de Entidades Financieras, podrán aumentar su capital mediante una 

modificación de su escritura social, pagando totalmente esos aumentos. 

También podrán reducir su capital, sin descender del mínimo legal establecido 

en el artículo anterior; todo previa autorización del Consejo Directivo de la 
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Superintendencia General de Entidades Financieras, siempre y cuando cumpla 

con las normas de suficiencia patrimonial establecidas y siempre que, en el 

caso de una reducción, no se perjudiquen los intereses de los acreedores de la 

entidad financiera. Se establecen los siguientes honorarios profesionales, para 

el notario público que lleve a cabo la correspondiente protocolización de 

aumentos de capital de las entidades financieras, fiscalizadas por la 

Superintendencia General de Entidades Financieras: hasta diez millones de 

colones (¢10.000.000,00), el uno por ciento (1%) y sobre cualquier exceso de 

ese monto, un décimo por ciento (0,1%). Este monto se actualizará anualmente 

por medio de decreto ejecutivo, de conformidad con el índice de precios al 

consumidor. 

Por último, en materia de Banca Privada es importante referirse a la obligación que 

tienen estas entidades de formar una Reserva Legal. Este tema se encuentra estipulado de 

manera general en el artículo nueve de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, el 

cual indica que parte de las utilidades netas, según sea el caso, será destinado a la 

formación de una reserva.
111
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Para el caso de los bancos privados, esta ley prevé en su artículo ciento cincuenta y 

cuatro, que de las utilidades netas semestrales de estas entidades, se destinará un diez por 

ciento para la formación e incremento de la reserva legal, como se ve a continuación: 

Artículo 154: Las utilidades netas semestrales de los bancos privados serán 

distribuidas en la siguiente forma: 1) La suma necesaria para pagar el 

impuesto sobre la renta que por ley les corresponda. 2) El diez por ciento 

(10%) para la formación e incremento de la reserva legal. 3) ANULADO por 

resolución de la Sala Constitucional No. 4027 de las 14:54 horas del 16 de 

mayo de 2001. 4) El remanente será para el pago de dividendos a los 

accionistas del Banco y para los fines que determine la Junta Directiva con 

aprobación de la Asamblea General de Accionistas.  

Ahora bien, para explicar la importancia de este capital social mínimo, y las reservas, 

debe referirse al numeral ciento cincuenta y siete de la mencionada ley, ya que es en éste 

que se establece que todas la pérdidas durante un periodo semestral, que sufriere una 

entidad de éstas serán cubiertas con las ganancias generales del mismo periodo, y que si 

éstas no fueren suficientes para cubrirlas, el saldo restante se cargará a las reservas hasta 

donde alcanzaren, y agotadas éstas, al capital social, con la previa aprobación de la 

SUGEF. 

 Se ve,  entonces, cómo el artículo mencionado anteriormente, le otorga al capital 

social de las sociedades anónimas, dedicadas a la actividad comercial bancaria privada, la 

función de una tercera especie de fondo dinerario, con el cual se debe responder por la 

pérdidas o deudas que pueda tener la entidad eventualmente. 
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ii. El caso especial de las entidades aseguradoras y reaseguradoras 

 Como caso siguiente, el cual, también, es considerado de trascendental importancia 

en Costa Rica, es el de las compañías dedicadas a la actividad aseguradora y reaseguradora, 

cuyo funcionamiento debe ser previamente autorizado por la SUGESE. 

 Como lo menciona la Ley Reguladora del Mercado de Seguros (en adelante 

“LRMS”), se entiende que la actividad aseguradora que brindan estas compañías es aquella 

que consiste en aceptar, a cambio de una prima, la transferencia de riesgos asegurables a los 

que estén expuestas terceras personas, con el fin de dispersar en un colectivo la carga 

económica que pueda generar su ocurrencia.  La entidad aseguradora que acepte esta 

transferencia se obliga contractualmente, ante el acaecimiento del riesgo, a indemnizar al 

beneficiario de la cobertura por las pérdidas económicas sufridas o a compensar un capital, 

una renta u otras prestaciones convenidas. Por otro lado, la actividad reaseguradora se 

entiende como aquella en la que, con base en un contrato de reaseguro y a cambio de una 

prima, una entidad reaseguradora acepta la cesión de todo o parte del riego asumido por una 

entidad aseguradora, en virtud de los contratos de seguro subyacentes.
112

 

 Ahora bien, el mismo cuerpo normativo establece de manera general, el régimen de 

suficiencia de capital y solvencia que deberán cumplir en todo momento, las sociedades 

anónimas, que brinden actividades aseguradoras y reaseguradoras. Se dice que una entidad 
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cumple con el mencionado régimen, cuando el requerimiento de capital, las provisiones 

técnicas y las reservas de la entidad se encuentren respaldados en un cien por ciento por 

activos admisibles, valorados por criterios técnicos. 

 Se ve, entonces, como el caso de las entidades aseguradoras se asemeja al régimen 

establecido para las entidades financieras estudiadas en el apartado anterior, en cuanto a 

que ambas requieren un capital social mínimo, así como la conformación de una reserva.  

 Como se mencionó anteriormente, al igual que los bancos privados, las entidades 

aseguradoras y reaseguradoras son exigidas legalmente de tener un capital social mínimo, 

para su debida autorización por parte de la SUGESE. Este requerimiento específico se 

encuentra en la LRMS, en su artículo once, el cual establece los requisitos mínimos de 

capital social, expresados en “Unidades de Desarrollo”, de conformidad con la Ley ocho 

mil quinientos siete, del veintiocho de abril del dos mil seis, también conocida como la Ley 

de Desarrollo de un Mercado Secundario de Hipotecas con el Fin de Aumentar las 

Posibilidades de las Familias Costarricenses de Acceder a una Vivienda Propia, y 

Fortalecimiento del Crédito Indexado a la Inflación (Unidades de Desarrollo – UD).  

Artículo 11: Capital mínimo: El capital mínimo requerido será valorado en 

unidades de desarrollo de conformidad con la Ley N.º 8507, de 28 de abril de 

2006.  Los requerimientos mínimos de capital son los siguientes: 

 

a)      Entidades aseguradoras de seguros personales:  tres millones de 

unidades de desarrollo (UD 3.000.000). 

 

b)      Entidades  aseguradoras de seguros generales:  tres millones de 

unidades de desarrollo (UD 3.000.000). 



 

 

132 

 

 

c)       Entidades de seguros mixtas de seguros personales y generales:  siete 

millones de unidades de desarrollo (UD 7.000.000). 

 

d)      Entidades reaseguradoras:  diez millones de unidades de desarrollo (UD 

10.000.000). 

 

Ninguna entidad aseguradora o reaseguradora podrá iniciar sus operaciones 

mientras no tenga totalmente suscrito y pagado, en efectivo, su capital 

mínimo.  Dicho capital deberá depositarse inicialmente en el Banco Central de 

Costa Rica y podrá ser retirado conforme efectúe sus inversiones. 

 

 Según lo dispuesto en ley ocho mil quinientos siete, las Unidades de Desarrollo (en 

adelante “UD”) son unidades que incorporan los cambios en el Índice de Precios al 

Consumidor (IPC) del mes inmediato anterior. Estas unidades fueron creadas 

esencialmente, para traer a la realidad diaria, el valor de los créditos, indexados a la 

inflación. Además, con esto se pretende establecer los principios básicos y las normas 

fundamentales del régimen jurídico que sustenta las relaciones activas y pasivas en el valor 

de cuenta de las Unidades de Desarrollo, para salvaguardar el Sistema Financiero Nacional. 

 La ley establece que la SUGEVAL es la encargada de calcular y publicar los valores 

diarios de las UD para fechas posteriores en el momento de su creación, en el cual se les 

fijó un valor de cien colones, en mil novecientos noventa y tres.  La misma ley establece de 

manera detallada en donde la SUGEVAL debe calcular los valores diarios de estas 
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unidades, para traer a la realidad el valor del colón, acorde con las fluctuaciones en la 

economía a nivel nacional e internacional.
113

 

 Como se puede ver, el mecanismo descrito anteriormente es de gran utilidad para 

reflejar los constantes cambios que sufre la economía, y verificar el valor real de la moneda 

en la actualidad, sin tener que estar sujetos a una cifra simbólica que con el pasar de los 

años puede tornarse irreal o desactualizada. 

 Para el tema que interesa, es importante mencionar, entonces, que la LRMS 

establece un capital social mínimo de tres millones de UD para las entidades aseguradoras 

de seguros personales, así como para las entidades aseguradoras de seguros generales; un 

monto de siete millones de UD para entidades mixtas de seguros personales y generales; y 

un monto de diez millones de UD para las entidades reaseguradoras.  

 Ahora bien, es importante destacar, que en la actualidad, el valor de las UD se 

encuentra fijado en un promedio de ochocientos sesenta colones, por lo que los capitales 

mínimos fijados para las sociedades comerciales que se dediquen a la actividad aseguradora 

y reaseguradora son considerablemente altos, para asegurar el mínimo riesgo a los 

beneficiarios de estas actividades comerciales, y obligar a las entidades con mantener un 

activo superior a dicho capital en todo momento. 

 La LRMS en su artículo doce establece que se debe entender como requerimiento 

de capital, el patrimonio libre de todo compromiso previsible que debe mantener la entidad 
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aseguradora. Además, agrega que éste debe cubrir la estimación del riesgo técnico, el riesgo 

de crédito, el riesgo de mercado y del riesgo operacional de la entidad aseguradora. 

 Por último, se ve cómo la ley establece, también, el requisito de la creación de 

reservas legales, determinado en el artículo trece de la LRMS. Según la norma mencionada, 

la sociedad deberá constituir y mantener vigente reservas suficientes para poder afrontar los 

demás riesgos que puedan afectar el desarrollo del negocio. 

 Al igual que en el caso de entidades financieras, las entidades aseguradoras y 

reaseguradoras se encuentran reguladas, por lo que presentan normativa específica que las 

obliga a comprometer un capital social mínimo para obtener su autorización y poder 

desarrollar su actividad comercial. En ambos casos, se ha considerado que los riesgos son 

altos para los posibles acreedores, por lo que se ha instaurado un mecanismo muy conocido 

a nivel internacional, que se trata de un capital social mínimo para que la sociedad pueda 

surgir a la vida jurídica y obtener su personería jurídica y validez legal.  

 En esta materia, las regulaciones fijadas para entidades aseguradoras y 

reaseguradoras se extraen de los Principios Básicos de Supervisión de la Asociación 

Internacional de Supervisores de Seguros (“IAIS” por sus siglas en el Idioma Inglés), y 

específicamente, en el artículo 17, que establece lo siguiente: 

“PBS 17 Adecuación del capital: El régimen de supervisión establece los 

requerimientos de suficiencia de capital con propósitos de solvencia, de 
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modo que las aseguradoras puedan absorber pérdidas imprevistas 

significativas y provee grados de intervención supervisora.”
114

 

 En nuestro país, como se observó, el requisito solo existe para el caso de las 

entidades reguladas, como lo son los ejemplo más claros de bancos privados y empresas 

aseguradoras. No existe este requisito de capital social mínimo de manera general para la 

creación de sociedades anónimas y su respectiva inscripción en el Registro Nacional. 
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CAPÍTULO III. 

Funciones del Capital Social  

 

SECCION I. Función del Capital Social 

 

En la presente sección, se estudiarán las funciones del capital social en las 

sociedades anónimas desde el comienzo de la utilización de estas figuras. Se hará un repaso 

de las distintas funciones que le ha otorgado la doctrina y de cuáles realmente se cumplen 

en la legislación nacional y en la práctica.   

Para iniciar, cabe destacar lo expuesto por la Sala Primera de la Corte Suprema de 

Justicia, la cual en un párrafo logra comprimir las principales funciones que la doctrina le 

ha asignado al capital social. 

“(…) El contrato de sociedad, tiene una serie de requisitos cuya 

observancia es ineludible, si se pretende, a través de él, crear una entelequia 

jurídica a la que se le reconozca personalidad y capacidad. Dentro de ellos, y 

en lo que interesa para este asunto, debe definirse una provisión de fondos 

(capital social) en el mismo acto fundacional, destinado al cumplimiento del 

fin asociativo. La nueva persona jurídica creada por la voluntad de diversos 

sujetos, ha de tener, entonces, patrimonio propio, que tiene como origen 

primigenio el aporte en trabajo o capital (bienes o dinero) que permitirá el 

ejercicio de las actividades mercantiles. No es un fondo estático, pues puede 
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modificarse, para aumentarlo, o reducirlo, según convenga a los intereses 

sociales (artículos 18 inciso 8), 156 inciso a) del Código de Comercio). Tiene 

varias finalidades. En primer término permite la realización de los actos 

mercantiles definidos en el objeto social. También posibilita determinar los 

derechos políticos y económicos de los socios y finalmente es la garantía del 

cumplimiento de sus obligaciones (cardinal 981 del Código Civil).”
115

 

 

A. Funciones Doctrinales 

 Como se mencionó, el capital social es el fondo común de explotación empresarial 

integrado por las aportaciones de los socios, determinado en acciones de igual valor, éste es 

fijado en el acto constitutivo de la sociedad anónima, con funciones contables y jurídicas, 

para la realización de las actividades económicas propias de su objeto social.  

 De la anterior definición, es posible extraer la mayoría de funciones con las que 

debería cumplir el capital social, para realmente poder denominarlo de esta forma. Sin estas 

funciones, no se podría decir que se está ante un capital social, sino que incluso se podría 

estarlo confundiendo con el patrimonio de la sociedad anónima. Por esta razón, es 

importante delimitar las verdaderas funciones que tiene el capital social en este tipo de 

sociedades comerciales, y hacer el respectivo estudio sobre su aplicación práctica en la 
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actualidad costarricense. De lo contrario, se podría afirmar que no cumple su verdadero 

propósito. 

 Dentro  las funciones que se han identificado, y las cuales serán estudiadas en la 

presente investigación, se encuentra la función empresarial, la función organizativa, y la 

función de garantía, siendo esta última la más cuestionada en muchas legislaciones a nivel 

internacional. 

 

i. Función Empresarial del Capital Social 

 La primera función del capital social, también, ha sido denominada de distintas 

maneras por la doctrina. Se encuentra también, autores que la definen como la función de 

productividad, o bien, como la función de capital social como medio para el cumplimiento 

del objeto social.  

 Como sus distintos nombres lo indican, esta función se refiere, básicamente, a la 

que tiene el capital social como fondo común que permitirá cumplir con el objetivo de la 

compañía, para desarrollar las actividades comerciales necesarias para prosperar. Se le 

brinda al capital social la importante función inicial de desarrollo económico, para la 

adquisición de bienes o acciones que le producirán un aumento al patrimonio. En este 

sentido, Mauricio París no podía describirlo de una mejor manera, al describir esta función 

como “La semilla que plantan los socios para la consecución de los fines sociales que han 

pactado.” A esto le agrega que “En tanto el capital social sea concebido como una 

aportación de los socios dirigida a explotar una actividad empresarial, resulta sencillo 
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concluir que éste cumple una función claramente empresarial, y que la sociedad mercantil 

simplemente actúa como vehículo para articular una actividad empresarial con una clara 

finalidad de lucro.”
116

 

 Se extrae, entonces, de lo anterior, que la presente función de productividad es quizá 

la más importante desde el punto de vista económico de la sociedad, ya que se refiere a la 

posibilidad que ésta tiene de desarrollar las actividades comprendidas en su objeto social. 

Ahora bien, en cuanto a esto último es importante indicar que cierta parte de la doctrina 

confunde esta función como una propia del patrimonio. Sin embargo, como se ha venido 

sosteniendo, el capital social siempre será aquel fondo para llevar a cabo el inicio de las 

actividades comerciales, con el que, posteriormente, el patrimonio irá iniciando y se irá 

convirtiendo de manera paulatina en el nuevo motor de productividad de la sociedad 

anónima. 

 Es importante, en este momento, cuestionar el cumplimiento de la presente función. 

En palabras del señor Carlos Villegas, el capital social se trata de un fondo de producción, y 

de explotación de las actividades de la empresa social. Afirma Villegas, entonces, que la 

sociedad anónima debe contar con un capital social suficiente para los fines que pretende 

realizar, y puede ser susceptible del aporte de cualquier activo que se adecue al 

cumplimiento del objeto social.
117

 Esto se llamará la “adecuación del capital social al objeto 

social”, y será brevemente analizado más adelante.  

 Según lo anterior, se entiende, entonces, que el capital inicial debe ser suficiente 

para poder iniciar las actividades sociales, relacionadas con el cumplimiento del objeto 
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social, sin embargo, para el caso costarricense se encuentra con dos principales barreras que 

serían la generalidad del objeto social, y la deficiencia del capital social inicial. 

 Por un lado, se halla, en la actualidad, que un gran número de sociedades anónimas 

son constituidas de manera general para llevar a cabo actividades sumamente genéricas e 

incluso desactualizadas, ya que se ha venido arrastrando un modelo común para la 

constitución de éstas. Por ejemplo, se encuentra como típico objeto social “El ejercicio del 

comercio, la industria, y en general realizar cualquier actividad remunerativa, pudiendo 

recibir pagos, comprar, vender y gravar y en cualquier forma, disponer de toda clase de 

bienes, otorgar fianzas y garantías, a favor de socios o de terceros, cuando en virtud de ello 

perciba retribución económica, la cual se presumirá por el simple otorgamiento de la 

garantía o fianza (…)”. De la anterior definición se podría pensar que se trata de una 

empresa cuya actividad es a gran escala, la cual requeriría un enorme capital social, para 

llevar a cabo sus vastas actividades comerciales que tiene por objeto, pero en la práctica 

tampoco es así, pues reflejan un capital social de diez mil colones. Incluso existen 

sociedades tenedoras de bienes con el mencionado objeto social. 

 Ahora bien, se debe hacer la salvedad de que existen sociedades responsables que 

han definido de manera clara y específica su objeto, el cual además, se ve reflejado con el 

capital social que ostenta, y que la figura jurídica es realmente aprovechada. Sin embargo, 

en la mayoría de casos, se constituyen sociedades anónimas con capitales inferiores a los 

diez mil colones, con lo cual es materialmente imposible iniciar una actividad comercial. 

 Lo anterior, lleva a la siguiente barrera y es, como se mencionaba, la imposibilidad 

de cumplir el objeto social, con los capitales sociales mínimos pactados en el momento de 
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la constitución. Objetos sociales como el descrito anteriormente son tan generales que es 

prácticamente imposible determinar cuál sería el mínimo necesario para llevar a cabo su 

desarrollo económico, pero sin duda alguna se puede afirmar que no se lograría con sumas 

representativas como algunos miles de colones. En la actualidad costarricense, hay que 

enfrentarse a un fenómeno de sociedades anónimas con capitales insuficientes, 

prácticamente inexistentes. 

 Por estas razones, la doctrina ha llegado a aceptar que la función de productividad le 

corresponde al patrimonio al capital social, sin embargo, la presente se opone totalmente a 

dicha aceptación, pues como se mencionó, al aceptar estas condiciones, se pierde la 

esencia, naturaleza jurídica e importancia del capital social e incluso de la misma sociedad 

anónima.  

 

ii. Función Organizativa del Capital Social 

 A esta función se la ha denominado, también, como la de determinación de la 

condición de socio de la sociedad comercial. Como lo menciona Carolina Leonhart, la 

condición de socio está determinada por el capital suscrito. El aumento o reducción de 

capital social hace que varíe la proporción de la participación del socio, pero no altera su 

condición. Agrega por último que la condición de socio es independiente del capital, pero 

éste establece la medida de participación de cada uno en la sociedad.
118
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 Por lo anterior, se puede afirmar que esta función describe el capital social como el 

mecanismo para organizar los derechos políticos y económicos de los socios. El señor París 

lo describe de manera clara y concisa como la base de cómputo de los derechos políticos y 

económicos “sea en cuanto a la constitución de quórum, ejercicio de derechos en defensa 

de minorías, porcentaje de participación en dividendos, poder de voto, etc. Tales derechos 

responden a la participación que cada socio tiene dentro de la sociedad, misma que se ve 

representada por medio de acciones proporcionales a la aportación de cada socio al 

capital social.”
119

 

 De lo anterior se debe extraer que como derechos económicos, el señor París se 

refiere como el derecho a la debida y adecuada distribución de dividendos, en otras 

palabras, el reparto de ganancias, el derecho a recibir su parte del patrimonio en el 

momento de liquidación de la sociedad, y de la suscripción preferente de nuevas acciones. 

En cuanto a derechos políticos, se refiere a los derechos que, por lo general, tienen en las 

asambleas de socios, por ejemplo, su asistencia y votación, derecho a la información, o 

bien, a impugnar acuerdos que se tomen. Estos derechos son determinados mediante las 

acciones, y la cantidad que ostenta cada socio dentro del porcentaje total del capital social. 

 Lo anterior en palabras de Verly, indica que el capital social configura el parámetro 

de medición de varios aspectos operativos de la sociedad anónima, como lo es: a) la 

responsabilidad de los socios; b) la participación de los socios en las utilidades; c) la 
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participación de los socios en la cuota de liquidación; y d) los derechos de los socios en la 

toma de decisiones sociales.
120

 

 No hay que detenerse mucho en el análisis de la presente función, ya que se 

considera que es, prácticamente, la única que se logra cumplir en su totalidad. La 

legislación costarricense, como se vio en secciones anteriores, es clara y específica con  

describir los derechos políticos y económicos de cada socio, y cómo hacerlos valer, con lo 

cual  se hace más fácil cumplir con la función organizativa del capital social. 

 Muy difícilmente se puede ver afectada la organización de las sociedades anónimas 

costarricenses, por más que su capital social sea insignificante, puesto que lo que más 

importa en el presente caso no es la cantidad final, sino que más bien la proporcionalidad, o 

bien, el porcentaje que ostenta cada socio dentro del monto total del capital accionario. Este 

porcentaje es el que al final determinará qué derechos tiene cada accionista dentro de la 

asamblea de socios, y organizará a nivel interno el sistema de votación, celebración de 

asambleas, y la respectiva distribución de ganancias por el desarrollo comercial de la 

sociedad anónima. 

 

iii. Función de Garantía del Capital Social 

 Por último, se analizará la tercera función que tiene el capital social en la doctrina, 

la cual se refiere a la función de garantía que debe tener el mismo. Esta es quizás la función 
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más cuestionada y confundida en la actualidad, por lo que más adelante se dedicará además 

una sección al análisis de ésta. 

 Por el momento, se puede decir que la doctrina indica que el capital social cumple 

una función de garantía respecto de los acreedores y de los accionistas. Como lo indica 

Farina, para los accionistas presentes y futuros, “constituye una garantía de participación 

en los beneficios la consistencia del capital social, que conserve su valor patrimonial y su 

dedicación correcta y acertada por los administradores a los fines societarios de donde 

resulta importante una cifra de capital significativa”.
121

 

 En cuanto a los acreedores, se dice que el patrimonio de la sociedad anónima es la 

garantía para los acreedores, pero al ser éste un número dinámico, que puede aumentar o 

disminuir, no puede ser tomado en cuenta como una garantía. Por esta razón, se dice que la 

única garantía para estas personas es la cifra del capital social, cuya integridad, según sus 

principios debe mantenerse.  

 Como punto clave en la presente, cabe agregar a lo anterior en palabras de Farina, 

que “el capital social es solo una cifra y que no cuenta con un núcleo definido de bienes, 

pero al figurar como pasivo no exigible en los balances de todas las sociedades 

comerciales, actúa como cifra de retención, que sirve para mantener una correspondiente 

masa de valores como patrimonio neto, constituyendo la garantía mínima de los 

acreedores”
122
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 Además, en la misma línea se dice que esta garantía no es solo para garantizar a 

acreedores y accionistas, sino que también, debe asegurar la vitalidad de la empresa, 

conservando aquellos bienes que son necesarios para el funcionamiento de la compañía. 

Así, de manera indirecta se logra garantizar a los grupos mencionados, ya que al asegurar la 

prosperidad de la sociedad, se hace posible la puntualidad de los pagos, y así la función de 

garantía va más allá del capital social y ayuda a mejorar la calidad de la compañía. 

 A grandes rasgos, como anteriormente se indicó, esta función, a diferencia de lo que 

comúnmente se entiende, opera como una obligación de mantener el valor del activo de la 

sociedad, por sobre el valor del pasivo, en una cuantía por lo menos igual a la cifra del 

capital social. Leonhart lo ha descrito de manera acertada como “(…) el capital funciona 

como una cifra de retención , lo cual permite afirmar que el capital social es la porción del 

activo libre de acreedores, motivo por el que se lo denomina patrimonio líquido. Como 

consecuencia de que el capital funciona como cifra de retención, la sociedad no puede 

repartir dividendos a los socios mientras la línea del patrimonio no vuelva a coincidir con 

el capital.”
123

 

 En otras palabras, debe entenderse que el capital social no es propiamente como tal 

un fondo de garantía, sino que éste le asegura a los acreedores cuánto es el patrimonio 

mínimo que la sociedad debe conservar mientras ésta se encuentre en la vida jurídica. 

Según esta función doctrinal del capital social, la sociedad no puede repartir las ganancias 

entre sus socios, si la contabilidad no alcanza a superar el monto establecido del capital 

social. En palabras de Verly, “Por ello se insiste en el carácter indirecto de esta garantía, 
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que no se traduce en un componente físico efectivo sobre el cual pueden avanzar los 

terceros, sino en una cifra de retención, una dimensión contable que impide el reparto de 

dividendos sin que los elementos del activo cubran las deudas y la cifra del capital.”
124

 

 Al ser este el tema de mayor importancia en el presente trabajo,  hay que dedicarse a 

continuación con estudiar de manera más profunda esta función del capital social, 

específicamente la de garantía ante terceros, sin detenerse en el tema específico de garantía 

ante los propios accionistas. Se considera que, actualmente, la mencionada función 

atraviesa una crisis a nivel mundial, debido a la confusión de términos existente, así como 

la falta de alternativas legales, al ofrecimiento de garantías económicas a terceros 

contratantes, así como a los denominados terceros accidentales, lo cual resulta de extensa 

importancia en el fortalecimiento de la legislación relativa al capital social. 

 Algunos países han optado por distintas leyes en aras de regular la presente 

problemática, incluyendo la instauración de capitales mínimos, y obligando a relacionarlo 

estrechamente con el objeto social en el momento de la constitución de la sociedad 

anónima. Se verán los puntos a favor de estas alternativas, así como los lunares que se han 

encontrado en la práctica y en la aplicación de este tipo de regulaciones. 

 Por último, se revisarán propuestas de las que se han hablado a nivel nacional, con 

el fin de restarle importancia al capital, y que han tratado de buscar en otras figuras 

contractuales, la función de garantía que debería cumplir el capital social.  
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SECCION II. El Capital Social como garantía ante terceros 

 

A. Concepción del Capital Social como garantía ante terceros 

 Como se vio anteriormente, una de las funciones más cuestionadas, pero a su vez 

más trascendentales del capital social en la sociedad anónima, es la función que éste ofrece 

de garantía ante terceros, entendiéndose estos últimos como acreedores contratantes, o bien, 

como acreedores accidentales. 

 Según lo mencionado hasta este punto, el capital social cumple una función de 

garantía al ser una cifra contable de retención, la cual no le permite a la sociedad realizar la 

distribución de dividendos a menos que su patrimonio sea superior a esta cifra. 

 Efectivamente, se extrae de lo anterior que la única garantía con la que cuentan 

estos grupos se trata del patrimonio de la sociedad; sin embargo, éste se trata de una cifra 

dinámica, que constantemente en el camino de cumplimiento del objeto social, sufre 

alteraciones positivas y negativas, pudiendo aumentar y disminuir considerablemente, 

siendo, por esta razón, imposible cuantificarlo como un monto determinado de garantía. 

Caso contrario de esto es el capital social, el cual, según lo que se ha estudiado, se trata de 

una cifra que, únicamente, puede ser alterada mediante los procedimientos legales 

debidamente regulados, según el principio de intangibilidad o integridad.  

 Al ser el capital social únicamente un número, que no cuenta con un conjunto 

definido de bienes, actúa a modo de cifra de retención, el cual asegura que se mantenga una 
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correspondiente masa de valores como patrimonio neto, constituyendo de esta manera la 

garantía mínima de los acreedores.
125

 

 Ahora bien, en este momento es preciso hacer la aclaración de que, eventualmente, 

este capital es de suma importancia al actuar además, como garantía en casos accidentales o 

especiales, como lo podrían ser casos relacionados con pagos imprevistos a sus propios 

empleados, o situaciones en que surja algún tipo de responsabilidad ambiental, a causa de 

las actividades relacionadas con el cumplimiento del objeto de la compañía. Estas 

situaciones, con más razón que las garantías contractuales, o en otras palabras planificadas, 

son de gran importancia ya que comúnmente no son tomadas en cuenta para efectos 

contables de la sociedad anónima, y son un riesgo más y responsabilidad que debe asumir 

la compañía en caso de presentarse alguna de estas situaciones fuera de lo común.  

 El caso anteriormente estudiado de las aseguradoras es la mejor ejemplificación de 

este tipo de riesgos mencionados en el párrafo anterior, ya que aunque su actividad 

comercial gire alrededor del riesgo, nunca se puede determinar el momento exacto en el 

que sucederá el acontecimiento que obligue a la empresa con cumplir con su parte dentro 

del contrato de seguros. 

 Por lo anterior, el capital social además, de funcionar como un monto de garantía 

asegurada para sus posibles acreedores o contratantes, también lo es en casos de terceros 

acreedores imprevistos,  para subsanar casos accidentales, o bien, casos esperados, pero en 

los que no se puede determinar el momento o monto exacto del desembolso necesario de 

capital, que puedan poner en peligro la economía de la sociedad anónima. 
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 Ahora bien, para la respectiva efectividad de lo anterior, y como lo ha mencionado 

el señor París, la publicidad del capital social es trascendental en el cumplimiento de esta 

función, ya que mediante esto se pretende que cualquier individuo o compañía interesada, 

pueda mediante el acceso a información pública conocer la estructura y monto exacto del 

capital social de cualquier compañía debidamente inscrita en el Registro Nacional.
126

 

 Por las razones hasta aquí descritas, se dice que la presente función pone en práctica 

un conjunto de normas que garantizan que los bienes que constituyen el capital social son 

reales y adecuadamente valorados, así como cuando se realizan aumentos al mismo. Para 

Pérez de la Cruz, la función de garantía se logra “a través de la obligación interpuesta por 

la ley de que el valor real de bienes y derechos que integran el patrimonio activo de la 

sociedad, supere al importe de las deudas y obligaciones que lo gravan en cuantía al 

menor igual a la que expresa el capital.”
127

 

 El mejor ejemplo para imaginarse la presente función lo ha logrado determinar el 

autor Cristóbal Espín Gutiérrez de la siguiente manera: 

“El capital social podría en forma de símil representarse en una línea que se 

marca en un recipiente. Inicialmente los socios han de introducir en el líquido 

con determinadas características (las aportaciones) al menos hasta esa señal. 

El contenido (patrimonio) constantemente entra y sale, varía cualitativamente 

y cuantitativamente (ingresos, gastos y otras variaciones). Sólo se puede 

disponer del contenido para distribuirlo a los socios en la parte que supera esa 
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marca. Esa línea puede borrarse y señalarse más arriba o más abajo mediante 

un procedimiento formal que puede llevar consigo o no la entrada y salida de 

contenido. Así en los aumentos, los socios deberán introducir más contenido, o 

utilizar el exceso que exista sobre la marca original; en las reducciones puede 

que el contenido ya no esté y puede que suponga una salida hacia los socios. 

Las medidas de control son de muy diferente carácter en función de que sean 

entradas o salidas hacia los socios o hacia terceros.”
128

   

 Como se ha mencionado, a partir del ordenamiento jurídico de las sociedades de 

capital es que se obtiene la función de capital como cifra de integración y retención de 

patrimonio. Una gran cantidad de normas, tanto a nivel nacional, como a nivel internacional 

(como se analizará brevemente más adelante), pretenden asegurar esta integración del 

patrimonio de manera que exista al menos una correspondencia mínima entre el capital 

social y el patrimonio. 

 Se puede afirmar en este momento, que para que realmente exista la mencionada 

garantía, y de manera efectiva, es necesario que se restrinja una parte del patrimonio de la 

sociedad. Esta restricción indicada es, en la actualidad, la función que debe cumplir el 

capital social. Por lo anterior, la garantía ante tercero no es una función que el capital social 

cumple de manera directa o inmediata como se podría pensar, sino que una función 

indirecta. Como se ha indicado, no se puede dar la repartición de dividendos dentro de la 

sociedad si al final de ésta, el patrimonio se encontrará por debajo del monto de capital 

social debidamente registrado  y público. 
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 Otro de los principios básicos para el cumplimiento de la función de garantía es el 

principio de capital mínimo que fue anteriormente abarcado. Este principio es altamente 

criticado en la actualidad por expertos en la materia, pero infaltable para que la presente 

función tenga sentido. Como bien se mencionó, este principio exige que para la 

constitución de una sociedad anónima, ésta debe tener un monto mínimo de capital social, 

usualmente una cifra considerablemente alta, pero accesible para los modelos de sociedades 

de capital que se desea crear. 

 Ahora bien, cabe explicar que para el cumplimiento de garantía que se trata de 

definir en el presente apartado, no se habla de un monto estático de capital mínimo para 

todas las sociedades anónimas, sino que la sociedad anónima, debe tener un capital social 

mínimo, que sea suficiente para su tipo de actividad, tomando en cuenta además, los riesgos 

que ésta conlleva. 

 En la actualidad, en países que cuentan con regulación del capital social, de manera 

errónea, a nuestro juicio, se ha implantado la costumbre de fijar un monto mínimo de 

capital para la totalidad de las sociedades anónimas que se encuentran por constituir, 

olvidando la parte esencial que es la relación que debe existir entre esta cifra y el objeto 

social. En palabras de Espín Gutiérrez, “Se llama la atención sobre la falta de eficacia 

retentiva de un régimen basado en una cifra formal estática, sin relación con el modelo de 

empresa y con el objeto social, lo que le hace ineficaz para proteger a los acreedores y a 

los accionistas, ya que iniciada la actividad, esos valores no informan sobre la situación 

financiera, ni sobre su futura solvencia.”
129
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 Para continuar, hay que detenerse a continuación, con analizar las funciones del 

capital social estudiadas hasta el momento, específicamente, en el caso de Costa Rica.  

 

B. El Cumplimiento de Funciones del Capital Social en Costa Rica 

 Como se verá a continuación, en Costa Rica la legislación es insuficiente e 

incompleta en cuanto a la regulación de las adecuadas funciones del capital social dentro de 

una sociedad anónima. La temática aún no ha sido estudiada de manera profunda, y no se 

ven reformas a la vista. Se abordará la situación actual de cada una de éstas en específico, 

así como su respectivo cuerpo normativo. 

 

i. La Función Política u Organizativa del Capital Social en Costa Rica 

Una vez estudiadas la funciones que cumple el capital social en la sociedad 

anónima, es correcto afirmar que en Costa Rica la legislación relacionada se encuentra muy 

atrasada. Se puede decir que de las que fueron estudiadas, la única función que se cumple 

en Costa Rica se trata de la función política u organizativa que tiene el capital social.   

Iniciando por esta función, hay que remontarse al artículo ciento dos de nuestro 

Código de Comercio, que indica que el capital social de la sociedad anónima estará 

conformado por acciones, y que cada accionista solo estará obligado al pago de sus 

aportaciones.  
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“Artículo 102: En la sociedad anónima, el capital social estará dividido en 

acciones y los socios solo se obligan al pago de sus aportaciones.” 

Con esto se forman las bases de organización de la compañía, ya que se limita la 

responsabilidad de cada socio en ésta, designándole un porcentaje de obligación con ésta, 

equivalente con el aporte realizado.  

Posteriormente, se encuentra en el numeral ciento veinte y ciento veintiuno, la 

importante clasificación del tipo de acción que puede existir en la sociedad. Define, además 

los derechos que otorgan las acciones, siendo iguales para cada accionista ordinario, 

estableciendo la posibilidad de la emisión de varias clases de acciones con cualquier tipo de 

privilegio, limitante o restricción que se desee.  

“Artículo 120: La acción es el título mediante el cual se acredita y transmite la 

calidad de socio. Las acciones comunes -también llamadas ordinarias- 

otorgan idénticos derechos y representan partes iguales del capital social. 

Está prohibida la emisión de acciones sin valor. Tanto las acciones comunes 

como las preferentes u otros títulos patrimoniales podrán ser emitidos en 

moneda nacional o extranjera y deberán ser nominativos.” 

“Artículo 121: Además de las acciones comunes, la sociedad tendrá amplia 

facultad para autorizar y para emitir una o más clases de acciones y títulos-

valores, con las designaciones, preferencias, privilegios, restricciones, 

limitaciones y otras modalidades que se estipulen en la escritura social y que 

podrán referirse a los beneficios, al activo social, a determinados negocios de 
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la sociedad, a las utilidades, al voto, o a cualquier otro aspecto de la actividad 

social.” 

Siguiendo con esta normas de organización que brinda el capital social a la sociedad 

anónima, se encuentra en el artículo ciento treinta y uno de nuestro Código de Comercio 

una norma que posibilita a los constituyentes a delimitar aún más que la ley, los derechos y 

obligaciones que brinda la tenencia de las acciones. Este artículo remite a la escritura social 

para determinar cualquier detalle adicional relativo a las políticas internas de la sociedad, 

para efectos organizativos. 

“Artículo 131: El ejercicio de los derechos y obligaciones inherentes a la 

acción, se regirá por las disposiciones de este capítulo, por las de la escritura 

social y en su defecto, por las disposiciones de este código relativas a títulos-

valores, en cuanto fueren compatibles con su naturaleza.” 

 Siguiendo con este breve estudio, cabe mencionar el numeral ciento treinta y nueve 

del Código de Comercio, el cual establece el derecho político al voto, que cada acción le 

brinda a su respectivo propietario. Esta norma prohíbe además, que este derecho al voto sea 

limitado o bien eliminado, al menos de que se traten de acciones con cierto tipo de 

privilegio que haya sido emitido por la sociedad. 

“Artículo 139: Cada acción común tendrá derecho a un voto. En el acto 

constitutivo no podrán establecerse restricciones totales o parciales a ese 

derecho, sino respecto de acciones que tengan privilegios en cuanto a la 

repartición de utilidades o reembolso de la cuota de liquidación, pero no 
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podrá limitárseles a estas el derecho de voto en asambleas extraordinarias, ni 

en lo referido en el artículo 147. Se prohíbe la emisión de acciones de voto 

plural.” 

Por último, en el mismo cuerpo normativo se encuentran los artículos ciento 

cuarenta y uno, ciento cuarenta y dos, ciento cuarenta y tres, ciento cuarenta y cinco, 

y concordantemente el artículo veintisiete, que se refieren a la descripción completa 

de los derechos que tiene cada accionista de la compañía, incluyendo el derecho a 

solicitar que la asamblea general se reúna para la aprobación del balance anual de 

operaciones, las reglas para la distribución de dividendos, así como las obligación de 

formar reservas. 

A partir de lo anterior, se ve cómo el capital social de las sociedades 

anónimas en Costa Rica sí cumple con su función de determinación del socio, u 

organizativa que la doctrina ha expresado.  

Nuestro Código de Comercio es muy completo y específico en cuanto a los 

derechos y obligaciones que tiene cada accionista de la sociedad, y describe de 

manera detallada los procedimientos acordes con cada derecho. Además, deja las 

puertas abiertas para que los constituyentes agreguen al momento de formación de la 

sociedad, cualquier regla organizativa o política adicional relacionada con los 

deberes y facultades que ostenta cada accionista. 
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ii. La Función Empresarial del Capital Social en Costa Rica 

 Siguiendo con el análisis, es posible afirmar que el caso de la función empresarial 

no es tan satisfactorio como el anterior. En Costa Rica, se puede indicar que no existen 

normas que velen por la función empresarial del capital, como se verá, en nuestro país la 

normativa gira únicamente en torno a la función organizativa o política.  

Como se ha visto hasta el momento, teóricamente el capital social es el aporte 

de los socios, mediante el cual se constituye el presupuesto imprescindible para el 

ejercicio regular de la actividad empresarial, y siendo ésta la verdadera garantía del 

pago de los débitos sociales para su funcionamiento. Es aquí donde cabe mencionar 

por primera vez el término infra-capitalización, lo cual de manera común se presenta 

en Costa Rica. En palabras de Espín Gutiérrez “la infra-capitalización se da cuando 

el capital social es manifiestamente insuficiente para desarrollar la actividad 

empresarial, e inadecuado para el nivel de riesgo que genera.”
130

 

Como es de suma importancia explicarlo con mayor detalle, la doctrina divide 

la infra-capitalización en 2 variantes: la nominal y la material. La primera se presenta 

cuando se sustituye el aporte de capital de riesgo, por préstamos u otros mecanismos 

que tienen el mismo objeto que dicho capital. En otras palabras, esto significa que la 

sociedad cuenta con recursos que no tienen como finalidad integrar el capital social, 

ya que son provenientes de créditos otorgados por los socios.
131

 Por otro lado, se ha 

dicho que la infra-capitalización material es aquella situación en la que el capital es 
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insuficiente en relación con el riesgo que entraña la actividad y los socios no 

financian a la sociedad por otros medios.
132

 

En la actualidad costarricense, es muy común que se presenten ambos tipos 

de infra-capitalización, siendo la nominal la más presente. Se ve, entonces, cómo en 

estos casos el capital social pierde su sentido y funcionamiento empresarial de fondo 

común para el desarrollo de la empresa, convirtiéndose, únicamente, en una 

herramienta organizacional, o bien, en un mero formalismo para la constitución de la 

sociedad.  

La función empresarial del capital de las sociedades anónimas se ve afectada 

cuando éste se vuelve una mera cifra representativa e insignificante para el 

funcionamiento empresarial. Por ejemplo, un capital de diez mil colones en una 

sociedad dedicada a la actividad de servicios de cafetería y restaurante no es 

suficiente tan siquiera para pagar la electricidad del local, esto asumiendo que el 

arrendamiento del local no tiene ningún costo, ya que idealmente el capital social 

debería ser suficiente para poner en marcha el funcionamiento del negocio. 

Ahora bien, como ejemplo de lo mencionado hasta el momento, se puede 

indicar que el Código de Comercio, que es el cuerpo normativo regulador de las 

sociedades anónimas, nunca hace mención sobre el efectivo cumplimiento o 

verificación de un capital social suficiente para el ejercicio de la actividad. En su 

artículo dieciocho, inciso ocho, se halla como requisito para la constitución de una 

sociedad anónima, que se establezca el monto del capital social y forma y plazo en 
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que deba pagarse. Como se ve, en ningún momento nuestro Código indica el 

propósito que debe tener el capital social, ni que el monto sea acorde con el tipo de 

actividad que se vaya a desarrollar. 

En este punto es importante recordar que en Costa Rica existen salvedades en 

cuanto al cumplimiento de esta función. Como se vio en el capítulo anterior, una 

serie de entidades reguladas sí contienen la obligación de formar un capital social 

mínimo, previa verificación es necesaria para su debida inscripción en el Registro 

Nacional. Este es el caso de las entidades bancarias privadas, empresas financieras 

no bancarias, entidades aseguradoras y reaseguradoras, entidades administradoras de 

fondos de inversión, bolsa de valores y puestos de bolsa. 

Se ve cómo en el caso de las anteriores, por su alto nivel de riesgo en el 

manejo de fondos públicos, se ha optado por regular de manera más estricta el capital 

social de cada una de estas. Esto ha apoyado además, el inicio de las actividades y la 

función empresarial del capital en cada uno de estos comercios, al obligárseles a un 

monto mínimo de inversión para poder iniciar con su actividad, la cual sería 

imposible sin grandes cantidades de divisas. 

Para concluir con la presente función, es importante mencionar que de la 

misma forma que las entidades reguladas existen miles de sociedades anónimas que 

por su tipo de actividad comercial atraen grandes riesgos, y que, en la actualidad, no 

existe regulación al respecto. En nuestro país existe un pequeño grupo de 

inversionistas responsables que sí le dan su correcto uso empresarial al fondo de 

capital; sin embargo, siguen siendo bajos estos números y es imprescindible que se 
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regule de mejor manera su utilización, tomando en cuenta la actividad específica de 

cada sociedad que se pretende constituir. 

 

iii. La Función Garantista del Capital Social en Costa Rica 

Esta función es, en la actualidad, la más debatida a nivel internacional y la 

menos aplicada en la legislación costarricense. El Código de Comercio tiene algunas 

pinceladas de ciertos intentos que se hicieron con el fin de entablar esta garantía que 

podría brindar el capital social, sin embargo, por el grave problema de infra-

capitalización (no regulado) descrito anteriormente, esta función es obsoleta en 

nuestro país. 

Es importante citar nuevamente el artículo veintisiete del Código de 

Comercio, el cual textualmente indica que, “No podrán pagarse dividendos ni 

hacerse distribuciones de ningún género , sino sobre utilidades realizadas y líquidas 

resultantes de un balance aprobado por la asamblea.” Con esto se ve la primera 

pincelada de garantía que se pretendía insertar al capital social de la sociedad 

anónima. Esta garantía se trata de un número estático de retención, que estando el 

balance de la sociedad por debajo, o en números negativos, no podría realizarse la 

repartición de dividendos. 

Era claramente objetivo del legislador limitar la distribución de las utilidades 

previa aprobación del balance por parte de la asamblea, sin embargo, con sociedades 

anónimas infra-capitalizadas, esta limitación deja de tener sentido puesto que la 
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mayoría de las veces el balance sería positivo, debido a la diminuta cantidad del 

capital social que se establece en la actualidad. 

Continuando con el análisis, se puede citar parte del artículo ciento cuenta y 

tres del Código de Comercio, del cual, también, se extraen ciertas connotaciones 

garantistas que se pretendía instaurar con la respectiva norma, al indicar que “de las 

utilidades netas de cada ejercicio anual deberá destinarse un cinco porciento para 

la formación de un fondo de reserva legal, obligación que cesará cuando el fondo 

alcance el veinte por ciento del capital social”. 

En este caso, nuevamente el legislador no consideró la situación actual de 

infra-capitalización, en la cual esta reserva u obligación se vuelve insignificante, ya 

que los montos de la reserva, acorde con el capital social de muchas sociedades 

anónimas en la actualidad sería intrascendente para los efectos económicos y 

contables de la compañía. Por esta razón, las tendencias garantistas del legislador, 

actualmente no se ven reflejadas en el funcionamiento del capital social de la 

sociedad anónima en Costa Rica. 

Mauricio París explica lo que se ha venido indicando en las siguientes 

palabras: “Este modelo de garantía podría tener sentido en legislaciones como la 

española en donde no sólo existe un monto mínimo de capital social, sino que 

también está prohibido disminuirlo por debajo del límite legal, e incluso tal 

circunstancia es causal de disolución según lo prevé el artículo 363 inciso f) LSC. 

En contraposición, en ordenamientos en donde ambos requisitos son inexistentes, 

como en Costa Rica, el capital social no cumple esta función, ya que, siendo que el 
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capital social se fija usualmente en diez mil colones o similar ¿Qué garantía estamos 

otorgando?”
133

 

Como lo indica el señor París, la presente función tampoco se aplica en 

nuestro ordenamiento jurídico, debido a la falta de una norma que establezca un 

mínimo de capital social y una obligación de mantenerlo en todo momento por 

encima de ese mínimo. Al no existir estas normas, muchos de los capitales con los 

que se conforman las sociedades anónimas actuales carecen de funciones más allá 

que de organización y de derechos societarios. 

Como se ha visto reflejado de este análisis, en Costa Rica, dos de las 

importantes funciones que la doctrina y la legislación internacional le han brindado 

al capital social no se cumplen. Por un lado, el sentido empresarial que éste conlleva, 

se ha visto opacado por otras alternativas como lo son préstamos de los socios a la 

compañía, o bien, aportes no registrados a nivel legal de la sociedad, dotándole de 

esta manera de cierto patrimonio, el cual no es visible para los posibles acreedores. 

Por otro lado, se tienen sociedades que no brindan ningún tipo de garantía previa a 

los acreedores, al no tener en su capital social un monto reflejado que al menos cubra 

los riesgos de la actividad específica que se lleva a cabo, o que se pretende 

desarrollar. 

Se verá, a continuación, si la simple introducción de un capital mínimo en la 

legislación que regula las sociedades anónimas, sería suficiente para lograr eliminar 
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la infra-capitalización, y que se cumpla con las funciones más deficientemente 

reguladas del capital social en Costa Rica. 

 

C. ¿Es necesario la instauración de un monto mínimo de Capital Social? 

 Como se dijo anteriormente, en la presente sección se estudiará si la introducción de 

un capital social mínimo es la solución para lograr que este instrumento cumpla con sus 

verdaderas funciones en la legislación costarricense. Cabe destacar que, en la actualidad, 

este es un tema sumamente debatido en varios países de Europa y América Latina, debido a 

las distintas posiciones que existen al respecto. 

 

i. El capital social mínimo como medio para garantizar el cumplimiento de la 

función de garantía del capital social 

 Se inicia el presente apartado citando nuevamente al señor París, quien ha sido claro 

en indicar que “la solución a este problema no es fijar mínimos, ya que aunque se trate de 

una sociedad constituida con el capital social mínimo, por ejemplo una sociedad anónima 

española, el acreedor podrá saber al consultar el registro que el capital social es de 

sesenta mil euros, y dependiendo del importe de su crédito podrá comprobar si ese capital 

cubriría eventualmente su crédito, sin embargo no podrá conocer cuántos acreedores más 

se disputarán simultáneamente tal capital en una eventual liquidación de la sociedad.”
134
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 Esta posición se comparte a grandes rasgos, sin embargo, se considera que es 

necesario que se introduzcan en la legislación costarricense los primeros requisitos de 

relacionar su capital social con su objeto social, para así lograr determinar al menos un 

capital mínimo que cubra el mínimo riesgo que conlleva su objeto social. 

 Si bien es cierto, que ese mínimo de capital social que tendría la sociedad anónima 

nunca se podría suponer como suficiente para satisfacer al posible conjunto de acreedores, 

al menos representaría de cierto modo un fondo cuyo monto sería público, como una guía 

para los posibles acreedores, o en casos accidentales en los que se deba recurrir a grandes 

cantidades dinerarias. 

 A grandes rasgos, el capital mínimo ha sido fuertemente criticado, ya que de modo 

general, es dudoso que la exigencia de un capital mínimo sirva para proteger a los 

acreedores, ya que lo relevante es su situación económica, generada a través de recursos 

propios y la cantidad o nivel de deudas, así como la transparencia económica. A esto agrega 

Carmen Alonso Ledesma, que “el capital mínimo puede considerarse, simplemente, como 

una especia de billete de admisión que se ha pagado tradicionalmente para acceder al 

beneficio de la limitación de responsabilidad, pero que no sirve para garantizar la 

solvencia de la sociedad y por lo tanto, para tutelar los intereses de los acreedores 

sociales, ni tampoco asegura la existencia de medios suficientes para el desenvolvimiento 

de la actividad productiva, ya que no se requiere la adecuación de la cifra de capital a 

dicha actividad (…)”
135
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 Para ir llegando a una conclusión, parte de la doctrina alusiva al tema ha dicho que 

cualquiera que fuere su cuantía, la cifra del capital social no garantiza una adecuada 

capitalización de las sociedades, y por ello que su patrimonio sea suficiente para que funja 

como garantía ante terceros o posibles acreedores. Además, como se ha visto, de 

establecerse un monto mínimo de capital social debería adecuarse a la actividad específica 

de cada sociedad, para por lo menos acercarse a esta función de garantía. Aunque el capital 

mínimo como cifra de retención podría ser una ventaja para los acreedores, seguirían siendo 

superiores las desventajas que éste tiene en la actualidad comercial en donde se vive.  

 A grandes rasgos, París establece los siguientes inconvenientes actuales del capital 

social mínimo, y de su posible función de garantía: 

1) El capital social no refleja la realidad económica de la empresa. 

2) El capital social no es más que un reflejo de la situación económica de la sociedad 

en determinado momento, comúnmente en el instante de la constitución. 

3) Desde el momento cuando el capital social no se ajusta a los variaciones 

patrimoniales económicas de la empresa, el capital social no arroja información 

suficiente para que un acreedor pueda dar por protegida su acreencia, por lo que el 

sistema por sí sólo no cumple tal función. 

4) El acreedor es incapaz de conocer (salvo por otros medios) el número de acreedores 

que están siendo “garantizados” con el capital social de la sociedad, por lo que en la 

práctica podrá ocurrir que en caso de quiebra o liquidación, el capital social no 

alcance para cubrir los montos adeudados. 
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5) La existencia material del capital social en caso de quiebra o liquidación no está 

garantizada de ninguna forma y dependerá de los administradores.  

6) Al no exigir ningún límite al endeudamiento de la sociedad, el capital social no 

garantiza de forma alguna la solvencia de la sociedad.
136

 

 Estos inconvenientes son totalmente compartidos por la presente, y definitivamente 

al establecer un monto mínimo de capital social no se logrará que éste cumpla con su tan 

añorada función de garantía de los acreedores. Sin embargo, y como se verá más adelante, 

establecer un capital mínimo, dependiendo de las actividades que realice la sociedad, sí es 

el primer paso que debe tomar la legislación costarricense para actualizarse en la materia, 

así como para dotarle de mayor importancia a la figura del capital social. 

 Esta es la decisión que se ha tomado, en la actualidad, con las entidades reguladas, 

mencionadas en el capítulo anterior. La constante modernización y actualización del 

sistema económico han obligado al legislador costarricense a la introducción de elementos 

en las normas reguladoras de la actividad comercial, como lo es el caso de los capitales 

mínimos en entidades financieras, aseguradoras y reaseguradoras, puestos de bolsa, etc. 

 Para concluir, se puede afirmar que la solución no es la implementación de un 

capital mínimo. Esta situación no convertiría de la noche a la mañana al capital social en 

una garantía para los acreedores, pero sería un avance necesario en materia mercantil para 

el cumplimiento de otras funciones que tiene el capital social en la sociedad anónima. 
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ii. El capital social mínimo como medio para garantizar el cumplimiento de la 

función de empresarial del capital social 

 Como se mencionó anteriormente, al establecer un monto mínimo de capital social 

no se solucionarían los problemas actuales que enfrenta la figura del capital social en 

materia mercantil costarricense. Sin embargo, se considera que es un paso necesario que 

debe tomar la legislación costarricense para modernizarse en este ámbito, y esencialmente, 

para lograr que se cumpla con la función empresarial que, actualmente, no ostenta el capital 

en nuestro país. 

 Como bien se sabe a estas alturas, teórica o doctrinalmente, el capital social es el 

conjunto de aportes o fondo con el cual se pretende iniciar la actividad empresarial 

específica de la sociedad anónima que se constituye. A partir de dicho fondo, se generará 

posteriormente el patrimonio del negocio, cuyas utilidades, de haberlas, serían distribuidas 

acorde con la tenencia de acciones entre los socios. 

 En la actualidad costarricense, es extraño ver que sea reflejado un capital social que 

realmente funcione para poner en marcha la vida comercial de un negocio. Incluso, en 

ciertas ocasiones la sociedad nunca llega a tener ese insignificante monto de capital social 

que se prometió en el momento de su constitución. Esto, como se vio anteriormente, es lo 

que se denomina la infra-capitalización societaria. En el caso costarricense, se podría decir 

que se trata esencialmente de una infra-capitalización nominal, puesto que los socios, por lo 

general, realizan aportes o créditos con la sociedad, sin ser legalmente registrados como 

capital social. 
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 Ahora bien, es posible el cuestionamiento sobre la necesidad de capital para el 

desarrollo de un negocio. Como lo indica París, es perfectamente posible el inicio de una 

actividad comercial con una simple idea
137

, sin tener el capital necesario, y buscando 

únicamente la inversión de terceros en esta idea comercial. Eso sí, dependiendo del tipo de 

actividad, existe siempre la posibilidad de que esto no sea viable. 

 Además, se debe tomar en cuenta los riesgos que la actividad u objeto social 

involucra, ya que dependiendo de éste, los aportes deberán ser mayores si el riesgo 

aumenta, o menores si éste disminuye. Una vez más, se puede citar en este tipo de casos las 

regulaciones existentes en Costa Rica, en materia financiera y de seguros, postura que es 

además defendida por la doctrina. Espín Gutiérrez agrega que “Existen en la legislación 

societaria especial (fundamentalmente la que se refiere a la actividad financiera) ejemplos 

de mecanismos que relacionan los recursos propios con la actividad y el riesgo 

empresarial, que se superponen a los del capital social sin eliminarlos, y que cumplen de 

forma mucho más eficaz funciones de garantía, pero su extensión a otros sectores no está 

en modo alguno justificada por lo que suponen de complejidad, de costes e 

intervencionismo.”
138

 

 Para concluir, cabe indicar, que una vez más la solución en este caso no es la 

ejecución de un estricto mínimo de capital social. Deben estudiarse alternativas para la 

debida implementación de un capital social acorde con la realidad empresarial y de riesgos 

de la sociedad anónima específica, para lograr determinar un monto de capital que permita 
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el desarrollo de la actividad, así como el cumplimiento económico de los posibles riesgos 

que existan dentro del curso normal del giro comercial de la empresa.  

 Solo de esta manera se logrará cumplir con esta cuestionada función del capital 

social dentro de la sociedad anónima actual, ya que se considera que para el desarrollo 

comercial sí es necesario la existencia de un fondo económico o patrimonial que sustente su 

actividad o sus posibles conflictos, sin que esta responsabilidad recaiga sobre cada socio de 

manera individual. 

 

iii. Análisis de legislación comparada 

 En el presente apartado, se estudiará de manera breve la situación actual y la 

regulación del capital social mínimo en tres de los países donde la doctrina más ha 

cuestionado su importancia, como lo son los casos de Argentina, España y Guatemala. Se 

analizará la legislación relacionada con el presente tema, para posteriormente, determinar si 

es posible la implementación de una normativa similar en el caso de Costa Rica, o bien, 

determinar las posibles alternativas que existen. 

 

A. El caso de Argentina 

 En Argentina, la presente temática es regulada en su ley diecinueve mil quinientos 

cincuenta, la Ley de Sociedades Comerciales. Específicamente, en su capítulo segundo, se 

encuentra la materia específica sobre el capital social. 
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 En este país, se optó por la imposición de un mínimo de capital social mediante el 

artículo ciento ochenta y seis de la mencionada ley. El texto indica lo siguiente:  

“Artículo 186: El capital debe suscribirse totalmente al tiempo de la 

celebración del contrato constitutivo. No podrá ser inferior a PESOS CIEN 

MIL ($ 100.000). Este monto podrá ser actualizado por el Poder Ejecutivo, 

cada vez que lo estime necesario.”
139

 

 Se ve, entonces, cómo la legislación argentina, mediante el anterior artículo, 

estableció la suma de cien mil pesos argentinos, que representan aproximadamente 

cinco millones ochocientos noventa mil colones, como requisito mínimo de capital 

social, para la debida constitución e inscripción de una sociedad anónima. 

 Además, en el mencionado cuerpo normativo, existen numerosas normas 

adicionales que tienen por objeto la preservación de capital social. Esto, según 

Leonhart, responde al hecho de que dichas normas tienen como finalidad la 

integridad del capital social, lo que constituye precisamente una garantía ante 

terceros. Agrega además, que esta función del capital social es la de mayor 

trascendencia en ese ordenamiento jurídico, así consignado en la mencionada Ley de 

Sociedades Comerciales.
140

  

 A pesar de lo anterior, en Argentina, también, ha sido fuertemente criticada la 

función de garantía que debería tener el capital social. Para muchos, la idea de capital 

social es una imagen o una cifra insignificante, debido a que se encuentra invertida 
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en la sociedad, y lo que realmente funciona como garantía es su patrimonio, 

información que no es accesible para cualquiera. 

 Sin embargo, Leonhart le encuentra su respectiva función, con la cual se 

coincide, al expresar que “el capital, al expresar una partida contable y no consistir 

en un núcleo de bienes, no representa para los acreedores una garantía propiamente 

dicha. La garantía de éstos es indirecta ya que, al ser el capital registrado en el 

pasivo, se impide que los accionistas distribuyan dividendos sin tener en cuenta el 

capital.” 
141

 

 Para concluir con la situación en Argentina, cabe destacar que una vez más es 

cuestionada la estricta función de garantía que debería tener el capital social. Todo 

pareciera indicar, una vez más que no es suficiente el implementar un mínimo de 

capital social, ya que la única garantía que siempre tendrán los acreedores será el 

patrimonio total de la empresa, cuya publicidad es restringida. Por ello, para el caso 

argentino, se podría afirmar que en el sentido garantista, como lo mencionó 

Leonhart, el objetivo que cumple el capital social es una especie de reserva o cifra de 

retención, que le impide a los socios distribuir la totalidad del patrimonio, reteniendo 

siempre el mencionado monto al menos cubrir en parte, aunque sea mínima, las 

deudas sociales. 

 En ese sentido, se estaría ante una situación similar a lo que ocurre en Costa 

Rica, pero con una cifra de retención, o garantía indirecta de un monto mayor, según 

el mínimo establecido por la ley argentina. 
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B. El caso de España 

 En España, al igual que en Argentina, existe amplia regulación en cuanto al tema de 

las sociedades mercantiles. Esta materia se encuentra regulada en la Ley de Sociedades de 

Capital. 

 Al igual que en Argentina, en este país se optó por la implementación de un capital 

social mínimo. Esta obligación se halla en el artículo cuarto de la mencionada ley, la cual se 

puede observar a continuación: 

“Artículo 4: Capital social mínimo. 

1. El capital de la sociedad de responsabilidad limitada no podrá ser inferior a 

tres mil euros y se expresará precisamente en esa moneda. 

2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, podrán constituirse 

sociedades de responsabilidad limitada con una cifra de capital social inferior 

al mínimo legal en los términos previstos en el artículo siguiente. 

3. El capital social de la sociedad anónima no podrá ser inferior a sesenta mil 

euros y se expresará precisamente en esa moneda.”
142

 

 Como se desprende del inciso tres de la norma supra citada, en España existe 

la obligación de suscribir como mínimo la suma de sesenta mil euros, para 
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legalmente constituir e inscribir una sociedad anónima. Este monto representa la 

suma de aproximadamente treinta y cuatro millones de colones. 

 Según lo estudiado hasta el momento, ésta sería la suma más alta de capital 

que exige alguna legislación, para la constitución de una sociedad anónima. Sin 

embargo, la críticas tampoco han faltado en España, e incluso es uno de los países en 

los que más fuertemente se ha cuestionado la función de este alto mínimo de capital 

social. La doctrina española ha brindado además, gran cantidad de alternativas para 

que verdaderamente se le pueda brindar realmente una garantía a terceros u 

acreedores. Incluso, en este país, parte de los estudiosos del tema han propuesto la 

eliminación total del capital social para la constitución de una sociedad mercantil, al 

considerar que en el modelo económico actual no tiene relevancia para su 

funcionamiento. 

 Para Alonso Ledesma, en términos generales es más que dudoso que la 

exigencia de un capital mínimo sirva para proteger a los acreedores, ya que lo 

relevante es la solvencia económica establecida a través de ratios entre recursos 

propios y nivel de endeudamiento, junto con la transparencia informativa. Considera 

además, que sería de mayor relevancia prescindir por completo de un capital mínimo 

obligatorio, y exigir a determinados efectos una proporción entre los fondos propios 

y los ajenos o, quizás mejor, entre partidas del activo y del pasivo.
143

 

 Parte de la doctrina española cita, además informes del Banco Mundial en 

Washington, que han señalado que el requerimiento de un capital social mínimo 
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carece de justificación y supone, en la actualidad, una barrera para la creación de 

empresas, por lo que propugna su eliminación para favorecer el desarrollo del sector 

privado, especialmente en países menos desarrollados.
144

 

 Para concluir, se puede notar que aunque la legislación española sea muy 

estricta en cuanto al capital social, su doctrina ha sido muy fuerte contra la 

implementación de esta herramienta.  En efecto, se considera que aunque se trate de 

sumas considerablemente altas, no son suficientes para que en caso de, 

eventualidades, puedan cubrir la totalidad de las deudas, debido a la falta de 

adecuación del capital a las actividades específicas que realice la sociedad, y la 

posible cantidad de acreedores que entren en disputa por este fondo dinerario. 

 

C. El caso de Guatemala 

 Al igual que en los casos anteriores, en Guatemala la materia se encuentra regulada 

con mayor profundidad que en el caso costarricense. El caso de Guatemala es 

especialmente importante además, porque se considera que a nivel centroamericano es el 

país más desarrollado en materia de capital social. 

 Esta temática se encuentra regulada en su Código de Comercio, específicamente en 

su capítulo sexto. Este país se suma a la lista de países que han optado por obligar a los 

constituyentes de una sociedad anónima con realizar aportes por una suma mínima. En el 
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caso guatemalteco, esta obligación se encuentra en el artículo noventa, el cual indica lo 

siguiente: 

“Artículo 90: Capital Pagado Mínimo. El capital pagado inicial de la sociedad 

anónima debe ser por lo menos de cinco mil quetzales (Q5,000.00).”
145

 

 Como se ve en el texto anterior, en Guatemala el capital social mínimo que 

debe tener la sociedad anónima en el momento de su constitución es la suma de cinco 

mil quetzales, lo que representa la suma aproximada de trescientos treinta y cinco mil 

colones. 

 A pesar de ser la legislación guatemalteca una de las primeras en introducir 

un mínimo, se ve cómo esta cifra sigue siendo universal e incluso insignificante para 

muchos de las actividades comerciales que se pretenden realizar. Una vez más, se  

logra ver cómo en la legislación no se implementa una regulación específica para 

varios tipos de negocios;  como garantía el monto obligatorio es insuficiente. 

 Para concluir, cabe destacar que, si bien, Guatemala tomó el paso de 

implementar un capital social mínimo, se considera que erróneamente se fijó en una 

cifra fija, la cual es además, evidentemente insuficiente e incompatible con el sistema 

económico en el cual se vive. 

 A raíz de este breve estudio de legislaciones que se consideran destacadas, se 

continuará con un estudio de alternativas existentes y posibles soluciones para lograr 

que la sociedad anónima de cierta forma pueda tener una garantía para sus 
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acreedores. Al ser Costa Rica un país donde el capital social únicamente cumple con 

un objetivo de organización, se hace necesario que la legislación se modernice y 

adecue a los requisitos del mercado moderno, como se verá a continuación. 

 

SECCION III. Alternativas ante el incumplimiento de las funciones económicas del 

capital social en la sociedad anónima costarricense 

 

 Después del estudio realizado hasta el momento, no sería equívoco concluir que, en 

la actualidad, el capital social de la sociedad anónima en Costa Rica cumple una función 

estrictamente organizacional. La parte económica del capital social en Costa Rica es 

prácticamente inexistente en la actualidad, ya que nuestro sistema ni siquiera requiere de 

una cifra mínima de capital para su constitución. Por esta razón, las funciones 

empresariales y garantistas que doctrinalmente tiene el capital social, no son de provecho 

en nuestro país. 

 Ahora bien, como se ha venido mencionando, es acertado afirmar que la simple 

instauración de una cifra mínima fija de capital social, como los casos de España, Argentina 

y Guatemala, tampoco es la solución a este problema al que se enfrenta. El modelo 

económico y sus relaciones comerciales han evolucionado, tanto desde los primeros 

vestigios de las sociedades anónimas y el capital social, que las funciones que 

anteriormente podía brindar el capital social son prácticamente imposibles de cumplir en la 
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actualidad, con la amplia cantidad de actividades comerciales y riesgos que pueden 

afectarlas. 

 Se verá a continuación, algunos sistemas que permitirían la necesaria modernización 

de nuestra legislación societaria, específicamente, desde la óptica empresarial y garantista 

que el capital social ha dejado de proveer.  

 

A. La relación entre el objeto social y el capital social 

 Como lo menciona gran parte de la doctrina, el primer paso para recobrar ciertas 

funciones del capital social, es incentivar la instauración de una norma que obligue a la 

sociedad con tener una cifra de capital social acorde con el tipo de actividad y riesgos que 

ésta pueda tener.  

 En palabras de Carlos Villegas, “la sociedad anónima debe contar con un capital 

suficiente para los fines que pretende realizar, y por ende puede ser susceptible de 

aportación todo activo que se considere económicamente apto, adecuado para el 

cumplimiento del objeto social”, a lo cual le agrega que “la sociedad anónima es una 

simple asociación de capitales para una empresa o trabajo cualquiera, vinculando esa 

relación de capitales con el objeto social.”
146

 

 Como se ve de las palabras de Villegas, en teoría el capital social siempre debería 

ser suficiente para llevar a cabo el objeto social específico de la sociedad anónima. Por esta 

razón, se hace prácticamente imposible y utópico pretender que una cifra universal sea 
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suficiente y adecuada a todas las compañías costarricenses que se pretendan constituir. El 

capital social debe ir mas allá y ser una verdadera herramienta específica para el desarrollo 

comercial del negocio.  

 En el caso costarricense, según lo estudiado, las entidades reguladas estudiadas en el 

capítulo segundo han optado por este sistema y ha sido provechoso para todas las partes 

involucradas. De ese análisis se logra extraer cómo las empresas aseguradoras, 

reaseguradoras, y sobre todo la banca privada son en la actualidad las que tienen mínimos 

de capital más altos, acorde con el tipo de riesgo, y fondos necesarios que se requieren para 

realizar esa actividad. Actualmente, se encuentra fijado un aproximado de once millones de 

dólares como capital social mínimo de las compañías aseguradoras, un aproximado de 

dieciséis millones de dólares para las reaseguradoras y un aproximado de veintiún millones 

de dólares para los bancos privados. 

 Es de entender que estos son casos excepcionales debido a los grandes capitales que 

se deben manejar para las actividades que se realizan en específico, pero es el mejor 

ejemplo de una estrecha relación entre el objeto social y su capital, con lo cual de manera 

efectiva se logrará la deseada función empresarial de desarrollo de negocios, así como la de 

los posibles riesgos que pueda tener la actividad aseguradora. 

 A raíz de los buenos resultados mencionados, se considera que una simple 

actualización a la revisión de la materia de capital social y aumentar la regulación en cuanto 

a establecer mínimos de capital acordes con su actividad a las sociedades anónimas en 

general podría traer los resultados que se desean.  
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 Además, es menester indicar que con esto se evitaría la actual proliferación de 

sociedades anónimas sin una potencialidad económica adecuada, lo cual termina por 

producir un derroche inútil de riqueza que, en definitiva es un bien colectivo, lo cual crea 

un problema para la economía general.
147

 

 Cabe concluir indicando que ésta tampoco sería la solución universal, y que 

tampoco se podría lograr de la noche a la mañana, pero su análisis a nivel legislativo es de 

suma importancia. Esta alternativa es definitivamente el primer paso que se debe realizar en 

Costa Rica para modernizar la regulación del capital social, la cual se encuentra muy 

atrasada en comparación con otros países. 

 

B. La eliminación del capital social e introducción de pruebas de solvencia 

En algunos sistemas jurídicos la tutela de los derechos de los acreedores, la 

protección de tales intereses se distancia del derecho mercantil o societario. Ejemplo de 

esto es el sistema norteamericano, en el cual el derecho de sociedades y el derecho de 

protección de acreedores están claramente distanciados. 

En el mencionado sistema se ha ido perdiendo de manera progresiva la figura del 

capital, como consecuencia de las fuertes críticas que ha realizado la doctrina. A partir de 

ahí, “se consolida legalmente en la mayoría de los Estado norteamericanos que siguen el 

Revised Model Business Corporation Act (en adelante denominado RMBCA) que en su 

revisión de 1980 abandonó definitivamente el concepto de stated capital. Lo que había 
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sucedido con anterioridad en el Código de California, en el que ya desde 1975 se desterró 

el legal capital; y en aquellos Estados en el que el concepto de stated capital (o capital 

declarado) se mantiene, como New York o Delaware, el capital carece de relevancia como 

instrumento de protección de los acreedores y, en general, como pieza vertebradora del 

edificio societario.”
148

 

Con el RMBCA se implementa un sistema en el cual, cualquier distribución no debe 

realizarse obligatoriamente cargándose a beneficios o reservas libres, sino que puede 

cargarse a los capitales sobrantes (capital surplus), o bien a cualquier categoría de sobrantes 

que a nivel económico la sociedad pueda tener. Para ello, existe la obligación previa del 

órgano administrador de tomar las respectivas decisiones de distribución, salvo que esté 

indicado lo contrario en los estatutos.  

Eso sí, en palabras de Alonso Ledesma, la mencionada distribución debe satisfacer 

ciertas pruebas, a saber: la prueba de solvencia (equity solvency test), y el valor 

patrimonial, según el balance (balance sheet test), que en conjunto conforman la prueba 

clave de solvencia. De esta manera se pretende que no puedan hacerse distribuciones si, 

después de realizadas: a) la compañía no pudiera pagar sus deudas como debería hacerlo en 

el normal curso de los negocios y b) la totalidad de los activos de la corporación fueran 

inferiores a la suma de sus obligaciones, más la cantidad que fuera necesaria, para satisfacer 

los superiores derechos preferenciales que tienen los accionistas en la distribución.
149

 

Con este sistema de prueba de solvencia, “se trata de determinar la solvencia de la 

sociedad con arreglo d sos criterios concurrentes, un test de activos netos y otro test de 
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equity insolvency, de forma que la sociedad solo podrá distribuir alguna cantidad a los 

accionistas si en el momento de la distribución o como consecuencia de ella no resulta 

insolvente.”
150

 

Al ser generalmente estas compañías sometidas regularmente a auditorías, no se 

requiere ningún proceso especial para poder establecer si se pueden efectuar distribuciones 

conforme con la prueba de solvencia, ya que se considera que la información generalmente 

disponible sería suficiente para determinar la solvencia de la compañía. Generalmente, se 

estima que la prueba se supera con el simple hecho de que los informes financieros y las 

cuentas auditadas carezcan de cifras alarmantes, y que no se hayan producido eventos 

desfavorables posteriores a la última auditoría. En los casos en los que se encuentran 

alarmas en estas pruebas, es necesario que el órgano de administración decida cómo 

proceder. 

En palabras de París, se ve cómo en estos casos la Junta Directiva de la respectiva 

sociedad asume responsabilidad por la repartición de utilidades realizada de manera dudosa 

o irregular: “Con este sistema, el órgano de administración justifica cualquier repartición 

de dividendos a los accionistas, tomando en consideración la solvencia real de la sociedad 

a ese momento, y se liberan de responsabilidad por tales decisiones con fundamento en 

tales dictámenes contables.”
151

 

Se aprecia, entonces, cómo en este sistema, aún eliminando el capital social, se 

reproduce la función que teóricamente debería éste tener, pero con la diferencia de que el 
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monto del plus-valor activo que realiza el efecto de retención o colchón se calcula no 

solamente sobre el capital social, sino que sobre el patrimonio neto de la compañía.
152

 

 En alguna medida en Costa Rica, se logra algo similar con este tipo de sistemas al 

exigir que se trate de utilidades realizadas y líquidas provenientes de un balance aprobado 

por la asamblea, sin embargo, no es igual de preciso, al no indicar que los administradores 

deben conocer y tomar en cuenta la situación de liquidez en la que dejarían la compañía si 

se distribuye todo el efectivo en dividendos. 

 

C. La autoprotección de los acreedores 

 Como siguiente alternativa que ha brindado la doctrina española y norteamericana, 

se halla los denominados “covenants” (pactos, compromisos, cargas). Estas son cláusulas 

contractuales que se insertan en los contratos de préstamo, mediante las cuales se le 

imponen obligaciones a la sociedad deudora, con el objetivo principal de limitar el libre 

endeudamiento y la distribución de dividendos a los accionistas. 

 Como lo afirma Alonso Ledesma, la flexibilidad con que los administradores 

pueden proceder a repartir dividendos u otras distribuciones, sin tener la retención necesaria 

(según la alternativa anterior, o en sistemas en los que no tiene relevancia el capital social), 

queda protegida por la introducción de cláusulas contractuales que se insertan en los 

contratos de préstamo o de financiación, o anexas a estos.  A través de ellas los acreedores 

pueden controlar las condiciones económico-financieras de la sociedad deudora y la 
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conducta de sus dirigentes impidiendo o limitando tales distribuciones o la realización de 

otras operaciones susceptibles de poner en peligro la satisfacción de sus créditos.
153

 

 El amplio margen existente de covenants se logra fundamentalmente a partir de la 

prohibición o limitación de la distribución de utilidades o la compra de acciones de 

empresas relacionadas, a la interposición de límites a las labores contables, y al 

mantenimiento de un estricto control sobre la sociedad, hasta lograr una injerencia en el 

giro comercial de ésta. Incluso, parte de esta corriente obliga por lo general a la sociedad a 

mantener un cierto mínimo de capital, función que normalmente cumpliría el capital social;  

a conservar cierta relación entre recursos propios y obligaciones; o bien a mantener ciertos 

grados de liquidez para garantizar la solvencia de la sociedad a corto plazo.  

 Todas las obligaciones mencionadas en el párrafo anterior, por lo general, vienen 

acompañadas del compromiso a suministrar en todo momento la información detallada 

sobre la situación financiera de la sociedad. De esta manera se ve cómo de cierto modo los 

convenants son los sustitutos perfectos del capital social para funciones financieras, y en 

palabras de Alonso Ledesma, estos se alzan como sustitutos, ya que en buena medida, tales 

convenants no hacen más que replicar contractualmente algunas de las normas relativas al 

mantenimiento del capital en los ordenamientos europeos. “Podría decirse en 

consecuencia, que en Estados Unidos, aunque el instituto del legal capital haya sido 

arrojado del derecho de sociedades por la puerta, ha vuelto a entrar por la ventana a 

través de esta réplica contractual.”
154
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CONCLUSIONES 

 

La actividad comercial por su naturaleza versátil debe ser dotada de instrumentos 

jurídicos flexibles para poder continuar con su dinámica, es así como el Derecho se debe 

llegar a adaptar a las exigencias del mercado y relaciones comerciales de la época en la que 

vivimos. 

La aparición de nuevos mecanismos para llevar a cabo negocios jurídicos requieren 

que el Derecho tenga una constante actualización ante los requerimientos de estas 

dinámicas tan cambiantes, aunque ello no implica que sea una actualización sencilla.  

Resulta imposible determinar que los modelos de sociedades anónimas que se 

utilizaban hace cincuenta años puedan seguirse empleando en la actualidad, ante un mundo 

comercial que se encuentra en constante cambio. En Costa Rica, las sociedades anónimas 

han sufrido modificaciones en su composición, forma de operar y usos, de manera tal que 

existen sociedades anónimas, que tienen capital social de diez mil colones (o incluso 

menos), o bien, otras que son únicamente constituidas con el fin de ser tenedoras y 

protectoras de bienes de la familia. 

Como se logró analizar dentro de la presente investigación, el capital social tiene 

tres funciones, de las cuales, en la actualidad costarricense, únicamente una de ellas puede 

decirse que se cumple.  

Según lo estudiado, se encuentra que la primera función, y de vital importancia es la 

empresarial, mediante la cual se pretende que el capital social sea el fondo necesario y 
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suficiente de la compañía para llevar a cabo el inicio de su objeto social o fin para el que 

fue constituida. Podría decirse, entonces, que se trata de un fondo que debe ser calculable, 

en el entendido que si la compañía adquiere una deuda, ésta debe ser reconocida 

proporcionalmente con los inversionistas como un monto capitalizable. En Costa Rica, la 

gran mayoría de sociedades inicia sus actividades mediante préstamos u otras figuras 

jurídicas que no son parte del capital social, y por lo tanto, éste pierde totalmente su función 

empresarial. 

En cuanto a su segunda función, la de organización, o política, el Código de 

Comercio costarricense recopila de manera clara y completa los derechos y obligaciones de 

cada uno de los socios de la sociedad anónima, siendo esta función la única que se cumple a 

cabalidad en nuestro país. Esta determina la clara participación de los inversionistas en el 

funcionamiento de la compañía, así como la delimitación de facultades de cada uno de ellos 

de conformidad con el aporte de capital social realizado. 

 La tercera función, y como se vio la más criticada, es la del capital social como una 

posible garantía ante terceros, acreedores o acreedores accidentales. Cabe concluir que, si 

bien es cierto, el capital social como tal no es la garantía, éste debería ser la cifra de 

retención para que la administración de la sociedad no distribuya dividendos, si estos se 

encuentran por debajo de dicha cifra. Por esta razón, y repitiendo lo indicado en cuanto a la 

función empresarial, montos simbólicos como los utilizados en nuestro país no podrían 

jamás considerarse como una cifra de retención que brinde garantía alguna a sus 

acreedores. 
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 Ahora bien, la instauración del capital mínimo es inevitable. Esta idea debe ser 

analizada en Costa Rica para una posible implementación. Sin embargo, a diferencia de 

países centroamericanos como Guatemala, es importante que esta adaptación se lleve a 

cabo tomando en consideración el objeto o actividad que estará realizando la sociedad, y 

poder así determinar y calcular ciertos factores como el riesgo, complejidad, y dimensión, 

antes de fijar un monto mínimo general. 

 La idea del capital social por áreas del comercio, o por actividades específicas 

podría temerse que sea de nunca acabar. Sin embargo, la clave en estas situaciones será la 

de crear categorías clasificadas, según se indicó, por: riesgo, complejidad y dimensión. 

 Una vez que se pueda clasificar una sociedad en alguna de estas categorías, y 

establecerle un monto de capital social mínimo, los principios de empresa y garantía 

podrían tornarse más reales, siempre manteniendo la obligación de que el capital sea una 

cifra pública, registrada, y con las debidas restricciones para su modificación. 

 Como ha sido analizado en el presente trabajo, países como Argentina, España, 

Guatemala, Ecuador, Uruguay y Francia han adoptado medidas como las de establecer 

mínimos de capital social. Sin embargo, no todos han tenido resultados prometedores, esto 

por no ligarlo estrechamente con la esencia y objetivo de las propias compañías. Los 

capitales mínimos que son fijados de manera general, en ocasiones, serán excesivamente 

altos para pequeños comercios (aún lo suficientemente grandes para constituirse como 

sociedades anónimas), y en otras oportunidades serán muy bajos para empresas que 

conlleven alto riesgo económico o gigantescas dimensiones. 
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 ¿Es el capital social un mero formalismo para su constitución en Costa Rica? La 

respuesta a esta pregunta a grandes rasgos es no. En nuestro país, el capital social aunque se 

trata de un formalismo y de una necesidad para la constitución de la sociedad anónima, 

cumple con una importante función organizativa y política dentro de ésta. Sin embargo, es 

importante recalcar que además, de esta función, y después de la constitución de la 

sociedad anónima, el capital social pierde del todo sus funciones y se convierte únicamente 

en la cifra pactada, que determina la participación de cada accionista en la compañía. 

 No existe, en la actualidad, legislación suficiente que regule el capital social 

posterior a la constitución, existiendo únicamente en nuestro Código de Comercio los 

mecanismos para reducir o aumentarlo, sin fijar normas que regulen la cifra como tal, en las 

condiciones específicas que tenga la compañía en un momento determinado. 

 En Costa Rica, existen buenas bases para la instauración de un capital social 

mínimo, siendo las compañías reguladas estudiadas en el Capítulo II. Estas son un claro 

ejemplo de relación entre el objeto social de la compañía con su respectivo capital social, 

tomando en cuenta los factores de riesgo y dimensión ya mencionados.  

Al igual que se llevó a cabo con las compañías de banca privada, empresas 

aseguradoras y reaseguradoras, así como puestos de bolsa, es menester realizar una 

clasificación para empresas cuyo objeto se pueda clasificar en distintas categorías a las 

cuales se les pueda fijar un monto de capital social proporcionado, para así dar el primer 

paso hacia la modernización de nuestra regulación sobre capital social.  
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